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EDITORIAL

La noche del 7 de febrero fallecía en accidente de moto un repartidor que, cargan-
do una  mochila de Glovo, trabajaba subalquilando una cuenta de Deliveroo. Días 
antes se habían celebrado manifestaciones en varias ciudades, convocadas por 
la Asociación Profesional de Riders Autónomos y Repartidores Unidos, en contra 
del último borrador de la ley de plataformas digitales. Reclamaban su derecho de 
mantener su condición de autónomos y advertían del riesgo de empeorar o perder 
su fuente de ingresos si la legislación obligaba a las empresas a contratarlos como 
miembros de su plantilla. Ante ello conviene recordar que la calificación jurídica de 
la relación existente entre las partes en el marco de una prestación de servicios no 
depende de la voluntad de las partes, sino de la realidad existente que se impone 
a la preferencia que el trabajador pueda tener sobre el lugar donde encuadrar su 
actividad, calificación laboral que los tribunales de justicia vienen realizando de 
forma mayoritaria.

Nuestro Tribunal Supremo declaró categóricamente la laboralidad de la relación 
existente entre los riders y las plataformas, meses antes lo había hecho la Corte 
de Casación francesa y en estos días ha sido el Tribunal Supremo del Reino Unido 
el que ha reconocido la condición laboral de los conductores de Uber. Más allá de 
los riders y los drivers, el Tribunal Federal de Trabajo de Alemania también fijó la 
laboralidad de la prestación de servicios desarrollada por un crowdworker.  

No obstante, la oposición de empresas del sector ante tal evidencia y la reformula-
ción de las clausulas contractuales para huir de su calificación real, está obligando 
a la Inspección de Trabajo a incrementar sus intervenciones, además de aumentar 
la litigiosidad en los juzgados, manifestándose especialmente cuando la relación 
laboral finaliza o cuando acaecen accidentes. Por ello, parece conveniente la apro-
bación de una norma que incluya en el ámbito del contrato de trabajo subordinado 
las distintas categorías de este tipo de relaciones.

En el ámbito judicial europeo este mes nos deja dos sentencias relevantes que 
podéis encontrar en la revista, la STEDH de 04/02/2021. Caso Jurcic c. Croacia 
y la STJUE sobre la contratación temporal, C-760/18, Agios Nikolaos, de 11 de 
febrero. La primera aborda un caso de discriminación por razón de género y cons-
tata la discriminación sexual directa e injustificada sufrida por mujer embarazada, 
que se había sometido a fertilización in vitro poco antes del empleo, a la que le fue 
denegada una prestación relacionada con él. Considera que la protección de la 
mujer relacionada con el empleo durante el embarazo no debe depender de si su 
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presencia en el trabajo durante la maternidad es esencial para el funcionamiento 
adecuado de la empresa o le impide temporalmente realizar su trabajo, por lo que 
concluye que la actuaciones de las autoridades es reveladora de estereotipos de 
género y contraviene de forma directa las leyes nacionales e internacionales.

La segunda, sobre contratación temporal, en la que el TJUE resuelve en sentido 
negativo la controversia existente sobre si una prórroga automática de un contrato 
temporal prevista legalmente puede quedar excluida del concepto de “sucesión” y 
considera que no es determinante el hecho de que la prórroga venga fijada por ley, 
pues una disposición que autorizara de manera general y abstracta la utilización de 
sucesivos contratos sería contraria a la cláusula 5ª al no introducir criterios objetivos 
y transparentes que permitieran verificar si la renovación de los contratos responde 
efectivamente a una necesidad auténtica.

En este número el artículo de la Carta Social Europea objeto de estudio es el 15, 
relativo al derecho de las personas con discapacidad a la autonomía, la integración 
social y la participación en la vida de la comunidad. Y sobre discapacidad tratan dos 
de los artículos que publicamos. En el primero, nuestro compañero Juan Carlos 
Iturri, examina el concepto jurídico de discapacidad a partir de la definición dada en 
la Convención Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad 
y en nuestra Ley General de los Derechos de las Personas con Discapacidad y su 
Inclusión Social. En el segundo, el Profesor de Derecho del Trabajo y de la Seguri-
dad Social de la Universidad Autónoma de Barcelona David Gutiérrez Colominas, 
analiza la reciente STJUE de 26 de enero de 2021 que reconoce la aplicación de 
la Directiva 2000/78/CE ante grupos homogéneos que comparten la existencia de 
una o varias circunstancias protegidas.

El tercer artículo que os ofrecemos es de nuestro compañero Jaime Segalés, que 
aborda una cuestión candente en el momento actual, y sobre la que ya se han 
empezado a dictar resoluciones por nuestros Tribunales Superiores de Justicia 
–algunas de las cuales también incluimos en esta entrega-, y lo hace desde una 
argumentación sugestiva que enriquece el debate existente al respecto. Se refiere 
a la calificación de los despidos operados en contravención de lo dispuesto en el 
artículo 2 del RDL 9/2020.
Materia de interés también se aborda en el Auto del Juzgado de lo Social nº 5 de 
Barcelona que encontrareis en la sección de jurisprudencia y que evidencia parte 
de la problemática que la publicación del nuevo texto refundido de la Ley Concur-
sal está provocando en nuestra jurisdicción.

Imprescindible es recordaros que en El rincón de la conTraCultura podéis encon-
trar un buen aperitivo para disfrutar la noche del próximo 6 de marzo, así como 
nuevas recomendaciones musicales. 
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CONCEPTO 
JURÍDICO DE 
DISCAPACIDAD
Juan Carlos ITURRI GARATE
Magistrado de la Sala Social del Tribunal 
Superior de Justicia del País Vasco

INTRODUCCIÓN
Es muy frecuente hablar de las personas con discapacidad (en adelante 
PCD). Pero qué podemos considerar que es una persona con discapacidad 
según nuestro ordenamiento jurídico?. El objeto de este trabajo es dar res-
puesta a esta pregunta. 

En el proceso de elaboración del mismo, se han ido complicando las cosas y han 
aparecido diversas derivaciones que han hecho divertido el trabajo.  
Alguna aproximación previa.

Tratamos de un colectivo que supone, más o menos, el diez por ciento de la ciuda-
danía cuando menos según todas las estadísticas a consultar.
Pues bien, durante años fue un tópico considerar que las leyes que había sobre el 
fenómeno de la discapacidad, aparte de ser normativa “light”, “soft” o de segundo 
grado, en cuanto que no imponían por sí solas de  forma inmediata derechos u 
obligaciones, sino más bien, principios, directrices o recomendaciones a desarro-
llar en futuras normas. 

Por otra parte, otra característica era de esa normativa era la de que se consi-
deraba que estaba desperdigada entre los diversos sectores dentro del diverso 
ordenamiento jurídico, siendo a veces incluso la misma contradictoria comparando 
sectores1.

1. Véase al efecto Segalés Fidalgo, Jaime, como yo mismo.“ Trabajo y Discapacidad”. Cuadernos digitales de 
formación, 36. 2010. Consejo General del Poder Judicial.
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Precisamente por ello, los modernos legisladores han pretendido superar esa si-
tuación, en la conciencia de que estamos en el campo de la proscripción de la 
discriminación por tal razón.

Una de las vías ha sido la de dictar nuevas normas que, por sí mismas, tengan 
eficacia inmediata de los derechos PCD, sin necesidad de ulteriores desarrollos 
reglamentarios. Para ello, se ha procedido a establecer derechos directa e inme-
diatamente ejercitables ante los poderes públicos y otro también a ejercitar frente 
a particulares,

Otra de las utilizadas para superar la previa situación, ha sido la de unificar en un 
solo texto todas las normas sobre derechos de las PCD, normas que, contenidas en 
un solo texto legal, tienen la vocación de expandir sus efectos al resto del ordenamien-
to jurídico, con independencia del sector del que se trate.

De hecho, este afán renovador ya se encontraba en la Ley de Integración So-
cial de Los Minusválidos (Ley 13/1982, de 7 de abril) y en esa misma tendencia, 
se promulgó también la Ley de Igualdad de Oportunidades, No Discriminación e 
Igualdad de Oportunidades (Ley 51/2003, de 2 de diciembre).
Y a ello responde también el principal texto legal que recoge tales derechos en 
nuestra legislación interna vigente. 

Es la Ley General de los General de los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad y de Su Inclusión Social (Texto Refundido aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre). Me refiero a ella por sus iniciales princi-
pales: LGPCD.

Nótese que la propia denominación del Texto Legal (“General”) hace ver esa idea 
de que allí se fijan los derechos de las PCD en general. Cabe interpretar que ello 
así se hizo para hacer ver que ahí se fijan los derechos, los cuales se aplican a 
todos los sectores normativos existentes. En definitiva, aplicación “transversal”, 
superando lo que eran sectores o campos normativos acotados, que tenían su 
propia determinación de derechos PCD. 

En ello abunda el que se hagan definiciones también “generales” en su artículo 
2, donde expresamente se estatuye la idea de “transversalidad” en las políticas 
públicas en materia de discapacidad (letra o del mismo) o que la transversalidad 
sea uno de los principios rectores en la materia (como se dispone en su artículo 3, 
letra m) o que se esa Ley tenga un ámbito de aplicación tan amplio como el referi-
do en su artículo 5 que incluye los siguientes: relaciones con las Administraciones 
Públicas, bienes y servicios a disposición del público, Administración de Justicia, 
empleo transporte, telecomunicaciones y sociedad de la información, espacios pú-
blicos urbanizados, infraestructuras y edificación y patrimonio cultural. Aparte de 
ello, aspectos tan importantes como el derecho a la educación son especificados 
en esa misma Ley (artículos 16 y 18 y siguientes) y no es el único ejemplo.
Como ya se ha advertido, esta Ley es en realidad un Texto Refundido. Es decir, es 
el producto de una actuación legislativa del Gobierno. Actuación legisladora auto-
rizada por delegación expresa de las Cortes Generales. 
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La delegación se contiene en la de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación 
normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (disposición final segunda).2

Como veremos, esta LGPCD se basa en los contenidos esenciales de la Conven-
ción Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad, aprobada 
en Nueva York el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas.

Esta Convención (en adelante uso el acrónimo CRPD, que son sus iniciales en 
inglés) fue ratificada por España el 3 de diciembre de 2007 y tras publicarse su 
instrumento de ratificación en el Boletín Oficial del Estado de 21 de abril de 2008, 
entró en vigor el siguiente día 3 de mayo. 

Tiene la Convención una definición muy similar de las PCD a la que se contiene en 
el artículo 4, punto 1 de nuestra LGPCD y es lógico, puesto que con el Texto Re-
fundido se pretende adaptar los contenidos de la CRPD a nuestro derecho interno, 
como se asume en su Exposición de Motivos de forma expresa. 

En concreto, se dice: “La Convención supone la consagración del enfoque de de-
rechos de las personas con discapacidad, de modo que considera a las personas 
con discapacidad como sujetos titulares de derechos y los poderes públicos están 
obligados a garantizar que el ejercicio de esos derechos sea pleno y efectivo”.

Esto es manifestación del nuevo primado que rige en materia de las políticas públi-
cas dirigidas a tratar el fenómeno de la discapacidad. En efecto, la CRPD abando-
na claramente el enfoque llamado “modelo médico o rehabilitador”, surgido tras la 
Segunda Guerra Mundial en Europa con el impulso de relevantes médicos, como 
el doctor Ludwing Guttman en aspectos como el deporte de las PCD. 

Como se acaba de advertir y es lugar común, con la CRPD se cambia el paradigma 
para considerar el vigente “modelo social” que se basa en las ideas filosóficas de 
personas tan relevantes como Martha Nussbaum o Amartya Sen, ideas que tienen 
sus antecedentes en el movimiento Foro por la Vida Independiente que, al calor de 
la universidad californiana de Berkeley, surgió con activistas tan relevantes como, 
por ejemplo, Ed Roberts ya durante el siglo pasado.

2. Disposición final segunda. Autorización al Gobierno para la refundición de textos legales.

El Gobierno elaborará y aprobará antes del 31 de diciembre de 2013 y previa consulta al Consejo Nacional 
de la Discapacidad, un Texto Refundido en el que se regularicen, aclaren y armonicen la Ley 13/1982, de 7 
de abril, de integración social de los minusválidos, la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportu-
nidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad y la Ley 49/2007, de 
26 de diciembre, de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
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La mejor forma de enfocar el tema, es abordar directamente la definición legal. 

LA DEFINICIÓN DE LA CONVENCIÓN
Tanto por razones de importancia como por antigüedad, el primer precepto que se 
ha de citar es el artículo 1, párrafo segundo de la CRPD.

Y es que esa Convención, auspiciada por la Organización de Naciones Unidas, en 
palabras de la profesora Rivas Vallejo plasmó un consenso terminológico interna-
cional acerca del uso estandarizado del término “discapacidad” y de “persona con 
discapacidad”.3

Literalmente, dicho artículo 1, punto 2 dice: “Las personas con discapacidad in-
cluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sen-
soriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 
demás.”  

Como se ve, la Convención considera que en las personas con discapacidad se 
han de dar varias condiciones concurrentes. 

Son las siguientes:

A. Pertenencia al género humano
No se recalca bastante que es un tratado auspiciado por la Organización de Nacio-
nes Unidas y su texto fue aprobado por su Asamblea General.

Como la propia ONU expresamente asume, tras cinco años de negociaciones, se 
aprobó un tratado y ese tratado es un tratado sobre derechos humanos. En con-
creto, es el primero del presente siglo4. 

Así en su Preámbulo se puede leer: “Reconociendo también que la discriminación 
contra cualquier persona por razón de su discapacidad constituye una vulneración 
de la dignidad y el valor inherentes del ser humano.”

Y esa misma ONU es la explica que el tratado ha supuesto cambio del paradigma 
en esta materia.  Se pasa de la perspectiva “médica´” o “caritativa” al “enfoque de 
los derechos humanos”.5

3.  Rivas Vallejo, Pilar. “Trabajadores con enfermedades crónicas y discriminación múltiple”. Revista de Dere-
cho Social, número 54, año 2011. 
4. Basta leer el preámbulo de la CRPD, que aparece en aquel BOE de 21 de abril de 2008.

5. Véase el siguiente enlace: Ir al texto

https://www.ohchr.org/documents/publications/advocacytool_sp.pdf
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Y es interesante destacar una cifra: ciento ochenta y dos estados han ratificado la 
CRPD. Es decir, que no es cosa de unas pocas personas o países, sino que es un 
texto legal asumido por la mayoría de los países del mundo y no sólo de nuestro 
entorno jurídico más cercano.

Por tanto, siempre hemos de tener presente que, cuando hablamos de PCD, ha-
blamos de personas.

B. Que haya deficiencias físicas, mentales,  
intelectuales o sensoriales 	
Como se ve, se hace una enumeración de deficiencias ciertamente amplia, pero 
cerrada en esas cuatro categorías.

Aún y cuando la sensorial y la física claramente pueden imaginarse, la deficiencia 
mental y la intelectual tienen mayor dificultad. En general, la psíquica o mental 
afecta a áreas tales como la comunicación o las habilidades sociales, pero no a 
la inteligencia, a diferencia de la intelectual, que deriva del propio funcionamiento 
intelectual de sujeto, distinto a lo que se considera regular.
Alberga, pues, la discapacidad física, la discapacidad mental, la discapacidad inte-
lectual –nótese que separada de la anterior- y la discapacidad sensorial. 
La propia literalidad del texto entiendo que hace ver que se hace enumeración 
cerrada en esas cuatro categorías. 

Ahora bien, entiendo que no es muy relevante detenerse en determinar si se trata 
de una enumeración abierta o cerrada de disfuncionalidades. Y ello porque, en el 
mundo de la discapacidad, es difícil imaginar deficiencias que no estén incluidas 
en esas categorías. Yo, por lo menos, no las alcanzo a ver. 

C. Que las mismas sean a largo plazo
Lo primero que llama la atención es que la Convención no impone que sean limita-
ciones definitivas o permanentes,  sino que han de tener una cierta permanencia. 
A saber: “a largo plazo” (sic). 
En principio, esta nota permite distinguir la discapacidad de la enfermedad, que 
también puede generar deficiencias de esa cuádruple condición y que, empero, 
tiene una nota de transitoriedad o provisionalidad de la disfunción que, en principio, 
permite hacer esa diferencia conceptual entre la enfermedad y la discapacidad. 

Sin embargo, como bien sabemos en el orden Social, en múltiples casos no es fácil 
de determinar la diferencia entre discriminación y discapacidad6.

6. Prueba de ello son las diversas matizaciones que, en orden a concretar el ámbito de operativo de la pros-
cripción de la discriminación por razón de discapacidad ha tenido que hacer el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea. 
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Por otra parte, advertir que si se pretendiese fijar el concepto sobre la idea de su 
permanencia durante la vida del sujeto, no se hubiese utilizado aquella expresión, 
sino que parecería más adecuado usar “permanente” o “definitiva”.

Entiende que si se usó la expresión que se usó fue para resaltar simplemente que 
el concepto no alberga limitaciones puramente transitorias o episódicas, pero si las 
de largo plazo. 

Pero no tienen porqué ser limitaciones definitivas o a largo plazo. Ello no sólo por la 
literalidad del término usado, sino porque es lo adecuado a la nota  “dinámica” del con-
cepto de discapacidad, nota que se viene resaltando hace años7.
	

D. Que esa limitación impida la participación  
plena y efectiva en la sociedad 
Nótese que, “literaliter”, ese impedimento tiene que tener una concreta entidad. La 
suficiente como para que la persona no pueda participar en la sociedad de forma 
igual que los demás, “en igualdad de condiciones”.

Este es el ras de medición. Como se ve, se huye de porcentajes cuantitativos de limi-
tación o fijarlo en relación a concretos sectores o campos de actividad. Basta con que 
se de esa incidencia en la plena y efectiva participación en la sociedad.

Ello también está ligado a la idea dinámica del concepto que ya he mencionado.

E. Que ese efecto se produzca al interactuar  
de diversas barreras
Por supuesto que no se trata sólo de las clásicas barreras físicas que limitan a las 
personas con limitaciones físicas de movilidad, sino que incluye también otros tipos de 
barreras y entre ellas, se encuentran los factores personales y ambientales (el hogar, 
el lugar de trabajo o la escuela, medios de transporte, etc).8 

A modo de ejemplo, dos sentencias. La Chacón Navas, de 11 de julio de 2005 (asunto C-1305) y la HK Dan-

mark, de 11 de abril de 2013. Pueden ser localizadas en estos enlaces: Chacón Navas. Y HK Danmark

7.  La Organización Mundial de la Salud, en su Clasificación Internacional de Funcionamiento de la Discapaci-
dad y de la Salud, desde el año 2001, define la discapacidad como un hecho relativo y dinámico, relacionado 
con el nivel de actividad de una persona en un entorno y momentos concreto.
Puede consultarse el siguiente enlace: Ir al texto.
	
8. Véase la nota número 1. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A62005CJ0013
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?docid=136161&doclang=ES
https://www.imserso.es/InterPresent2/groups/imserso/documents/binario/435cif.pdf
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Como se ve, la definición combina lo que son las limitaciones funcionales junto a 
los factores sociales.9

Y es que no podemos olvidar que la noción de PCD que contiene la CRPD está 
basada huyendo del antiguo concepto médico en el abordaje de las políticas públi-
cas en materia de discapacidad y a la vez, acogiendo en su seno la llamada nueva 
concepción social a la hora de afrontar tales actuaciones públicas.  

La misma parte de que en esta materia están en juego los derechos humanos, de 
la idea eje y previa de que todas las personas somos iguales en tales derechos 
y también de la idea de que la discapacidad es uno de los frentes abiertos en el 
combate mundial contra la segregación de las personas. Dicho en una frase: con-
sidera que la proscripción de la segregación por discapacidad es una cuestión de 
derechos humanos. 

 Precisamente por ello, para la CRPC no importa el mayor o menor grado de la 
discapacidad. Se trata de combatir cualquier supuesto de discriminación por tal 
causa y ello partiendo de un previo expresamente asumido: que el colectivo agru-
pa a personas con muy diversas funcionalidades. 

De ahí la idea de “diversidad funcional” que, como equivalente a PCD pero más 
acorde en la idea del “modelo social” se usa en muchos foros.
En función de ello, se regula la discapacidad no como un concepto estático, sino 
dinámico. Ya me he referido a ello. 

En resumen, la LGPCD asume que cada persona es igual titular del derecho a la 
partición plena y efectiva en la vida social que los demás, que su capacidad jurídi-
ca ha de serle reconocida en igualdad de condiciones con los demás (artículo qw)  
en todos los aspectos de la vida y que, como personas que somos, también entre 
las propias PCD existe la diversidad10. De hecho, el Preámbulo de la CRPD tam-
bién dice: “reconociendo además la diversidad de las personas con discapacidad”

De ahí a acudir al sistema de fijación de apoyos individual para hacer efectivo ese 
derecho, hay solo un pequeño paso.

Es bien relevante también resaltar una decisión estratégica: abandonar el gene-
ralizado expediente de acudir a las políticas sectoriales en esta batalla antidiscri-
minatoria y asumir políticas transversales que impongan el general respeto de los 
postulados antidiscriminatorios por tal causa mediante un solo texto que expanda 
sus efectos al resto de las disposiciones legales. Es la idea de transversalidad a la 
que he aludido en la introducción. 

9. De Asís Roig, R, Palacios, A. “Derechos Humanos y situaciones de dependencia. Editorial Dykinson. Año 2007.
10.  A colación de discriminación entre personas con discapacidad, no me resisto a citar la reciente sentencia 
TJUE de fecha 25 de enero de 2021 (asunto C-16/19),  
Puede ser localizada en este enlace: ir al texto.

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=236963&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=269
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Al efecto, basta leer el Preámbulo de la Convención La plasmación de tales ideas 
se encuentra esencialmente en sus primeros artículos. A destacar esencialmente 
el artículo 2, el 3 y el 12 ya citado. 

Y estas mismas ideas impregnan los artículo 2 y 3 LPGPCD, que son los que pre-
cisamente anteceden al artículo 4 que se trata de interpretar. 
	

LA EFICACIA JURÍDICA 
DE LA DEFINICIÓN DE LA CONVENCIÓN
La CRPD y por tanto también esa definición, forma parte de nuestro ordenamiento 
jurídico por dos vías.

En cuanto que ratificada por el Reino de España y publicada en el Boletín Oficial 
del Estado  y también, en cuanto que la misma también es norma que integra el 
acervo normativo europeo. 

Desde esta segunda perspectiva, la europea, aún y cuando el TJUE asume que la 
Misma forma parte del ordenamiento europeo, no la considera directamente apli-
cable, sino que la valora como elemento de importancia relevante para interpretar 
el resto de las normas europeas. Asume, eso si, como definición de PCD en Euro-
pa, la que fija la Convención11.
Por tanto, en Europa, la definición que vale es la de la Convención y así, consi-
derando el carácter dinámico del concepto, como ya se ha dicho más arriba, el 
Tribunal de Justicia de la Unión no ha dudado en aplicar la protección antidiscrimi-
natoria por razón de discapacidad en casos en los que la persona no había sido 
reconocida como tal previamente por los poderes públicos12. 

Pero, para hacer ver esta preponderancia de la definición de la Convención, me he 
de centrar en la otra perspectiva, en la de su eficacia conforme el derecho español. 

Desde esa primera perspectiva, la de nuestro derecho “interno”, su eficacia directa 

11.  Ello se ha planteado esencialmente a la hora de interpretar los diversos contenidos de la Directiva 2000/78/
CE, del Consejo Europeo, de 27 de noviembre, relativa al establecimiento de un marco general por la igualdad 
de trato en el empleo y la ocupación.
	 Hay varias sentencias que reflejan esas ideas. Entre ellas, por ejemplo, la ya ciitada sentencia TJUE 
de 11 de abril de 2013 (asuntos acumulados C-335/11 y C-337/11, caso HK Danmark) luego seguida por mu-
chas. Entre las últimas, la de  8 de marzo de 2017 (asunto C-406/15, caso Milkova).
	 Véase la nota número 3.
12.  Recordar que una de las dos demandantes en el caso HK Danmark no tenía reconocida la condición PCD 
por el gobierno danés. 
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queda amparada, a su vez, en dos grupos de normas. De rango constitucional y 
de rango legal infraconstitucional. 

De rango constitucional. Ello se impone por razón de la operativa prevista en el 
artículo 96, punto 1 de la Constitución de 27 de diciembre de 1978 para los trata-
dos válidamente celebrados por España y publicados en el periódico oficial, con la 
añadida obligación constitucional de que debe ser considerada también tal Con-
vención al interpretar el ordenamiento jurídico, conforme el artículo 10, punto 2 de 
la Norma Superior indicada, pues se trata de un tratado internacional sobre dere-
chos humanos.13. 

De condición legal ordinaria. Si es interesante resaltar lo anterior, aún es más re-
levante es fijarnos en lo eficacia que nuestro ordenamiento jurídico legal ordinario 
otorga al tratado indicado.

En efecto, se ha de subrayar el contenido del artículo 31 de una Ley ordinaria, la 
Ley de Tratados y otros Acuerdos Internacionales (Ley 25/2014, de 27 de noviem-
bre).

Dice: “Prevalencia de los tratados.
Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales válidamen-
te celebrados y publicados oficialmente prevalecerán sobre cualquier otra 
norma del ordenamiento interno en caso de conflicto con ellas, salvo las 
normas de rango constitucional.”

Por tanto, no sólo señala que el tratado, válidamente celebrado y publicado oficial-
mente opera como norma, sino que añade que debe de prevalecer sobre cualquier 
otra norma de derecho interno en caso de conflicto entre ellas, salvo que esa nor-
ma de derecho interno, tenga condición constitucional. 

En consecuencia, este Tratado y por tanto, su definición, no es que tenga simple 
valor de ley ordinaria, sino que tiene la condición de ser norma de aplicación prefe-
rente en caso de que se pueda presentar conflicto de su contenido con otra norma 
legal que contenga contenido divergente, salvo que esa otra norma sea de rango 
constitucional. 

Por supuesto, prevalecerá sobre cualquier disposición reglamentaria, pues, la fa-
cultad reglamentaria queda subordinada al imperio de la Ley (artículo 97 de la 
Constitución). 

En resumen, la definición de la Convención no es sólo una definición que utiliza 
el TJUE o que tiene toda la eficacia de una ley ordinaria, sino que, además, es tal 
su eficacia que es de aplicación preferente a cualquier otra definición legal que fije 

13.  A ello ya aludía la Exposición de Motivos de la citada Ley de adaptación normativa a la Convención Inter-
nacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley 26/2011, de 1 de agosto). 
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nuestro derecho interno, a salvo que la Constitución la fije, lo que no es del caso. 
Mayores problemas plantearía el conflicto con una Ley Orgánica, sobre lo que no 
me pronuncio, pues asumo que no soy especialista en nada y menos en Derecho 
Constitucional. 

LA DEFINICIÓN DE LA NORMA INTERNA, 
LA DE LA LGPCD
Dice el artículo 4, punto 1 de la Ley General de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y su Inclusión Social.  

Dice: “Son personas con discapacidad aquellas que presentan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales, previsiblemente permanentes que, al inte-
ractuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en 
la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás”. 
Como se ve, es un concepto muy similar al de la CRPD.

Y es que ya se ha dicho que una de las finalidades confesadas de la vigente 
LGPCD era la de adaptar nuestro ordenamiento a los contenidos que impone la 
Convención14. 

Y para ello, qué mejor que casi “calcar” las expresiones.

No es nuevo. Ya se hizo lo mismo en el año 2011, cuando se promulgó y publicó la  
Ley de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad (Ley 26/2011, de 1 de agosto). 
Entonces ya se modificó el artículo 1, apartado 2 de la entonces vigente LIONDAU 
del año 2003 y se estableció allí la siguiente definición: “Son personas con dis-
capacidad aquellas que presenten deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 
sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir 
su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con 
los demás.” 

Vemos, pues, que parecido a la vigente definición del artículo 4, punto 1 de la 
LGPCD.

Por otra parte, si volvemos a la definición de la CRPD y la confrontamos con la vi-

14. Hablando de la finalidad de la labor refundidora del Texto en cuestión, su Exposición de Motivos dice: “…
Esta tarea ha tenido como referente principal la mencionada Convención Internacional. Por ello, además de 
revisar los principios que informan la ley conforme a lo previsto en la Convención, en su estructura se dedica 
un título específico a determinados derechos de las personas con discapacidad. También se reconoce expre-
samente que el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad se realizará de acuerdo con el 
principio de libertad en la toma de decisiones…”
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gente de la LGPCD, vemos que, a primera lectura, la diferencia entre ellas estriba 
en que, en cuanto a la duración de las limitaciones, si en la Convención se indica 
que han de ser a largo plazo, en la LPGCD se dice que han de ser previsiblemente 
definitivas. 

Por tanto, parece más restrictiva nuestra norma interna que la externa. Esta última 
parte de que las disfunciones se presumen definitivas y en la Convención no es 
necesario que se de esa presunción o certeza de carácter permanente, sino que 
han de ser de larga duración y por tanto, incluirá las que tengan tal nota, aunque 
se pueda suponer que cambien más adelante. 
Esto me hace relacionar el concepto “largo plazo” con la idea de la discapacidad 
como concepto dinámico y no estático, algo que ya he mencionado más arriba. Ya 
se ha dicho también que en caso de conflicto de la definición CRPD y norma inter-
na, ya se ha expuesto que es lo que dice la Ley (artículo 31 de la Ley de Tratados 
y otros Acuerdos Internacionales) y por tanto, prevalece la definición CRPD.

Pero ojo, en nuestro derecho interno no se agota ahí lo que se ha de considerar 
que es una  PCD.

En efecto, a ese punto 1 del artículo 4 LGPCD le sigue un punto 2 que dice: 
“Además de lo establecido en el apartado anterior, y a todos los efectos, tendrán 
la consideración de personas con discapacidad aquellas a quienes se les haya 
reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento. Se consi-
derará que presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento 
los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de 
incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, y a los 
pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o 
de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.”
Destacar una cuestión bien relevante, cómo empieza ese punto 2: “además de lo 
establecido en el párrafo anterior”.

Por tanto, la literalidad del precepto hace ver que, siempre que se den las condiciones del 
artículo 4, punto 1 LGPCD estamos ante una persona con discapacidad. 

Y además, esto es lo coherente con lo que se prescribe en el artículo 2 LGPCD, 
precepto destinado a fijar definiciones y donde, según la letra a del mismo, la dis-
capacidad: “es una situación que resulta de la interacción entre las personas con 
deficiencias previsiblemente permanentes y cualquier tipo de barreras que limiten 
o impidan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condi-
ciones con las demás.”

Por tanto, tenemos un concepto muy parecido al de la Convención, fijados en esos 
dos artículos de la LGPCD.
A subrayar el dato de que en la  definición de discapacidad para nada alude a un 
percentil concreto para fijar el concepto de discapacidad. Al percentil se refiere el 
punto 2 del artículo 4, que contiene un añadido sobre otros dos ámbitos en el que 
se considera que existe discapacidad. 



16

Por tanto, en el artículo 4, punto 2 ciertamente se alude a un percentil del treinta y tres 
por ciento. Pero en la definición del artículo 4, punto 1 la intensidad solo tiene un ras: 
que la disfunción limite o impida la participación plena y efectiva en la sociedad del 
sujeto. Ningún percentil.

Por tanto, en el grupo, desde luego se incluye a todas las personas referidas en el 
punto 1 de ese artículo y “además” y “a todos los efectos”, las personas aludidas en el 
punto 2. 

Suplementariamente, considero que esta exégesis es la armónica con las notas de 
“transversalidad” y “dinamicidad” que se atribuye a tal concepto de discapacidad 
en el previo artículo 2 LGPCD. 

Por ende,  entiendo que también es coherente con el llamado modelo social del 
abordaje de las políticas públicas en materia de discapacidad, además de ser ar-
mónica también con la definición de la Convención de Nueva York. 

PERSONAS A LAS QUE LA ADMINISTRACIÓN RECONOCE 
CONDICIÓN PCD Y LA ASIMILACIÓN CON LAS 
SITUACIONES DE INCAPACIDAD PERMANENTE
Pues bien, como es visto, luego de fijar una definición PCD, el artículo 4, punto 
2 alude a las personas que sean reconocidas por la Administración como PCD y 
además, fija una equiparación con concretas situaciones prestacionales de la Se-
guridad Social. 

El procedimiento de reconocimiento administrativo es el fijado por el Real Decreto 
“Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento para el reconoci-
miento, declaración y calificación del grado de discapacidad”.

Suele ser habitual indicar que en tal reglamento se regula el procedimiento para 
el reconocimiento, declaración y calificación del grado “minusvalía”, con olvido de 
que el título fue expresamente modificado en este aspecto terminológico por el 
Real Decreto 1856/2009, de 4 de diciembre (artículo único, 1), sustituyendo expre-
samente esa palabra por la de discapacidad.

Y es que no cabe obviar que este tipo de denominación en términos de personas 
con minusvalía, minusválidos y similares fue suprimido de nuestra normativa in-
fraconstitucional por la disposición adicional octava de la Ley de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia (Ley 
39/2006, de 14 de diciembre).15

15.  ��Dice: “Terminología.
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Soy muy consciente de que el artículo 49 de la Constitución sigue utilizando la 
expresión “disminuidos”. 

Solo puedo añadir que ya en el año 2018 se elaboró un proyecto de reforma cons-
titucional para sustituir el término por el de discapacidad. 

Y además, que actualmente está ya en las Cortes un segundo anteproyecto con un 
contenido más amplio que el simple cambio de denominación a PCD para fijar ideas 
más adecuadas al vigente modelo social y que se desglosa en cuatro párrafos16.

Cambiando de tema, ya se he indicado que, desde la perspectiva legal, puede 
considerarse persona con discapacidad a personas a las que la Administración 
Pública no ha reconocido esa condición. Y ello puesto que la definición legal no 
incluye ese requisito de previo reconocimiento administrativo, aunque luego la Ley 
asume que, “a todos los efectos”, así ha de ser considerado a quien así se lo haya 
reconocido la Administración por presentar aquel porcentaje. 

No es nuevo. El Tribunal de la Unión Europea así lo asumió ya en el año 2013 en 
el caso HK Danmark, pues, de las dos demandantes, señoras Ring y Skouboe 
Werge, sólo una tenía reconocida esa condición PCD por la Administración dane-
sa. Pese a ello, el Tribunal consideró aplicable la protección antidiscriminatoria por 
razón de discapacidad que ofrece la normativa europea a ambas.17

Este número 2 del artículo 4 LGPCD tiene su antecedente en el artículo 1, punto 
2 de la LIONDAU del 2003, si bien entonces la consideración legal de PCD no se 
fijaba “a todos los efectos”, sino “a los efectos de esta Ley”.

Sorprendentemente, al tratar del reconocimiento “ex lege” de tal condición PCD a 
los tributarios de incapacidad permanente de trabajadores y funcionarios que fija 
ese mismo precepto, el Tribunal Supremo no asumió la equiparación y ello con el 
argumento que el Gobierno, al desarrollar normativamente la autorización dele-

Las referencias que en los textos normativos se efectúan a «minusválidos» y a «personas con minusvalía», se 
entenderán realizadas a «personas con discapacidad».
A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las disposiciones normativas elaboradas por las Adminis-
traciones Públicas utilizarán los términos «persona con discapacidad» o «personas con discapacidad» para 
denominarlas.

16.  Puede consultarse este enlace de Economist&Jurist, entro otros. Ir aquí.

Y el anteproyecto en cuestión en esta página: Ver texto.

17.  El enlace a tal sentencia se encuentra en la nota número 3. 
De entra esa normativa antidiscriminatoria, es muy relevante la Directiva 2000/78/CE, del Consejo Europeo, 
de 27 de noviembre, relativa al establecimiento de un marco general por la igualdad de trato en el empleo y 
la ocupación.

https://www.economistjurist.es/noticias-juridicas/primera-reforma-social-de-la-constitucion-disminuidos-por-personas-con-discapacidad/
https://www.economistjurist.es/noticias-juridicas/primera-reforma-social-de-la-constitucion-disminuidos-por-personas-con-discapacidad/
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gada de hacer el nuevo Texto Refundido18, había incurrido en “ultra vires”, en un 
exceso que, al parecer, no permitía la autorización.19

Estas sentencias se dictan en un contexto de pleitos en los que el ciudadano pre-
tende el reconocimiento de la situación PCD ante la Administración competente y 
ésta lo niega entendiendo que no se llega al indicado percentil de treinta y tres en 
la disfunción, pese a tener reconocido grado de incapacidad permanente total o 
superior. Para ello, la Administración hace la valoración conforme las tablas de lo 
que es un reglamento,  el Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de proce-
dimiento para el reconocimiento, declaración y calificación del grado de discapa-
cidad. Cuando se le plantea esa equiparación legal, se arguye que esa LGPCD 
incurre en el indicado vicio “ultra vires” y deniega ese reconocimiento oficial.
Se de o no el mismo, desde luego debiera ser considerarse que, si se pasó de la 
expresión “a los efectos de esta ley” a la de “ a todos los efectos”, el exceso legis-
lativo cometido por el Gobierno incidiría en el trecho que va de “los efectos de esta 
Ley” y hasta “ todos los efectos”, pero no por debajo de los “efectos de esta ley”.

Pues bien, dentro de los efectos de tal Ley, se incluye –también se incluía en la 
LIONDAU del año 203- lo que son las relaciones del ciudadano con las Adminis-
traciones Públicas (artículo 5, apartado 3). 	

Ergo, en tal pleito, desde luego debiera operar la equiparación. 

Pero y sobre todo, es que la definición de PCD del artículo 4, punto 1 LGPCD así 
lo impone, puesto que se asume que existe impedimento para la participación 
plena y en condiciones de igualdad en la sociedad. En concreto, en un ámbito tan 
relevante como en el del trabajo. Y es que esa es la razón de la equiparación: que, 
como es asumido por la Administración Pública competente que esa persona no 
puede trabajar por presentar limitaciones “a largo plazo” (“definitivas, según el artí-
culo 193 de la vigente Ley General de la Seguridad Social) se fija ese “puente” que 
enlaza la discapacidad con las prestaciones de Seguridad Social. No es el único, 
hay otro en la disposición adicional novena de la Ley de Promoción de la Autono-
mía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia.20

18.  Delegación contenida en la disposición final segunda de la Ley de adaptación normativa a la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley 26/2011, de 1 de agosto). 

19.  La saga empezó con tres sentencias de la misma fecha, 29 de noviembre de 2018, de la Sala Cuarta del 
Tribunal Supremo (recursos 3382/2016, 1826/2017 y 239/2018) y se prolonga todavía cuando menos hasta 
mediados del año pasado. Véase, por ejemplo, la sentencia de dicha Sala de 12 de mayo de 2020 (recurso 
243/2018).
Personalmente he manifestado mi parecer contrario a esa exégesis en varios artículos. El último: “¿No puedo 
trabajar y no soy persona con discapacidad? Sobre la equiparación de las situaciones de incapacidad perma-
nente y el reconocimiento de situación de discapacidad. Comentario a la sentencia del Tribunal Supremo de 
19 02 2020”. Revista Jurisdicción Social, número 212, junio 2020.
También en revista Ciudad del Trabajo, actualidad iuslaboralista, número 32, junio 2020.
20.  Dice: “Efectividad del reconocimiento de las situaciones vigentes de gran invalidez y de necesidad de 
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En consecuencia, esa equiparación legal viene determinada por la lógica supo-
sición de que, si una Administración Pública abona una pensión a una persona 
porque no puede realizar su trabajo o el trabajo en general de forma permanente, 
estamos ante un supuesto claro de discapacidad.

Es decir, se parte de la idea de que los poderes públicos ya han asumido que esa 
persona presenta una deficiencia, que la misma tiene la condición previsiblemente 
permanente y que ésta y por la razón que sea, si le impide participar plena y efecti-
vamente en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás, pues no puede 
hacer su trabajo habitual o no se puede dedicar al trabajo en general21.
Entiendo que es una idea lógica y supone llevar a la práctica los principios de cooperación, 
colaboración y coordinación entre Administraciones Públicas, principios a respetar en su 
actuar, si nos atenemos al artículo 3, número 1, letra k de la Ley del Régimen Jurídi-
co del Sector Público (Ley 40/2015, de 1 de octubre).

Como ya se ha dicho, no es ese el parecer que se ha impuesto en el Tribunal Su-
premo22.

Por último, de forma un tanto difusa, existe también una parcial asimilación a la 
condición PCD en el punto 4 del indicado artículo 4 LGPCD, cuando dice: “A efec-
tos del reconocimiento del derecho a los servicios de prevención de deficiencias 
y de intensificación de discapacidades se asimilan a dicha situación los estados 
previos, entendidos como procesos en evolución que puedan llegar a ocasionar 
una limitación en la actividad.”

Cada vez que leo u oigo hablar del tema, una de las primeras palabras que surge 
es “esclerosis”. Se trata de intentar que, incluso en las primeras fases de enferme-
dades inexorablemente progresivas, se den apoyos similares a las PCD en algu-
nos ámbitos. Pese al peculiar decir de la Ley, hemos de suponer que se trata de 
que tales enfermos puedan recibir esos apoyos en el ámbito de la rehabilitación, 
tratamientos adaptativos a la situación y similares. 
En resumen, pues, en nuestra LGPCD, aparte de una definición casi idéntica de 

ayuda de tercera persona.
Quienes tengan reconocida la pensión de gran invalidez o la necesidad de asistencia de tercera persona se-
gún el Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento para el reconocimiento, declaración y 
calificación del grado de discapacidad, tendrán reconocido el requisito de encontrarse en situación de depen-
dencia en el grado que se disponga en el desarrollo reglamentario de esta ley.

21.  Artículos 193 y 194 de la vigente Ley General de la Seguridad Social (Texto Refundido aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 8/2015, de 23 de octubre).

22. La polémica se arrastraba desde mediados de la primera década del presente siglo, puesto que el Tribu-
nal Supremo había denegado una equiparación similar, pero “a los efectos de esta Ley” que se contenía en 
la entonces vigente LIONDAU. Eso sí, en base a distintas razones y no por causa del indicado “ultra vires”. 
Me remito al trabajo indicado en la nota número 8.
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las PCD que contiene la Convención, “además”, se considera como tal tam-
bién a quien así se lo reconoce la Administración en función de una concreta 
intensidad de la disfunción (treinta y tres por ciento o más, conforme las tablas 
previstas en aquel Reglamento del año 1999) y por otra parte dispone una 
equiparación legal para las personas a las que la Seguridad Social ha asumido 
que no pueden hacer el trabajo que constituye su profesión habitual o no puede 
trabajar en general y por último, se prevé que una concreta clase de enfermos 
tengan una serie de beneficios que la norma atribuye a las personas con mo-
vilidad funcional reducida y finalmente, que hay una asimilación para concretos 
efectos de algunos “estados previos” se supone que, enfermedades, que se sabe 
son progresivas y llegan a causar limitaciones “a largo plazo”.

Por último, un deseo para el lector que ha tenido la paciencia de llegar hasta el final 
de este artículo: alentarle a adentrarse en este gratificante mundo del Derecho y 
la Discapacidad. 
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circunstancia protegida ex 
Directiva 2000/78/CE? 
COMENTARIO A LA STJUE DE 26 DE ENERO
DE 2021, VL, C-16/19, ECLI: EU:C:2021:64

David GUTIÉRREZ COLOMINAS*
Profesor Lector de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social*

SERRA HUNTER PROGRAMME
Universidad Autónoma de Barcelona 

RESUMEN: La Directiva 2000/78/CE integró una sólida protección frente a la 
discriminación en las relaciones laborales. Sin embargo, su aplicación sigue gene-
rando cuestiones interpretativas, especialmente en el campo de la discapacidad. 
Ante este escenario, esta contribución analiza la STJUE de 26 de enero de 2021, 
VL, C-16/19, ECLI: EU:C:2021:64, que reconoce la aplicación de la citada norma 
europea ante grupos homogéneos que comparten la existencia de una o varias 
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ABSTRACT: Directive 2000/78/EC has introduced a strong protection against 
discrimination in employment. However, its application continues to generate in-
terpretative questions, especially in the disability field. In this scenario, this contri-
bution analyzes the CJEU of 26 January 2021, VL, C-16/19, ECLI: EU:C:2021:64, 
which recognizes the application of the aforementioned European rule to homoge-
neous groups that share the existence of one or more protected circumstances. 

PALABRAS CLAVE: Directiva 2000/78/CE; Ámbito de aplicación; No discrimi-
nación en el empleo; Protección por razón de Discapacidad.

KEYWORDS: Directive 2000/78/EC; Scope of application; Non-discrimination in 
employment; Disability protection. 

INTRODUCCIÓN
La protección europea frente a la discriminación por razón de discapacidad se en-
cuentra en un momento álgido, gracias al protagonismo que ha asumido el Tribu-
nal de Justicia de la Unión Europea (TJUE). Tras el cambio de doctrina que supuso 
la STJUE de 11 de abril de 2013, HK Danmark, C-335/11 y C-337/11, respecto a la 
STJUE de 11 de julio de 2006, Chacón Navas, C-13/051, los últimos años han of-
recido numerosas sentencias que abordan aspectos sobre esta temática2. Así, por 
ejemplo, la expansión del concepto de discapacidad3; la clarificación del concepto 

1. La STJUE de 11 de abril de 2013, HK Danmark, C-335/11 y C-337/11 permitió la asimilación de las enferme-
dades a la condición de persona con discapacidad a efectos de protección de la Directiva 2000/78/CE. Para 
ello, el Tribunal ha exigido la acreditación de los distintos requisitos que exige la Convención Internacional de 
las Personas con Discapacidad (CIDPD).  

2. EL TJUE ha dictado, desde el año 2005, un total de 10 sentencias de interés: STJUE de 11 de julio de 
2006, Chacón Navas, C-13/05, ECLI:EU:C:2006:456; STJUE de 17 de julio de 2018, Coleman, C-303/06, 
ECLI:EU:C:2008:415;  STJUE de 11 de abril de 2013, HK Danmark (Ring), C-335/11, ECLI:EU:C:2013:222; 
STJUE de 18 de marzo de 2014,  Z, C-363/12, ECLI:EU:C:2014:159; STJUE de 18 de diciembre de 2014, FOA, 
C-354/13, ECLI:EU:C:2014:2463; STJUE de 1 de diciembre de 2016, Daouidi, C-395/15, ECLI:EU:C:2016:917; 
STJUE de  9 de marzo de 2017, Milkova, C-406/15, ECLI:EU:C:2017:198; STJUE de 18 de enero de 2018, Ruiz 
Conejero, C-270/16, ECLI:EU:C:2018:17; STJUE de 11 de septiembre de 2019, Nobel Plàstiques, C-397/18, 
ECLI:EU:C:2019:703; y, por último, la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, ECLI:EU:C:2021:64. 
 
3. Véase la STJUE de 18 de diciembre de 2014, FOA, C-354/13, EU:C:2014:2463 y la STJUE de 18 de enero 
de 2018, Ruiz Conejero, C-270/16, EU:C:2018:17.
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«larga duración», exigido para la existencia de una discapacidad4; o la delimitación 
de conceptos nacionales cercanos a la discapacidad5, han sido algunas de las 
cuestiones sobre las que se ha pronunciado el TJUE, siendo España uno de los 
países más activos6. 
Sin embargo, la discriminación por razón de discapacidad está lejos de ser una 
temática agotada judicialmente, pues la configuración de su concepto y sus contor-
nos es inexistente en la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 
2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en 
el empleo y la ocupación (Directiva 2000/78/CE), y la obligación de realizar ajustes 
razonables aún no ha desplegado efectos de forma efectiva7.

Ante este escenario, la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, ECLI: 
EU:C:2021:64 aparece como el último pronunciamiento judicial relevante sobre no 
discriminación en el empleo. En esta ocasión, el Tribunal se centra, en el marco 
de una cuestión prejudicial centrada en la discapacidad, en clarificar el ámbito de 
aplicación de la Directiva 2000/78/CE, señalando explícitamente que la Directiva 
2000/78/CE es de aplicación frente a grupos homogéneos que comparten la exis-
tencia de una o varias circunstancias protegidas por la norma europea. 

Dada la importancia del pronunciamiento judicial referenciado, el presente comen-
tario de sentencia pretende ofrecer un examen de su contenido y un análisis de 
las implicaciones prácticas derivadas, tanto desde una perspectiva genérica de 
aplicación de la Directiva 2000/78/CE, como desde una visión particular de la dis-
capacidad.

HECHOS DEL LITIGIO PRINCIPAL
La única cuestión prejudicial abordada en el marco de la sentencia objeto de análi-
sis se enmarca en el análisis del carácter discriminatorio por razón de discapacidad 
de una práctica empresarial. En particular, el litigio principal versa sobre si el pago 
de un complemento salarial por discapacidad, concedido a trece trabajadores con 
discapacidad y denegado a dieciséis trabajadores con discapacidad, puede ser 
considerado una práctica discriminatoria. 

4. Véase la STJUE de 1 de diciembre de 2016, Daouidi, C-395/15, EU:C:2016:917.

5. Véase la STJUE de 11 de septiembre de 2019, Nobel Plastiques, C-397/18, EU:C:2019:703.

6. Los órganos judiciales españoles han planteado un total de 4 cuestiones prejudiciales, que derivaron en las 
siguientes sentencias: STJUE de 11 de julio de 2006, Chacón Navas, C-13/05, EU:C:2006:456; STJUE de 1 
de diciembre de 2016, Daouidi, C-395/15, EU:C:2016:917; STJUE de 18 de enero de 2018, Ruiz Conejero, 
C-270/16, EU:C:2018:17; STJUE de 11 de septiembre de 2019, Nobel Plastiques, C-397/18, EU:C:2019:703

7. En la actualidad, el TJUE tiene pendiente resolver una cuestión prejudicial conectada con la interpretación 
de esta obligación en el asunto C-485/20, que se enmarca en un supuesto de extinción del contrato de trabajo.  
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Los hechos del litigio principal sitúan al trabajador VL como parte actora. Esta per-
sona, que obtuvo un certificado de discapacidad el día 21 de diciembre de 2011, 
prestaba servicios en un hospital desde el 3 de octubre de 2011 hasta el 30 de sep-
tiembre de 2016. Durante el segundo semestre del año 2013, el hospital en el que 
prestaba servicios decide conceder un complemento salarial mensual a aquellas 
personas trabajadoras que entregasen a partir de aquel momento un certificado de 
discapacidad. El objetivo de esta medida era reducir el importe de las cotizaciones 
del hospital a la Seguridad Social. 
Como consecuencia de esta decisión, se concedió el complemento salarial a un 
total de trece personas trabajadoras, que presentaron un certificado de discapaci-
dad. Paralelamente, se denegó a dieciséis personas trabajadoras, dado que estas 
ya habían entregado previamente el certificado de discapacidad, y entre ellas, se 
encontraba VL. 

Así las cosas, VL interpuso una demanda frente al hospital en el que prestaba ser-
vicios, alegando que la concesión/denegación de un complemento a un grupo de 
trabajadores que comparten una característica común, a saber, una discapacidad, 
sometido a la presentación de un certificado de discapacidad en una fecha fijada 
libremente por la empresa, constituyó una práctica discriminatoria por razón de 
discapacidad contraria a la Directiva 2000/78/CE.
La demanda fue desestimada en primera instancia, y como consecuencia de ello, 
VL interpuso recurso de apelación ante el órgano jurisdiccional de rango superior, 
que es el ente que plantea la cuestión prejudicial enjuiciada en la sentencia objeto 
de comentario. 

LA CUESTIÓN PREJUDICIAL
Ante este escenario jurídico, el objeto principal del debate se centra en el alcance 
de la prohibición de discriminación, previsto en el artículo 2 de la Directiva 2000/78/
CE, y cómo se concreta su aplicación cuando una decisión empresarial tiene efec-
tos respecto a dos grupos de personas que comparten una circunstancia protegida 
por la Directiva 2000/78/CE, que en este caso es la discapacidad.  Así, el órgano 
judicial remitente plantea la siguiente cuestión prejudicial: 
«¿Debe interpretarse el artículo 2 de la Directiva [2000/78] en el sentido de que 
la distinción de las situaciones de ciertas personas que pertenecen a un grupo 
diferenciado en consideración a la característica protegida (discapacidad) constituye 
una forma de violación del principio de igualdad de trato cuando la distinción 
realizada por el empresario dentro del grupo tiene lugar sobre la base de un criterio 
aparentemente neutral y dicho criterio no puede justificarse objetivamente con una 
finalidad legítima y los medios adoptados para la consecución de esta finalidad no 
son adecuados ni necesarios?». 
De esta manera, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea se pronuncia sobre si 
la Directiva 2000/78, que tradicionalmente ha exigido la aportación de un término 
de comparación externo en la que no concurra la causa de discriminación, puede apli-
carse frente a situaciones de diferenciación entre personas o grupos homogéneos que 
comparten la misma circunstancia protegida. 

3
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LA ARGUMENTACIÓN JURÍDICA
En términos generales, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea admite la apli-
cación de la Directiva 2000/78/CE dentro de grupos que comparten situaciones 
protegidas por su ámbito material. Por lo tanto, nos encontramos ante un pronunci-
amiento judicial que realiza una interpretación expansiva del ámbito de aplicación 
de la Directiva 2000/78/CE (Art. 2). 

El Tribunal parte de la inclusión del complemento salarial por discapacidad dentro 
del ámbito objetivo de protección de la Directiva 2000/78/CE, toda vez que el cita-
do complemento es consecuencia de la relación laboral y el artículo 3.1.c incluye 
explícitamente la remuneración (apartados 21 a 24 de la STJUE de 26 de enero de 
2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64). 

A partir de ahí, el Tribunal señala que la prohibición de discriminación prevista por 
la Directiva 2000/78/CE no se limita solamente a las diferencias de trato existentes 
entre un grupo de personas protegidas y un grupo de referencia sin la particular 
circunstancia, que en este caso es la discapacidad. En efecto, el pronunciamiento 
judicial parte de un doble examen de la Directiva 2000/78/CE, basada en el tenor 
literal de su artículo 2 y el contexto y objetivos perseguidos por la norma8, tal y 
como ha hecho en asuntos anteriores9. Y en este sentido, la redacción literal del 
artículo 1 y 2.1 de la Directiva 2000/78/CE, junto a los considerandos 11 y 12 de la 
citada norma europea, avalan la tesis expansiva del artículo 3 Directiva 2000/78/
CE. 

El argumento principal que desarrolla el Tribunal en la sentencia objeto de comen-
tario pivota sobre la expresión utilizada por el artículo 1 Directiva 2000/78/CE, a 
saber «por motivos de», y las referencias a «otra persona» y «otras personas», 
previstas en el artículo 2.1 y 2 Directiva 2000/78/CE. Todo ello conduce a señalar 
que las causas de protección previstas «[…] no se aplican a una categoría deter-
minada de personas, sino en función de los motivos contemplados en el artículo 
1» (apartado 34 de la sentencia objeto de comentario). 

A este planteamiento se añade que el propósito de la Directiva 2000/78/CE, con-
cretado en su título, preámbulo y artículos 2.1 y 2.2, aboga por establecer un marco 
de protección en función de una serie de motivos10. Así, una interpretación amplia 
no puede limitarse al círculo de personas con respecto a las cuales puede efectuarse una 
comparación para identificar una discriminación basada en la discapacidad11. De hecho, 
el Tribunal pretende ser especialmente claro respecte a esta cuestión, e indica expresa-

8. Véase el apartado 26 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
9. Véase, en este sentido, la sentencia de 17 de abril de 2018, Egenberger, C 414/16, EU:C:2018:257, 
apartado 44. 
10. Véase el apartado 34 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
11. Véase apartados 31 y 32 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
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mente que la redacción de los artículos 1 y 3.4 Directiva 2000/78/CE no contienen pre-
cisión alguna respecto a la persona o grupo de personas que pueden actuar como término 
de comparación en el examen de situaciones hipotéticamente discriminatorias12. 

La sentencia objeto de examen continúa el examen de la cuestión ya desde un 
punto de vista más centrado en la práctica empresarial concreta manifestada en la 
cuestión prejudicial.  Su análisis dirige al Tribunal a manifestarse, inevitablemente, 
sobre el posible carácter discriminatorio y su clasificación en alguna de las cate-
gorías previstas en el artículo 2 de la Directiva 2000/78/CE, a través de «[…] indi-
caciones basadas en los autos del asunto principal y en las observaciones escritas 
y orales que se le han presentado»13. 

Y en este sentido, la sentencia objeto de examen reconoce la existencia de una dif-
erencia de trato que genera consecuencias dispares para personas trabajadoras 
con discapacidad. El apartado 49 de la sentencia objeto de comentario destaca el 
carácter menos favorable de la conducta empresarial, toda vez que tiene un im-
pacto económico negativo en uno de los grupos de trabajadores (la no percepción 
del complemento por discapacidad), destacando que el empresario no ofreciera 
la posibilidad a aquellas personas que ya le hubieran entregado su certificado de 
presentarlo otra vez o de presentar uno nuevo para poder percibir tal complemen-
to salarial. Así, la circunstancia que permitió la percepción del complemento por 
discapacidad fue la fecha de solicitud del certificado de discapacidad, elegida por 
parte del empresario. 

Sin embargo, el establecimiento de una fecha no es per se el motivo que transfor-
ma la conducta en discriminatoria, ya que la doctrina jurisprudencial del TJUE ha 
exigido que el criterio diferenciador esté indisociablemente ligado a la causa dis-
criminatoria14. Este requisito es recordado por el Tribunal en el apartado 44 de la 
sentencia que es objeto de comentario, pero su análisis y discusión es trasladado 
al órgano jurisdiccional remitente.
Si bien el órgano nacional califica la conducta empresarial como una posible dis-
criminación indirecta, el Tribunal no descarta que la conducta pueda incardinarse 
como una discriminación directa. De hecho, la sentencia objeto de comentario 
plantea y desarrolla en primer lugar esta hipótesis, relevando la posible carac-
terización de la conducta empresarial como discriminación indirecta a los últimos 
apartados del pronunciamiento. Así, el apartado 39 de la STJUE de 26 de enero de 
2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64 justifica esta forma de proceder, ciertamente ha-
bitual, del Tribunal, defendiendo la potestad de proporcionar «[…] todos los criteri-
os de interpretación que puedan ser útiles para resolver el asunto del que conoce, 
aun cuando no haya hecho referencia a ellos al formular sus cuestiones».

12. Véase el apartado 30 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
13. Véase el apartado 38 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
14. Los principales pronunciamientos del TJUE sobre esta cuestión se han centrado en la discapacidad, de-
stacando a tal efecto la STJUE de 9 de marzo de 2017, Milkova, C406/15, EU:C:2017:198, apartado 42, y la 
STJUE de 18 de enero de 2018, Ruiz Conejero, C270/16, EU:C:2018:17, apartado 37.
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A propósito de la incardinación de la conducta empresarial como una discrimi-
nación directa, el TJUE recuerda que la calificación final de la conducta es com-
petencia del órgano judicial nacional, si bien destaca una serie circunstancias 
que deberían ser valorados, a modo de indicios particularmente significativos. En 
particular señala la existencia de derechos específicos de los trabajadores frente 
a la empresa derivados del certificado de reconocimiento de discapacidad15, la 
no posibilidad de aportar nuevamente el certificado de discapacidad por parte de 
aquellas personas trabajadoras que ya lo hubieran presentado con anterioridad16, 
y la poca transparencia de los criterios empresariales de concesión17.

Por último, el Tribunal se encarga de discernir qué circunstancias son relevantes 
para la calificación de la ya citada conducta empresarial como discriminación indi-
recta. El pronunciamiento judicial recuerda que esta categoría exige, además de 
la existencia de una práctica aparentemente neutra, acreditar un impacto espe-
cialmente desfavorecedor respecto a la circunstancia protegida. En este sentido, 
se puntualiza esta tesis en relación con la discapacidad, señalando la importancia 
de acreditar que la diferencia de trato afecta especialmente a personas con de-
terminadas discapacidades con respecto a personas que presentan otras disca-
pacidades18. Y concretamente, se añade que deberá tenerse en consideración la 
especial naturaleza de la discapacidad o el hecho de requerir la adaptación del 
puesto de trabajo mediante ajustes razonables, pues ambos extremos pudieron 
condicionar la fecha de aportación del certificado de discapacidad, todo ello al 
amparo del apartado 57 y 58 de la sentencia objeto de examen.

CONCLUSIONES

5.1. Sobre el alcance de la sentencia en la protección frente a la 
discriminación en términos generales

La STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64 es un pronun-
ciamiento judicial de una importancia crucial en la configuración europea de la 
protección frente a la discriminación en el empleo, y no sólo respecto a la disca-
pacidad. La tesis expansiva en la interpretación del ámbito subjetivo o alcance 

15.  Apartado 52 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
16.  Véase el Apartado 53 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
17.  Véase el apartado 53 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
18.  Véase el apartado 56 de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64.
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ratione personae de la Directiva 2000/78 se fundamenta esencialmente en las con-
notaciones derivadas de la expresión «por motivos de». Y la interpretación que 
efectúa el TJUE, basada en los objetivos de la Directiva 2000/78/CE, que omite 
un enfoque formalista, ofrece una protección universal, que obliga a reformular 
los elementos que se toman en cuenta cuando se analizan conductas hipotética-
mente. En mi opinión, la sentencia objeto de análisis pone énfasis en la conexión 
del comportamiento empresarial con la circunstancia protegida. De esta manera, 
la comparación que deba llevarse a cabo dentro de la categoría de personas que 
comparten la característica protegida o respecto de personas que no forman parte 
de ese grupo es una variable que pasa a un segundo plano para el TJUE. 

En realidad, no se trata de una sentencia pionera, pues el Tribunal ya apuntó 
previamente esta hipótesis de forma indirecta19. Sin embargo, los litigios princi-
pales que se sucedieron en ocasiones anteriores no abordaban de forma frontal la 
discusión sobre la aplicación de la Directiva 2000/78/CE a grupos diferenciados que 
comparten características protegidas. Así, se trata de la primera ocasión en la que el 
Tribunal se pronuncia de forma expresa, ofreciendo una interpretación protectora ex-
pansiva, dirigida a grupos o colectivos homogéneos que comparten una característica 
protegida por la citada Directiva. 

En consecuencia, se ofrece una nueva dimensión de protección, que flexibiliza 
el examen y requisitos de los términos de comparación en situaciones de análi-
sis de conductas discriminatorias. Y este hecho es particularmente interesante en 
el enjuiciamiento de nuevas tipologías de discriminación, como la discriminación 
múltiple, toda vez que permite la comparación en el seno de una o varias de las 
circunstancias protegidas frente al trato discriminatorio.  
Llegados a este punto, la relevancia y novedad del pronunciamiento judicial exam-
inado permite afirmar distintas consecuencias implícitas que conviene identificar. 
En primer lugar, la posibilidad de aplicar la protección que ofrece la Directiva frente 
a decisiones empresariales que generen un trato diferenciado a subgrupos que 
compartan alguna de las distintas causas establecidas en el artículo 1 de la citada 
Directiva. Y, especialmente, más allá de la discapacidad. En efecto, las razones 
que justifican la interpretación del Tribunal permiten afirmar la plena aplicación 
de su doctrina a otras causas previstas en el artículo 1 de la Directiva 2000/78/
CE. Así la dispensa de un trato diferenciado o la aplicación de un criterio neutro 
con efectos dispares a personas que profesen distintas religiones (religión o con-
vicciones) o grupos de edad con necesidades distintas (edad), son ejemplos de 
nuevos retos que plantea esta sentencia a los operadores jurídicos. Ahora bien, 

19. En este sentido, véase el apartado 46 de la STJUE de 17 de julio de 2008, Coleman, C-303/06, 
EU:C:2008:415, que clarificando el apartado 56 de la STJUE de 11 de julio de 2006, C-13/05, EU:C:2006:456, 
indica que «[…] este Tribunal, sin embargo, no declaró que el principio de igualdad de trato y el alcance ratione 
personae de dicha Directiva deban interpretarse de manera restrictiva en lo que atañe a los motivos de que 
se trata». 
De hecho, el apartado 29 de la STJUE de 21 de mayo de 2015, SCMD, C 262/14, EU:C:2015:336 reforzó 
esta tesis, señalando que la Directiva 2000/78/CE se aplica única y exclusivamente en función de las causas 
señaladas en su artículo 1 

5



29

el pronunciamiento judicial insiste en la conexión de la práctica empresarial o el 
criterio aparentemente neutro y la causa protegida, y complementa a la STJUE de 
9 de marzo de 2017, Milkova, C-406/15, EU:C:2017:198, que se limitó a excluir del 
ámbito de aplicación de la Directiva 2000/78 las diferencias de trato que, «pese a 
estar dirigidas tanto formal como sustancialmente a trabajadores con discapaci-
dad, guardaban relación con la naturaleza de la relación laboral y no presentaban 
ningún vínculo con la propia discapacidad»20.

De hecho, una segunda consecuencia lógica, si bien no manifestada de forma 
explícita por el Tribunal, es la expansión de la doctrina de la sentencia objeto de 
examen a otras Directivas relativas a la aplicación del principio de igualdad de 
trato. Me estoy refiriendo, en particular, a la Directiva 2000/43/CE del Consejo, 
de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato 
de las personas independientemente de su origen racial o étnico y a la Directiva 
2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa 
a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación. Ambos instrumentos com-
parten el uso de la expresión «por motivos de»21, y, por lo tanto, el desarrollo argu-
mental referido en la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64 
es, en mi opinión, extrapolable a las circunstancias protegidas en estos dos instru-
mentos (raza y sexo), si bien con algunos matices22. 
Desde mi punto de vista, la doctrina que se desprende de la sentencia objeto 
de comentario es especialmente relevante en aquellas situaciones en las que se 
produce un trato empresarial que afecta a las condiciones de trabajo basado en 
circunstancias biológicas asociada a uno de los sexos23, factores sociales que se 

20. Véase el apartado 79 de las Conclusiones del Abogado General de 18 de junio de 2020, VL, C-16/19, 
ECLI:EU:C:2020:479. 

21.  Véase el artículo 1 de la Directiva 2000/43/CE del Consejo, de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación 
del principio de igualdad de trato de las personas independientemente de su origen racial o étnico y el artículo 
9 de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la apli-
cación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de 
empleo y ocupación.

22.  En el caso de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, rel-
ativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en asuntos de empleo y ocupación, las posibilidades se reducen a la discriminación directa. El artículo 2.1.b 
de la citada norma, relativo a la discriminación indirecta, concreta el tertium comparationis («[…] con respecto 
a personas del otro sexo […]»), y, por lo tanto, excluye de facto la aplicación de los efectos de la sentencia 
objeto de comentario.  

23. Véase, por ejemplo, prácticas empresariales que diferencian en función de si nos encontramos ante una 
trabajadora embarazada o no embarazada. A nivel español, el Tribunal Constitucional ha tenido oportunidad 
de examinar prácticas concretas, como por ejemplo, la suspensión de un contrato de trabajo    (STC núm. 
161/2004, de 4 de octubre), la modificación de tareas profesional vehiculada a través de una movilidad fun-
cional (STC  núm. 182/2005 de 4 de julio), la negativa al disfrute de vacaciones (STC núm. 324/2006, de 20 
de noviembre) o la no renovación de contratos temporales como consecuencia del embarazo (STC  núm. 
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atribuyen tradicionalmente a uno de los sexos24, o en supuestos de discriminación 
múltiple25. No obstante, debe recordarse en este punto que el Tribunal no se ha 
pronunciado explícitamente sobre el ámbito de aplicación, en este caso, de la Di-
rectiva 2006/54/CE. Por lo tanto, se trata de una interpretación analógica, que se 
propone en esta contribución, y que, en mi opinión, sería conveniente someter 
a la consideración del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, a través de una 
cuestión prejudicial relativa al ámbito de aplicación de la Directiva 2006/54/CE, así 
como en situaciones de discriminación múltiple. 

5.2. Sobre la discapacidad como causa concreta de 
discriminación

Cómo ha podido observarse, la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, 
EU:C:2021:64, supone una novedad en la protección frente a la discriminación en 
el empleo. Tal y cómo ya se ha indicado, la significación de la expresión «por moti-
vos de» centra el debate jurídico en la conducta, desplazando la atención respecto 
al término de comparación. Ello redunda en una mayor protección, pues habilita, 
tal y como sucede en la sentencia objeto de examen, la calificación de conductas 
como discriminatorias en el seno de grupos homogéneos de personas con disca-
pacidad. 
Si bien el foco de atención del mencionado pronunciamiento judicial es la discapaci-
dad, llama la atención la ausencia de referencias a uno de los instrumentos más 
importantes sobre esta parcela de protección, que no es otro que la Convención 
Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad (CIDPD). A dif-
erencia de la Directiva 2000/78/CE, la definición específica de discriminación por 
motivos de discapacidad se encuentra desarrollada en el artículo 2 de la CIDPD, y 
contiene elementos no incluidos en la norma europea26. Así, por ejemplo, la carac-
terización del comportamiento discriminatorio como distinción, exclusión o restric-
ción por motivos de discapacidad, o la finalidad o efecto de obstaculizar o dejar sin 
efecto el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos son algunas de las notas 
que añade el artículo 2 CIDPD. En mi opinión, la sentencia objeto de comentario 
hubiera podido integrar estos elementos en la interpretación de la discriminación 
por motivos de discapacidad ex Directiva 2000/78/CE, a fin de complementar su 
definición, especialmente a tenor de la STJUE de 11 de abril de 2013, HK Dan-

173/1994, de 7 de junio, núm. 17/2003, de 30 de enero; núm. 175/2005, de 4 de julio, y núm. 74/2008, de 23 
de junio). 
24.  Por ejemplo, situaciones en las que personas del sexo femenino ejercen derechos de conciliación de la 
vida familiar y laboral.
25.  Dentro de esta categoría podrían incluirse la existencia de un trato diferenciado dentro del colectivo de 
mujeres por la pertenencia a una determinada franja de edad y/o religión, entre otras circunstancias.
26.  La caracterización como distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad, la finalidad o 
efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio son claras muestras de los ele-
mentos que concreta el artículo 2 CIDPD. 
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mark, C-335/11 y C-337/11, EU:C:2013:22227. 
Examinando de forma específica las aportaciones de la sentencia objeto de co-
mentario, la reafirmación del Tribunal sobre la expresión «por motivos de» (Art. 
1y 2 Directiva 2000/78/CE) inaugura una nueva tendencia que supone, de facto, 
relajar la exigencia de probar la existencia de una discapacidad, cuya protección 
es especialmente débil ante ciertas situaciones28. 
La cuestión es especialmente importante en un escenario como el actual, en el 
que la situación de pandemia provocada por la expansión del virus SARS-CoV-2 
está generando secuelas persistentes a la población afectada. En mi opinión, el 
pronunciamiento judicial analizado en esta contribución ofrece herramientas jurídi-
cas para proteger a aquellas personas con secuelas persistentes derivadas de la 
COVID-19. Partiendo de la base de que las secuelas producen una limitación de 
las funciones profesionales de larga duración, la STJUE de 11 de abril de 2013, HK 
Danmark, C-335/11 y C-337/11, EU:C:2013:222 permite asimilar a estas personas 
trabajadoras como personas con discapacidad en virtud del artículo 1 CIDPD. Y la 
STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64 permitiría exigir, en mi 
opinión, las mismas medidas de protección previstas para las personas con disca-
pacidad, principalmente la obligación de realizar ajustes razonables (art. 5 Direc-
tiva 2000/78/CE). A nivel español, el incumplimiento del citado deber empresarial, 
que es necesario efectuar de forma previa a proceder al despido o la extinción del 
contrato de trabajo29, supondría la nulidad de la decisión empresarial, por mor del 
artículo 63 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con 
discapacidad y de su inclusión social.       
En otro orden de cosas, el foco sobre la discapacidad en la sentencia objeto de 
examen obliga a detenerse en los efectos que despliega respecto a la obligación 
de realizar ajustes razonables (Art. 5). En particular, la STJUE de 26 de enero de 
2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64 tiene dos implicaciones relevantes sobre esta 
medida. 

27.  El apartado 32 señala literalmente: «De ello se sigue que la Directiva 2000/78 debe interpretarse, en la 
medida de lo posible, de conformidad con dicha Convención».

28.  Así, por ejemplo, situaciones en las que o bien no existe realmente una discapacidad y ello es confirmado 
en la judicialización del conflicto y por lo tanto con posterioridad a la decisión empresarial, o bien coexisten 
en la misma empresa trabajadores/as con discapacidad reconocida mediante certificado oficial y empleados/
as que, sin ostentar certificado oficial, acreditan el cumplimiento de los requisitos del art. 1 de la CIDPD, sin 
ostentar certificado oficial.

29.  En este sentido, véase Pastor Martínez, A., «El deber de adaptación de las condiciones de Trabajo en 
materia de discapacidad como límite a las facultades extintivas del contrato de Trabajo», en V.V.A.A., Los 
derechos fundamentales inespecíficos en la relación laboral y en materia de protección social. XXIV Congreso 
Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Cinca, Madrid, 2015. 
Con carácter específico en el marco de las extinciones por ineptitud sobrevenida, véase Gutiérrez Colom-
inas, D., «La adaptación de la extinción por la ineptitud sobrevenida del trabajador con discapacidad a la 
Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad: ¿Una cuestión pendiente?», 
Derecho de las Relaciones Laborales, núm. 3, 2019, págs. 297-306.
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En primer lugar, abre nuevas posibilidades relativas al cumplimiento de la obli-
gación. La ampliación del ámbito de aplicación de la Directiva 2000/78/CE entre 
colectivos homogéneos que comparten la discapacidad como circunstancia habili-
ta a que el cumplimiento de la obligación pueda ser discriminatorio respecto a otras 
personas con discapacidad que presten servicios en la empresa. La aplicación del 
artículo 5 Directiva 2000/78/CE previa a la sentencia objeto de examen se circun-
scribía a la exigencia de medidas adecuadas, sin posibilidad explícita de valorar 
el cumplimiento horizontal, esto es, entre personas que comparten la misma cir-
cunstancia en la empresa. Esta tesis es coherente con la naturaleza casuística 
plasmada ex artículo 5 Directiva 2000/78/CE. No obstante, el citado pronuncia-
miento judicial añade, en mi opinión, la posibilidad de comparar el cumplimiento 
del artículo 5 Directiva 2000/78/CE respecto a otros casos en la misma empresa, 
exigiendo así a una mayor justificación empresarial de la medida adoptada ante 
una situación concreta, y permitiendo a los tribunales valorar esta circunstancia de 
oficio30.  

En segundo lugar, obliga, en mi opinión, a repensar ante qué tipo de discrimi-
nación nos encontramos cuando se produce el incumplimiento de la obligación, 
como consecuencia de la flexibilización del término de comparación. A primera 
vista, la discusión sobre su naturaleza puede parecer estrictamente conceptual, 
pero en realidad tiene un gran impacto sobre su exigencia y acreditación procesal. 
En efecto, la separación respecto a las categorías tradicionales de discriminación 
(directa e indirecta), permite soslayar las dificultades probatorias inherentes a las 
mismas, especialmente en la búsqueda de términos de comparación. Si bien la 
Directiva 2000/78/CE no se ha pronunciado de forma explícita sobre la calificación 
que merece el incumplimiento de la obligación de realizar ajustes razonables, la 
doctrina ha sostenido que nos encontramos ante una categoría distinta a la dis-
criminación directa o indirecta31, si bien se trata de un debate abierto32.  

30.  El Tribunal de Justicia de la Unión Europea señala de forma explícita esta cuestión en el apartado 57 de 
la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64:  «En particular, incumbirá a dicho órgano juris-
diccional averiguar si, al supeditar el disfrute del complemento salarial al requisito de que el certificado de dis-
capacidad se presente con posterioridad a una fecha que el hospital de que se trata en el litigio principal eligió, 
la práctica instaurada por este último tuvo como efecto perjudicar a determinados trabajadores discapacitados 
debido a la especial naturaleza de su discapacidad, en particular al carácter ostensible de esta o al hecho 
de que dicha discapacidad requería ajustes razonables como un puesto o un horario de trabajo adaptados».
31. Vid. Waddington, Lisa; Hendriks, Aart., «Expanding Concept of Employment Discrimination in Europe», In-
ternational Journal of Comparative Labour Law and Industrial Relations, vol. núm. 18, 4, 2002, págs. 403-427; 
Schiek, Dagmar et aL, Cases, Materials and Text on National, Supranational and International Non-Discrimina-
tion Law, Hart Publishing, Oxford, 2007, pág. 744, y Lawson, Anna, Disability and Equality Law in Britain. The Role 
of Reasonable Adjustment, Hart Publishing, Oxford, 2008, pág. 184.
Con carácter nacional, véase Gutiérrez Colominas, David, La obligación de realizar ajustes razonables en el 
puesto de trabajo para personas con discapacidad: una perspectiva desde el Derecho comparado y el Dere-
cho español, Bomarzo, 2019. 

32.  A favor de la consideración del incumplimiento de la obligación como discriminación indirecta, véase 
Cordero Gordillo, Vanesa, Igualdad y no discriminación de las personas con discapacidad en el mercado 
de trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, págs. 153-154 y Rodríguez-Sanz De Galdeano, Beatriz, «La 
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Ante este escenario, la sentencia objeto de comentario añade una capa de pro-
fundidad comparativa en la exigencia de la obligación, esto es, dentro de grupos 
homogéneos que compartan la existencia de una discapacidad. Ello permite afir-
mar, en mi opinión, que el incumplimiento de la obligación puede adoptar distintas 
categorías en función de si existe situaciones análogas o no en la misma empresa. 
Así, el incumplimiento de la referenciada obligación podrá ser calificado como sui 
generis si no existen situaciones análogas en la empresa33, o ahora, como nove-
dad en virtud de la STJUE de 26 de enero de 2021, VL, C-16/19, EU:C:2021:64, 
también como discriminación directa o indirecta, si el incumplimiento se produce 
dentro de un colectivo homogéneo que pertenezca a un grupo de personas con 
discapacidad34. 

obligación de realizar ajustes razonables del puesto de trabajo a las personas con discapacidad», Temas 
laborales, núm. 127, 2014, pág. 97. 

33.  Así, por ejemplo, cuando no existen precedentes o situaciones que puedan actuar como términos de com-
paración en el cumplimiento de la obligación de realizar ajustes razonables en el puesto de trabajo.

34.  Por ejemplo, si la obligación de realizar ajustes razonables se aplica respecto a personas con discapaci-
dad física pero no intelectual, o si se produce la adopción de medidas de carácter organizativo sólo respecto 
a un grupo de personas con discapacidad determinado, impidiendo a otras personas con discapacidad que 
también presten servicios la aplicación de dicha medida. 

http://www.juecesdemocracia.es/publicaciones-2/
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A LA BÚSQUEDA 
DE LA NULIDAD PERDIDA
BAGATELAS A PROPÓSITO  
DEL ART. 2 DEL RDL 9/2020
Dr. Jaime SEGALÉS
Catedrático (EU) en excedencia 
UPV. Magistrado de lo Social

PRESENTACIÓN
Hace más de 20 años, mi compañero en la Cátedra de Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social de la UPV/EHU, el Dr. Santiago Redondo, tuvo la valentía de 
presentar como segundo ejercicio de oposición a Profesor Titular un estudio más 
tarde publicado con el título de La extinción consensual de la relación laboral (Lex 
Nova, 2000). El análisis pretendía poner de manifiesto el margen de la autonomía 
individual en el establecimiento de causas válidas para la extinción del contrato; 
una cuestión en absoluto trivial y menos aún fácil de tratar. Su oportunidad venía 
determinada por una cierta tendencia apreciable en aquellos momentos, hoy en 
desuso, caracterizada por pretender la incorporación en el contrato de trabajo de 
ciertos pactos extintivos, normalmente encomendados a fijar un rendimiento míni-
mo exigible.

No obstante, aún siendo aquél el núcleo central del estudio, el Dr. Santiago abordó 
de forma agotadora otro problema vinculado con el momento extintivo, estimulado 
por el impacto que había causado en un amplio sector de la doctrina el retroceso 
sufrido a lo largo de los años 90 por la nulidad del despido (especialmente perjudi-
cada tras la importante reforma de 1993). Recordemos que, hasta ese momento, 
cualquier despido carente de forma recibía el predicado de nulidad. A partir de 
dicha reforma, esa consecuencia quedó reservada al despido objetivo informal. 
Mucho más tarde, la Ley 35/2010 extendería esa solución a los ceses objetivos.

El estado de ánimo en relación con la exclusión de la nulidad a finales de los 90, 
cercano a la melancolía proustiana que sugiere nuestro título, estimulaba a la ex-
ploración de otros presupuestos aptos para suplir el creciente desinterés del legis-
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lador en la figura. Resultaba en aquellos momentos difícil de comprender cómo 
una manifestación extintiva verbal podía servir para clausurar la relación de inter-
cambio, y no tanto desde el punto de vista de un fundamentalismo ritual sino, más 
sustancialmente, por la proyección de ese déficit sobre la causalidad, núcleo de 
toda extinción y, en tal carácter, componente inaplazable del Derecho al Trabajo ex 
STC 22/1981 (premisa también contemplada desde el Convenio 158 OIT, Sobre la 
terminación de la relación de trabajo). Esas perplejidades siguen en el ánimo de 
una buena parte de operadores jurídicos iuslaboralistas, cuya ya larga trayectoria 
les habría permitido conocer “mejores tiempos”.

La búsqueda de argumentarios alternativos que garantizaran la conservación de 
la nulidad, a pesar de las intenciones del legislador, estimuló diversas iniciativas. 
Recuerdo la que pretendía entender al despido informal como un cese nulo, con-
siderando la vinculación que la carta de despido tenía y aún tiene con el derecho 
del trabajador a conocer los motivos sobre los que edificar su demanda. La cons-
trucción conectaba déficit formal y tutela judicial efectiva, buscando con el mejor 
de los avales lograr el mismo efecto que antes garantizaba, de oficio, el legislador 
estatutario. El loable intento chocó con el juicio de indefensión, al entender la opi-
nión mayoritaria que el trabajador no perdía la posibilidad material de acreditar la 
deseada improcedencia por el mero hecho de carecer de información acerca de 
los motivos del cese; ello debido a que, precisamente, semejante defecto ya le ga-
rantizaba el logro de sus objetivos de una forma más expeditiva. La equivalencia 
hoy consolidada entre insolvencia de la causa y el predicado de improcedencia 
comenzaba a ejercer su imperio.

El segundo gran intento de abrir espacio a nulidades que podríamos considerar 
“vicarias” es el del Dr. Santiago, apenas invocado -cuando no injustamente des-
conocido- hasta la irrupción en el ordenamiento de una regla de excepción como 
la contenida en el art. 2 RDL 9/2020. Un artefacto normativo cuyo tenor no es en 
absoluto extraño para el propio Estatuto de los Trabajadores (hay ejemplos asi-
milables que no han alcanzado a constituir nulidades, quizá a causa de su menor 
impacto), pero que, gracias a un contexto muy particular, ha servido de pretexto 
para poner en valor aquel gran esfuerzo doctrinal (en la mayoría de los casos sin 
siquiera saber de su existencia).

SOBRE LA NULIDAD EX ART. 6.3 CC. UNA SOMERA 
APROXIMACIÓN A LA DOCTRINA DE LA SALA 1ª
La contribución del Dr. Santiago atraía sobre la regulación del despido el rigor del 
artículo 6.3 CC, cuyo tenor reproducimos a continuación:

3. Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de 
pleno derecho, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de 
contravención.

Este precepto vendría a establecer un capítulo de nulidad de origen común, diri-
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gido a dejar sin efecto aquellas actuaciones contrarias a las normas imperativas 
o prohibitivas. El presupuesto fundacional del precepto lo podemos localizar en 
la STS de 9-3-2000, RAJ 1513: “Sobre esa cuestión y previa a su resolución hay 
que afirmar que en nuestro derecho positivo no existe una norma delimitadora de 
ambos defectos relativos a un acto jurídico, como, por ejemplo, se precisa en el 
artículo 419 del Código Civil de Italia. 

Por lo tanto en nuestra área jurídica hay que proclamar para tratar de resolver la 
cuestión planteada, que la nulidad de pleno derecho requiere una contravención 
de la norma, una contradicción entre lo en ella dispuesto y el acto ejecutado, y la 
doctrina jurisprudencial es constante en esta dirección encomendando al Juzga-
dor la tarea hasta cierto punto discrecional, de realizar con extrema prudencia, el 
declarar la nulidad del acto si la finalidad de la Ley y la del acto se contradicen, 
después de examinar la naturaleza, móviles, circunstancias y efectos previsibles 
del mismo. 

Y en el anterior sentido, se afirma en la  sentencia de esta Sala de 26 de junio 
de 1982  ( RJ 1982, 3443) , que recoge doctrina pacífica y constante, cuando en 
ella se dice que a la nulidad absoluta se podrá acceder en cualquiera de los casos 
siguientes: a) Que exista un precepto específico de la ley que imponga la nu-
lidad «per se» del acto; b) Que para la validez del acto la ley exija requisitos 
esenciales y falte alguno de ellos, y c) Cuando la materia, objeto o finalidad 
del acto implique un fraude de ley, sean atentatorios a la moral o supongan 
un daño o peligro para el orden público”. Semejante escenario patológico per-
mite incluso a los tribunales una declaración de oficio (STS 1ª 18-2-1997, RAJ 
1003). 

En cualquier caso, esa radical consecuencia viene determinada por un abierto en-
frentamiento del acto (o negocio) jurídico con una norma imperativa, cuando esta 
es la responsable de perfilar el núcleo esencial regulatorio al que aquél debe so-
meterse. Ese punto de partida exige operar con ciertas precauciones. Así, la SAP 
Cádiz de 10-9-2003, RAJ 1585 nos recuerda que: “Se distingue según la doctrina 
entre acuerdos nulos que generan la pretensión declarativa de nulidad que son 
los acuerdos contrarios a la Ley, ahora bien, no toda violación de la norma jurídica 
genera esta determinación de invalidez, sino como la doctrina y la jurisprudencia 
han matizado, la sanción de nulidad se circunscribe a la ineficacia de normas 
imperativas, la norma infringida ha de ser de «ius cogens», de conformidad 
con la interpretación genérica del art. 6.3 del Código Civil  ( LEG 1889, 27), y 
debe ser interpretada restrictivamente y los acuerdos anulables –contrario a 
los ESTATUTOS– para los que tanto el art. 116.2 de la  LSA ( RCL 1989, 2737 y 
RCL 1990, 206)   como el anteriormente citado se establece que: «La acción de 
impugnación de los acuerdos anulables caducara a los cuarenta días.”

El número de normas de este carácter dentro de la legislación civil resulta inferior 
al existente dentro del contexto laboral, lo que hace razonable que el ordenamiento 
común responda con la mayor contundencia frente a aquellos actos que preten-
den apartarse de ese armazón normativo inaplazable (ius cogens). Dicho en otros 
términos, será más sencillo localizar normas imperativas de menor trascendencia 
sustantiva en el ámbito del Derecho del Trabajo que dentro del contexto del De-

http://sentencia de esta Sala de 26 de junio de 1982  ( RJ 1982, 3443)
http://sentencia de esta Sala de 26 de junio de 1982  ( RJ 1982, 3443)
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recho Civil, cuya preferencia por la dispositividad justificó la escisión de aquella 
disciplina.

En efecto, la nulidad ex art. 6.3 CC exige algo más que una contradicción literal 
entre el acto susceptible de ser calificado como nulo y el tenor de una norma impe-
rativa, resultando necesario que el primero pretenda desfigurar el propósito central 
del legislador. Tal conclusión se obtiene a partir de la exigencia de esencialidad 
que traslada el TS para deducir aquella consecuencia en los supuestos en los 
que la ley no la contempla de forma expresa. En función de lo anterior, el acto no 
solo debe resultar contrario a un tenor literal, sino que, además, la contravención 
de esa literalidad - ya sea por el carácter de la norma, ya sea por la intensidad del 
desafuero- debe perjudicar el propósito esencial que el legislador pretende satisfa-
cer con el precepto vulnerado. 
 
Ese propósito esencial es el que hace proporcionado recurrir a la nulidad como 
recurso para la salvaguardia del orden público, sin que sea dable extender aque-
lla consecuencia a esos actos que, aun circulando al margen de cierta norma, no 
resulten capaces de afectar la intención sustancial perseguida por el precepto o 
grupo de preceptos encargados de hacer identificable una institución.

Para terminar este breve epígrafe, no puede perderse de vista que el instrumento 
de la nulidad contemplado en el artículo 6.3 del CC está programado, esencial-
mente, para expurgar aquellos actos y negocios jurídicos contrarios a normas im-
perativas, propiciando normalmente un efecto inverso (anulación del contrato) al 
que converge el predicado de nulidad del acto extintivo laboral. Por lo anterior, no 
son despreciables los problemas que debiera ocasionar la exportación acrítica de 
una figura como la que aquí estudiamos, cuando el cometido que se le pretende 
encomendar en el ordenamiento receptor circula en sentido contrario (conserva-
ción del negocio jurídico) a aquel para el que ha sido esencialmente concebida 
(anulación del negocio jurídico).

SUPUESTOS ASIMILABLES EN EL ET
La consecuencia más obvia de la importación del art. 6.3 CC a la relación obliga-
toria laboral obligaría a considerar nulo cualquier despido informal. La conclusión 
vendría determinada por la aplicación de un sencillo silogismo. Dada la existencia 
de una norma que prohíbe enfrentarse con reglas imperativas, bajo sanción de nu-
lidad, el establecimiento por el ET de un procedimiento específico para canalizar la 
decisión extintiva unilateral adoptada por el empleador (materializado en una carta 
de despido que expone motivos suficientes y, el caso de tratarse un despido obje-
tivo, en el abono de una indemnización simultánea) debería determinar el cribado 
de todos los despidos informales.

En conclusión, la proyección del precepto al supuesto del despido informal nos 
conduciría, a grandes rasgos, a anular aquella decisión extintiva que, por la razón 
que fuera, no se ajustara al trámite establecido en la norma.
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No obstante, es el resultado parte de un enfoque simple del caso. Posiblemente 
habría que preguntarse si el carácter imperativo predicable de las normas que 
regulan el rito extintivo debiere considerarse sustancial a la figura del despido. 
Formulado en otros términos, debemos plantearnos si la exigencia de una carta 
que explicite motivos (así como el pago de una cantidad en el caso del despido 
objetivo) sirve para constituir una figura concebida por el ordenamiento como una 
decisión unilateral tendente a la ruptura de la relación obligatoria, sin perjuicio de 
su postrer escrutinio ante los tribunales. Llegados a este punto no resulta extraño 
concebir posturas que conciban el despido -tal y como lo hemos caracterizado- sin 
necesidad de verlo sometido a unas reglas formales inaplazables (ello sin perjuicio 
de que el incumplimiento de esos requerimientos deba tener alguna consecuencia, 
completamente al margen de los presupuestos de validez exigibles para conformar 
esa voluntad extintiva). 

En definitiva, la proyección de la nulidad civil ex art. 6.3 CC al ámbito de la rela-
ción obligatoria laboral no puede hacerse a costa de despojarle del carácter que 
le atribuye la propia doctrina de la Sala 1ª del TS, cuando la toma como un reme-
dio excepcional para expurgar aquellos actos y negocios jurídicos que afecten de 
forma sustancial al orden público, con la habitual intención de anularlos y no de 
mantenerlos vivos. 

Entiendo que difícilmente puede predicarse que la decisión extintiva unilateral -en 
tanto factor propiciatorio de la ruptura de la relación obligatoria- deba presentar, 
irremisiblemente, una forma concreta. El caso se puede exponer mediante un inte-
rrogante: ¿Cabe considerar que la forma escrita exigida desde la ley para manifes-
tar la ruptura causal del vínculo constituye un elemento inaplazable para concebir 
decisión extintiva, o es posible este resultado al margen de aquella exigencia?.

No resultaría exagerado sostener a este particular que la forma escrita se anuda 
no tanto a la necesidad de dar sentido a la figura del despido, cuanto en el afán por 
permitir una defensa procesal a quien padece la decisión, al objeto de asegurar la 
posibilidad de presentar el caso ante los tribunales, bien sea en defensa de la con-
tinuidad o, en mayoría de los casos y cuando menos, de una compensación eco-
nómica. No se olvide que la carencia de forma no puede asimilarse en todo caso 
con la ausencia de causa -siendo éste el verdadero fundamento de la decisión 
extintiva-, al margen de cual sea la respuesta que el ordenamiento reserve al des-
pido injustificado. En efecto, si pudiera definirse la figura del despido como aquella 
decisión unilateral justificada en una razón concreta, el sometimiento del acto a 
una disciplina formal habría de tenerse por no más que un accidente orientado a 
asegurar determinados bienes jurídicos (la defensa de quien padece la decisión 
extintiva), pero no a dotar conceptualmente a la figura.

Abandonemos por tanto esas normas imperativas formales, y traslademos nues-
tra perspectiva a otras, también localizables en el conjunto normativo estatutario. 
Podemos reparar en aquellas que establecen un procedimiento específico para 
detonar la decisión extintiva. No nos referiremos a la satisfacción de determinadas 
obligaciones suplementarias exigibles en determinados supuestos (expedientes 
contradictorios, audiencia al sindicato…), por circular dentro del terreno que ya 
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hemos transitado a propósito de la carta de despido. 

Cuando hablamos de elementos procedimentales no formales nos estamos acor-
dando de la exigencia establecida en el artículo 60.2 ET, relativa a la necesidad de 
que la decisión extintiva disciplinaria tenga lugar dentro de un periodo concreto. 
El ordenamiento estaría incorporando a ese precepto una manifestación del prin-
cipio general de buena fe ex art. 7.1 CC, encomendado a forzar la consolidación 
de situaciones jurídicas consentidas, poniendo así coto a decisiones caprichosas 
que pudieran manifestarse pasado un tiempo desde el acaecimiento de los hechos 
propiciatorios. 

No es disparatado el considerar que la figura del despido (disciplinario) constituye 
una reacción (inmediata) al incumplimiento de ciertas obligaciones, perdiendo esa 
su justificación esencial cuando aquella se manifiesta pasado un tiempo suficiente 
para que los daños causados pueden entenderse tolerados. En otros términos, si 
se concibe el despido disciplinario como una consecuencia anudada a un incum-
plimiento, de ello se sigue que una respuesta tardía -más allá de ciertos límites 
temporales- debilitaría el contacto (causal) con aquel evento, afectando así al pre-
supuesto nuclear del despido (algo que no sucedía en el escenario de informalidad 
pura estudiado antes). 

Más aún. Cabe encontrar supuestos en los que una norma imperativa localizable en 
el Estatuto de los Trabajadores trasciende hasta alcanzar aspectos claramente sus-
tantivos. Dentro de esta clasificación vamos a citar un precepto cuyo tenor es posible 
que nos recuerde ligeramente la textura que presenta el polémico artículo 2 del RDL 
9/2020.  Cierto que se trata de una norma de poco recorrido forense, con escasísimo 
juego en los tribunales, pero que permite dar un paso significativo dentro de nuestro 
razonamiento. Se trata del artículo 39.3 ET: 

3. El trabajador tendrá derecho a la retribución correspondiente a las funciones que 
efectivamente realice, salvo en los casos de encomienda de funciones inferiores, en 
los que mantendrá la retribución de origen. No cabrá invocar como causa de des-
pido objetivo la ineptitud sobrevenida o la falta de adaptación en los supuestos 
de realización de funciones distintas de las habituales como consecuencia de la 
movilidad funcional.

Nos encontramos con un precepto que prohíbe de forma terminante invocar como 
causa de despido objetivo tanto la ineptitud sobrevenida como la falta de adapta-
ción de aquel trabajador movilizado a la realización de funciones distintas de los 
habituales. Tenemos la norma imperativa, tenemos el eventual despido. Tenemos 
la nulidad civil ex art. 6.3 CC. 

Ya no nos encontramos con un mero aditamento orientado a asegurar ciertas deri-
vadas (posición tutelar del trabajador ante los tribunales) sin capacidad para dotar 
sustancialmente la figura del despido. Tampoco nos enfrentamos con una regla 
que pretende recordar un principio general, como lo es la adecuación a la buena fe 
en el ejercicio del propio derecho, rudimentos jurídicos éstos que cabe considerar 
menos categóricos por contraste con normas sustantivas específicas. Esto es, el 
art. 39.3 ET nos ofrece un ejemplo de prohibición categórica, cuyo objeto es el de 
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impedir la invocación de una concreta causa extintiva. Hemos abandonado los 
aledaños para adentrarnos en el centro de gravedad de la figura.

El precepto limita de forma directa la panoplia de supuestos en los cuales 
puede el empresario romper el vínculo, excluyendo la falta de adaptación 
o ineptitud del trabajador a la hora de ejecutar las tareas exigibles tras su 
reclasificación accidental. Cabe sostener sin exageración que esa norma 
incide de forma radical en el entendimiento que del despido tiene el legisla-
dor, manifestando así su preocupación por evitar que el contratante fuerte 
genere, de forma artificiosa, el entorno propicio para una decisión extintiva 
infundada.

No está uno para afirmar verdades estadísticas, pero no creo errar de bulto si afir-
mo que ningún TSJ ha declarado nulo un despido en este contexto. Ello a pesar 
de que la norma lleve en el Estatuto suficientes décadas como para haberse dado 
el caso. En fin, si había una buena razón para invocar la nulidad civil ex art. 6.3 
CC no era necesario esperar a contemplar la normativa de excepción generada a 
cuenta de la pandemia.

Ahora bien, si de lo que se trata es de encontrar un supuesto adaptado a las 
exigencias teóricas del artículo 6.3 ET, a la vez que susceptible de generar una 
apreciable controversia en los tribunales, el art. 12.4 e) ET es nuestro precepto. 
Recordemos su tenor:

e) La conversión de un trabajo a tiempo completo en un trabajo parcial y viceversa 
tendrá siempre carácter voluntario para el trabajador y no se podrá imponer de forma 
unilateral o como consecuencia de una modificación sustancial de condiciones de 
trabajo al amparo de lo dispuesto en el artículo 41.1.a). El trabajador no podrá ser 
despedido ni sufrir ningún otro tipo de sanción o efecto perjudicial por el hecho 
de rechazar esta conversión, sin perjuicio de las medidas que, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 51 y 52.c), puedan adoptarse por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción

Nos volvemos a encontrar con un tenor literal asimilable al que hemos localizado 
en el artículo 39.3 ET, caracterizado por excluir el despido con fundamento en el 
rechazo de la conversión (ello sin perjuicio de que la empresa disponga de causas 
extintivas que pudieran justificar una decisión terminal).

El supuesto arquetípico no es difícil de concebir. Trabajador con contrato a tiempo 
completo que rechaza una novación consistente en reducir la jornada. Aunque el 
propio precepto admite la posibilidad de que el empresario responda con la extin-
ción, cabe plantearse la calificación que debiera merecer ésta en el caso de que 
el tribunal considerara insuficientes los motivos presentados. Lo natural, en este 
caso, exigiría concluir en que la decisión extintiva tuvo como fundamento una ne-
gativa (objetivamente fundada) a convertir el vínculo a tiempo completo en uno a 
tiempo parcial. 

A esta fecha este autor está en condiciones de afirmar que este tipo de decisiones 
no reciben esa sanción de nulidad ex art. 6.3 CC de la que hemos venido hablando 
hasta ahora.
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LA NULIDAD COMO PREDICADO EXCEPCIONAL  
EN LA EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL
Esa ultima afirmación no es extraña, dado que la doctrina de la Sala 4ª TS ha aca-
bado considerando a la nulidad del despido un escenario excepcional, cuya ma-
nifestación solo tendría lugar de haber sido expresamente avocada por la norma. 
Ello limitó el juego de aquella calificación a los escenarios de nulidad impuestos 
desde exigencias constitucionales (el amparo impone una reposición del estado 
de cosas al momento anterior a la lesión ex art. 55.1 c LOTC), así como a otros 
acuñados expresamente desde la ley ordinaria, ya con la intención de amparar a 
quienes pudiere resultar difícil la acreditación del acto inconstitucional (art. 55.5 
ET), ya en el interés por salvaguardar ciertos requisitos de índole formal en deter-
minados contextos (art. 124.11 LJS). 

En todos estos casos nos encontramos con normas expresas que fijan la nulidad 
como consecuencia del acto, satisfaciendo uno de los escenarios a los que hacía 
alusión la Sala 1ª del TS, y que hemos mencionado supra (“..cuando en ella se dice 
que a la nulidad absoluta se podrá acceder en cualquiera de los casos siguientes: 
a)  Que exista un precepto específico de la ley que imponga la nulidad «per se» 
del acto”). Tanto nos ha de dar si la aplicación de aquellos preceptos resulta con-
secuencia de un proceso de subsunción sencillo (despido de la mujer embarazada 
contemplado en el artículo 55.5 ET), o complejo (caracterización como despido 
objetivo colectivo de aquel despido objetivo individual que supera los márgenes 
establecidos en el artículo 51.1 ET). En ambos casos contamos con una norma 
que, de forma expresa y categórica, fija la consecuencia que el ordenamiento re-
serva para ese supuesto.

En definitiva, a salvo del supuesto de la nulidad por inconstitucionalidad, determi-
nada por exigencias superiores, el Alto Tribunal descartaría nulidades implícitas, 
basadas en construcciones teóricas como la que hemos presentado en las prime-
ras páginas de estas notas. De suerte que, dejando al margen del despido que en 
su momento se clasificó como nulo radical (hoy nulo por anticonstitucionalidad), o 
bien el legislador señala la nulidad como consecuencia necesaria de la decisión 
extintiva (lo que afecta a los supuestos que hemos descrito, sean obvios o preci-
sen levantamiento del velo), o el acto extintivo será tomado como improcedente, 
permitiéndose así la ruptura indemnizada del vinculo (de no tratarse de un trabaja-
dor protegido por el ejercicio de funciones representativas).

EL ART. 2 DEL RDL 9/2020
Esa categórica contemplación del caso ha llevado a algunos intérpretes a em-
barcarse en una especie de búsqueda del “unicornio”, que por lo que a nosotros 
respecta se concreta en la localización de un precepto susceptible de lograr la de-
claración de nulidad, alentados por un comprensible deseo de ampliar los restric-
tivos supuestos aceptados Jurisprudencialmente. Y ahí es donde aparece nuestro 
protagonista:
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Artículo 2. Medidas extraordinarias para la protección del empleo.

La fuerza mayor y las causas económicas, técnicas, organizativas y de producción en 
las que se amparan las medidas de suspensión de contratos y reducción de jornada 
previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no 
se podrán entender como justificativas de la extinción del contrato de trabajo ni del 
despido.

El precepto, a salvo de sensacionalismos, se limita a indicar que la fuerza mayor 
y las causas ETOP determinadas por la pandemia (esto es, las que tienen su ori-
gen en las restricciones determinadas por la Autoridad o en la influencia que ese 
estado de cosas pudiera tener sobre el mercado) no podrán justificar la extinción 
del contrato de trabajo.

Llegados a este punto abrámonos a una comparación con nuestros unicornios 
(arts. 39.3 y 12.4 e) ET). Si leemos con atención ambos preceptos comprobaremos 
que nuestra cuadra mitológica presenta un mejor aspecto: 

Art. 39.3 No cabrá invocar como causa de despido objetivo la ineptitud sobrevenida 
o la falta de adaptación en los supuestos de realización de funciones distintas de las 
habituales como consecuencia de la movilidad funcional.

Art. 12.4 e). El trabajador no podrá ser despedido ni sufrir ningún otro tipo de san-
ción o efecto perjudicial por el hecho de rechazar esta conversión, sin perjuicio de las 
medidas que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 51 y 52.c), puedan 
adoptarse por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción

Esto es, mientras que el precepto incluido en el RDL 9/2020 no excluye la invo-
cación del factor Covid (simplemente lo descarta como causa justificada), los dos 
preceptos estatutarios se muestran más categóricos, al rechazar la cita de los ar-
gumentos que allí se señalan como fundamento extintivo. 

Al fin y al cabo, aquel art. 2 RDL 9/2020 no es más que el reverso (tenebroso quizá, 
por seguir con la fantasía épica) del artículo 51.1 ET, cuando establece un elenco 
de supuestos que permiten tener por acreditadas las causas ETOP:

Se entiende que concurren causas económicas cuando de los resultados de la empresa se 
desprenda una situación económica negativa, en casos tales como la existencia de pérdidas 
actuales o previstas, o la disminución persistente de su nivel de ingresos ordinarios o ventas. 
En todo caso, se entenderá que la disminución es persistente si durante tres trimestres conse-
cutivos el nivel de ingresos ordinarios o ventas de cada trimestre es inferior al registrado en el 
mismo trimestre del año anterior.

Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el 
ámbito de los medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se produz-
can cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal o 
en el modo de organizar la producción y causas productivas cuando se produzcan cambios, 
entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en 
el mercado.

Así, tanto en un caso como en otro nos encontramos con normas que predican el 
carácter justificado o injustificado de determinados argumentos en orden a satisfa-
cer el propósito extintivo. Mientras que el artículo 51.1 ET ejemplificaría supuestos 
en los que la causalidad se presume iuris et de iure, el artículo 2 del RDL 9/2020 
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establece otro en el que ocurre justo lo contrario. Llegados a este punto solo hay 
que preguntarse cuál es la consecuencia reservada por el ordenamiento a la au-
sencia de causalidad. Quizá haya llegado el momento de recordar que los unicor-
nios ya no forman parte de nuestro espacio-tiempo.

Los argumentos que hemos podido detectar en la defensa de soluciones contra-
rias señalan como aval la categórica opción manifestada por el legislador pandé-
mico, consistente en trasladar toda la tensión sobre los expedientes temporales de 
regulación de empleo. Ciertamente, esa premisa es cierta, pero no creemos que 
sirva para sostener la pretendida nulidad. Los términos escogidos por la norma 
no ayudan en absoluto, y resulta extraño que el legislador, sabedor de la doctrina 
manejada por la Sala 4ª, no decidiera citar de forma expresa esa consecuencia en 
el momento de redactar el artículo 2 del RDL 9/2020.

Además, tampoco es necesario inferir de forma inevitable que tal intención legis-
lativa hubiere de materializarse de forma inaplazable en una calificación de nuli-
dad, pudiendo servir a tales efectos una respuesta menos categórica, como la que 
deriva de la declaración de improcedencia. Llevado el caso a los extremos, los 
defensores de esta hipótesis parecerían sugerir implícitamente que la nulidad solo 
podría descartarse si el legislador así lo hubiera manifestado de forma expresa, in-
virtiendo los términos tradicionales del caso, en el que la regla es la improcedencia 
y la excepción, la nulidad.

Asimismo, no cabe duda de que esa misma intención de la norma, excluyente 
de la solución extintiva, late en los artículos 39.3 y 12.4 e) ET, sin que de estos 
campos hayan deducido los TTSSJ la entrada en juego de la nulidad. Y ello a 
pesar de que aquellos preceptos presentan enunciados aún más categóricos 
que el empleado por en el artículo 2 RDL 9/2020. Recordemos aquí que el pan-
démico precepto se limita a descalificar el efecto covid como causa para con-
seguir el efecto extintivo. Quizá sea una cuestión aparentemente formal, pero 
quien defiende la nulidad a partir del artículo 2 RDL 9/2020 está prácticamente 
obligado a predicarla de los otros preceptos citados. El problema se da cuando 
ese mismo operador jurídico ya ha defendido, de forma sistemática y consoli-
dada, un criterio radicalmente distinto a la hora de interpretarlos.

Más criticable si cabe es la opción de algunos pronunciamientos en defender la 
nulidad invocando el artículo 6.4 del CC. No parece ocioso recordar que este pre-
cepto está llamado a imponer la aplicación de una norma cuando el operador ju-
rídico ha pretendido remitir a otra, y de forma artificiosa, la regulación de un acto. 
En efecto, el artículo 6.4 CC presupone un conflicto aplicativo, lo que implica la 
existencia de dos normas vigentes, así como un presupuesto subjetivo doloso, 
enderezado a generar un contexto artificial como coartada para la selección opor-
tunista de un precepto distinto al preferido por el ordenamiento.

Sin embargo, los pronunciamientos que defienden la aplicación del artículo 6.4 
CC no manejan dos preceptos jurídicos (el genuino y el de cobertura), sino dos 
interpretaciones distintas de un mismo precepto (enfrentando la que asocia causa 
insuficiente e improcedencia con la que prefiere establecer la sanción de nulidad). 
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Este problema técnico ya serviría para descartar el juego del artículo 6.4 CC (que 
presupone encrucijadas aplicativas y no interpretaciones distintas), pero no por 
ello vamos a dejar las cosas así.

Aceptemos la invocación del artículo 6.4 CC dentro de un contexto en el que no 
existen dos normas en conflicto. Asumamos generosamente que la regla admite 
también los conflictos entre dos interpretaciones sobre un mismo precepto. Y po-
demos ya plantearnos, ¿cuál es el fundamento para defender la nulidad como con-
secuencia de la invocación del COVID?. Tal razón no podría radicar en el artículo 
6.4 CC, toda vez que este precepto solo sirve para optar entre dos enunciados ya 
existentes (norma aplicable y norma de cobertura, aquí hablaríamos de “interpreta-
ción genuina” e “interpretación de cobertura”), con lo que el argumento generador 
de la nulidad debe fundarse en una razón externa a dicho precepto, al quedar éste 
limitado a arbitrar un conflicto entre dos elementos. Dicho de otra forma, para que 
juegue el artículo 6.4 CC necesitamos dos polos, con lo que aquel precepto solo 
puede proyectar su fuerza dirimente con posterioridad a la previa identificación de 
un fundamento capaz de avalar la nulidad de la causa COVID.

CONCLUSIONES IMPROCEDENTES
Inaugurado el debate sobre la nulidad o improcedencia del despido COVID, ha-
biéndose emitido ya sentencias contradictorias desde las Salas autonómicas y, 
por tanto, susceptible el caso de alcanzar la unificación de doctrina, es cuestión 
de tiempo el aclarar si el TS modifica o no su restrictivo criterio a propósito de los 
escenarios de nulidad del despido. No obstante, cabe anticipar una serie de con-
clusiones que tengo por “improcedentes”, justificado el atributo en razones que en 
modo alguno es necesario hacer explícitas.

En primer lugar, los supuestos de nulidad civil no han recibido un tratamiento 
suficiente por parte de la doctrina iuslaboralista, a salvo de las excepciones que 
hemos citado en estas notas, siendo todavía menos importante la atención que 
ha merecido por parte de los órganos de nuestro Orden jurisdiccional. Ese escaso 
tratamiento trae como consecuencia que el recurso al art. 6.3 CC venga condi-
cionado, sustancialmente, por el interés oportunista en ponerlo al servicio de un 
propósito determinado (algo parecido le ocurrió al fósil de la “contractualización”, 
“reanimado” a la búsqueda de otro remedio alquímico para afrontar el problema 
interpretativo generado por la eliminación de la ultractividad). Estos intentos tienen 
en común el tomar la figura en función de su aparente utilidad para solventar el 
problema, sin manifestar mayor reparo en analizar sus condiciones naturales de 
funcionamiento, las cuales, en nuestro caso, exigen una previa racionalización 
destinada a identificar elementos cualificados (susceptibles de comprometer el or-
den público), así como el plantearse si un precepto esencialmente destinado a la 
eliminación del negocio jurídico puede operar de forma natural al servicio de un fin 
opuesto.
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En segundo lugar, los términos empleados por el artículo 2 RDL 9/2020 están 
descartando la capacidad del factor COVID para justificar la extinción del contrato 
de trabajo, y operan, por tanto, en el plano de la dimensión causal del despido. Si 
todo déficit causal apunta a la improcedencia – siendo esta una premisa mayor di-
fícilmente discutible hasta la fecha-, se hace necesario incorporar algún elemento 
añadido que justifique la avocación a la nulidad.

En tercer lugar, la intención del legislador de remitir a la solución suspensiva el 
factor COVID -un elemento que admite poca discusión- constituye un argumento 
débil para alterar el resultado que se obtiene a partir del enfoque natural del caso, 
basado en el enunciado por implicación “déficit causal, luego improcedencia”. Y 
ello tras aceptar que nada impedía al legislador el haber señalado de forma explí-
cita a la nulidad, teniendo en cuenta la trascendencia sustantiva, no meramente 
formal, que tiene la alusión expresa a aquel resorte. Asimismo, los indicados pro-
pósitos pueden satisfacerse desde una consecuencia distinta a la nulidad, tal y 
como los mismos operadores que hoy se alinean en la defensa de aquel resultado 
han venido entendiendo a propósito de los supuestos contemplados por el ET en 
sus artículos 39.3 y 12.4 e), mucho más discretos, como ocurre con los genuinos 
unicornios, dicho sea de paso. Es muy posible que ese anonimato haya reducido 
su capacidad para forjar el interés mediático, presupuesto que ha incidido fatal-
mente sobre su capacidad para dar cobertura a posiciones como las que aquí 
sometemos a nuestra humilde crítica.

Accede a nuestra web:

http://www.juecesdemocracia.es/newsletter-comision-social/
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ESTATAL
Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero, por el que se adoptan medidas para la 
reducción de la brecha de género y otras materias en los ámbitos de la Seguridad 
Social y económico. Ir a Texto

Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y consolidación de medidas 
sociales en defensa del empleo. Ir a Texto

Real Decreto 43/2021, de 26 de enero, por el que se desarrolla el Real Decreto-ley 
12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad de las redes y sistemas de información. 
Ir a texto

Real Decreto 46/2021, de 26 de enero, sobre revalorización de las pensiones del 
sistema de la Seguridad Social, de las pensiones de Clases Pasivas y de otras 
prestaciones sociales públicas para el ejercicio 2021. Ir a Texto
 
Real Decreto 117/2021, de 23 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 
219/2001, de 2 de marzo, sobre organización y funcionamiento del Consejo para 
el Fomento de la Economía Social. Ir a texto

LEGISLACIÓN 
ESTATAL
AUTONÓMICA
UNIÓN EUROPEA

LEGISLACIÓN 
ESTATAL
AUTONÓMICA
UNIÓN EUROPEA
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F03%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1529.pdf&data=04%7C01%7C%7C09aa6272849448ce038e08d8c81d2fb6%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637479375157172334%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=M4GNUcsTgLM3FCVEqRZnweTnRSGbEUAacp1mF1Sn38Y%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F01%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1130.pdf&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717613891%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Guu9swqr7QYcuvRozVBXFfCTGc1BK8ikUAAPn5uQVFQ%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2021/01/28/pdfs/BOE-A-2021-1192.pdf
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F01%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1135.pdf&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717623881%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=FIVNO%2BrBbBQIeml%2Fa7X%2BrPxgtmUw3p%2BADgsRP7I4H9c%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F24%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2844.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc84402cc903742250de708d8d89f3bf2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637497525876581234%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=WXKRXHVqKhITNR7J8kYPul6aa3NwHYqGacMNdtnTpCo%3D&reserved=0


47

 
Orden TFP/153/2021, de 16 de febrero, por la que se regula la valoración de los 
méritos generales del personal funcionario de Administración Local con habilita-
ción de carácter nacional. Ir a texto
 
Resolución de 18 de febrero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 2/2021, 
de 26 de enero, de refuerzo y consolidación de medidas sociales en defensa del 
empleo. Ir a texto
 
Resolución de 18 de febrero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 3/2021, 
de 2 de febrero, por el que se adoptan medidas para la reducción de la brecha de 
género y otras materias en los ámbitos de la Seguridad Social y económico. 
Ir a texto

Orden ISM/87/2021, de 1 de febrero, por la que se establecen para el año 2021 
las bases de cotización a la Seguridad Social de los trabajadores del Régimen Es-
pecial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar incluidos en los grupos 
segundo y tercero. Ir a texto

Instrumento de Ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha 
contra el tráfico de órganos humanos, hecho en Santiago de Compostela el 25 de 
marzo de 2015. Ir a texto

mento (UE) 2020/2221 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de diciembre 
de 2020 por el que se modifica el Reglamento (UE) nº 1303/2013 en lo que res-
pecta a los recursos adicionales y las disposiciones de ejecución a fin de prestar 
asistencia para favorecer la reparación de la crisis en el contexto de la pandemia 
de COVID-19 y sus consecuencias sociales y para preparar una recuperación ver-
de, digital y resiliente de la economía (REACT UE) Ir a texto

AUTONÓMICA

Aragón
Ley 3/2020, de 3 de diciembre, por la que se establece el régimen jurídico de alerta 
sanitaria para el control de la pandemia COVID-19 en Aragón.  
Ir a texto

Ley 4/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de 
Aragón para el ejercicio 2021.  Ir a texto

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

 F
EB

RE
RO

 2
02

1

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F24%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2846.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc84402cc903742250de708d8d89f3bf2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637497525876581234%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=TPIHcaU%2Fovf6Y1DXY%2BhZ30QDvbBSGfPgsPXdR%2FX1pas%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F24%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2841.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc84402cc903742250de708d8d89f3bf2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637497525876571236%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=UNU9WAQn93dJv9TPGXBZaQn02MT9qAvocvQEw5P2D1M%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F24%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2842.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc84402cc903742250de708d8d89f3bf2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637497525876571236%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=KpBWVtNxDlZO%2BJ1uP8OSP9ven4LrGA4iydi3RGHe%2B2k%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F05%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1661.pdf&data=04%7C01%7C%7C8f2d1e2c62314fd4819308d8c9a733b9%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481067398137584%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Mn8ejo82NVMdO1dGhtESljkTVdZMQYipwXtxKxJ4XoE%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F17%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2392.pdf&data=04%7C01%7C%7Ca27a79a0012248f5d14b08d8d31db81b%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637491472068404340%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=0yfUKAcIL3gAU5Fg7TIy%2BrpiN%2BluwzL0W1A62RAt0lU%3D&reserved=0
http://. Ir a texto
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F23%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2767.pdf&data=04%7C01%7C%7C1e8d9469fbfe4a27016a08d8d7c90c8a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637496605944143035%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=1%2F%2FLYzE30vVNe9R8FBJLJFd6N2L78iaZURP9e5ovFX4%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F23%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2768.pdf&data=04%7C01%7C%7C1e8d9469fbfe4a27016a08d8d7c90c8a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637496605944143035%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=dGBwZ0C4GFSimHsD1VbKoW7DxhnLwRN0%2FJ4K0HMd8pI%3D&reserved=0
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Asturias
Corrección de errores de la Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Ge-
nerales para 2021. Ir a texto

Illes Balears
Ley 3/2020, de 29 de diciembre, de Presupuestos generales de la Comunidad Au-
tónoma de las Illes Balears para el año 2021. Ir a texto

Decreto-ley 15/2020, de 21 de diciembre, de modificación del Decreto-ley 11/2020, 
de 10 de julio, por el que se establece un régimen sancionador específico para 
afrontar los incumplimientos de las disposiciones dictadas para paliar los efectos 
de la crisis ocasionada por la COVID-19. Ir a texto

Decret 7/2021, de 12 de febrer, de la presidenta de les Illes Balears, pel qual es 
prorroguen les mesures establertes pel Decret 6/2021, de 29 de gener, de la presi-
denta de les Illes Balears, pel qual s’estableixen mesures temporals i excepcionals 
per raó de salut pública per a la contenció de la COVID-19 a totes les Illes Balears, 
a l’empara de la declaració de l’estat d’alarma Ir a texto

Instrucció del conseller de Model Econòmic, Turisme i Treball sobre protecció del 
sector turístic i dels treballadors fixos discontinuo Ir a texto

Canarias
Ley 7/2020, de 29 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad Autó-
noma de Canarias para 2021Ley 7/2020, de 29 de diciembre, de presupuestos gene-
rales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 202. Ir a texto

Catalunya
Ley 18/2020, de 28 de diciembre, de facilitación de la actividad económica. 
Ir a texto
 
Ley 19/2020, de 30 de diciembre, de igualdad de trato y no discriminación. Ir a texto

RESOLUCIÓ SLT/275/2021, de 5 de febrer, per la qual es prorroguen i es modifi-
quen les mesures en matèria de salut pública per a la contenció del brot epidèmic 
de la pandèmia de COVID-19 al territori de Catalunya  Ir a texto 

RESOLUCIÓ SLT/436/2021, de 19 de febrer, per la qual es prorroguen i es modifi-
quen les mesures en matèria de salut pública per a la contenció del brot epidèmic 
de la pandèmia de COVID-19 al territori de Catalunya. Ir a texto 

https://sede.asturias.es/
https://www.boe.es/eli/es-as/l/2020/12/30/3/corrigendum/20210215/dof/spa/pdf
https://www.caib.es/eboibfront/es
https://www.boe.es/boe/dias/2021/02/05/pdfs/BOE-A-2021-1665.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/02/15/pdfs/BOE-A-2021-2171.pdf
https://intranet.caib.es/sites/institutestudisautonomics/ca/n/decret_72021_de_12_de_febrer_de_la_presidenta_de_les_illes_balears_pel_qual_es_prorroguen_les_mesures_establertes_pel_decret_62021_de_29_de_gener_de_la_presidenta_de_les_illes_balears_pel_qual_sestableixen_mesures_temporals_i_excepcionals_per_rao_de_salut_publica_per_a_la_contencio_de_la_covid-19_a_totes_les_illes_balears_a_lempara_de_la_declaracio_de_lestat_dalarma/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.caib.es%2Feboibfront%2Fpdf%2Fca%2F2021%2F16%2F1079404&data=04%7C01%7C%7C802e7a224dce4cb8d45708d8ca8cfc5c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637482054312970707%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=rk5jGiU6q9Etgdm8DRS4VIUuGBUgYfyaAMTwhgX4x0Q%3D&reserved=0
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F17%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2396.pdf&data=04%7C01%7C%7Ca27a79a0012248f5d14b08d8d31db81b%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637491472068414333%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=y3W5i3TkYihvbdCXnijXwLDfkkAFf9ykeVydS7FyOsM%3D&reserved=0
https://dogc.gencat.cat/ca/inici/
https://www.boe.es/eli/es-ct/l/2020/12/28/18/dof/spa/pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/02/05/pdfs/BOE-A-2021-1663.pdf
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogc.gencat.cat%2Fca%2Fpdogc_canals_interns%2Fpdogc_resultats_fitxa%2F%3Faction%3Dfitxa%26documentId%3D892611%26language%3Dca_ES&data=04%7C01%7C%7C802e7a224dce4cb8d45708d8ca8cfc5c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637482054312980707%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=%2FoF5dq3SfytINxMzbB5kTX9i9QWt214UkNA%2FgUkzTM8%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogc.gencat.cat%2Fca%2Fdocument-del-dogc%2F%3FdocumentId%3D893811&data=04%7C01%7C%7C4f90ee560c364334174108d8d5835bf1%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637494107782961335%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=u36a2qQn5TGWVJylW2XTR9YlUe2pW7OGtkmHkO3IoHQ%3D&reserved=0


49

Extremadura
Ley 1/2021, de 3 de febrero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autóno-
ma de Extremadura para el año 2021. Ir a texto

Resolución de 28 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se modifica el Anexo de la Resolución de 12 de noviembre de 2020, por la que 
se hace público el calendario laboral oficial de fiestas locales para la Comunidad 
Autónoma de Extremadura en el año 2021. Ir a texto

Galicia
LEI 3/2021, do 28 de xaneiro, de orzamentos xerais da Comunidade Autónoma de 
Galicia para o ano 2021. Ir a texto

LEI 4/2021, do 28 de xaneiro, de medidas fiscais e administrativas. Ir a texto

La Rioja
Ley 1/2021, de 29 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autóno-
ma de La Rioja para el año 2021.Ir a texto
 
Ley 2/2021, de 29 de enero, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 
2021. Ir a texto 

Navarra
Ley Foral 20/2020, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales de Navarra 
para el año 2021. Ir a texto 

Euskadi
LEY 1/2021, de 11 de febrero, por la que se aprueban los Presupuestos Ge-
nerales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 2021.  
Ir a texto

DECRETO 1/2021, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Re-
caudación de la Hacienda General del País Vasco.Ir a texto

DECRETO 7/2021, de 12 de febrero, del Lehendakari, de cuarta modificación del 
Decreto 44/2020, de 10 de diciembre, de refundición en un único texto y actualiza-
ción de medidas específicas de prevención, en el ámbito de la declaración del es-
tado de alarma, como consecuencia de la evolución de la situación epidemiológica 
y para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2. Ir a 
texto

http://doe.gobex.es/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F17%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2397.pdf&data=04%7C01%7C%7Ca27a79a0012248f5d14b08d8d31db81b%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637491472068434319%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=2Wu2eCmcM%2FRUP1n%2FAcvN8VVun3t1dTpqbtYFg9mg6hQ%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fdoe.gobex.es%2Fpdfs%2Fdoe%2F2021%2F210o%2F21060292.pdf&data=04%7C01%7C%7C758b4fa47c64483d5ad708d8c74a91b4%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637478470660269406%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=A7n5vtM11SxPRULK4IlQjUVuZwJg1hn%2BesqtdefldPA%3D&reserved=0
http://www.es.parlamentodegalicia.es/Leis/
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210129/AnuncioC3B0-270121-1_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210129/AnuncioC3B0-270121-2_gl.html
https://web.larioja.org/bor-portada
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F23%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2765.pdf&data=04%7C01%7C%7C1e8d9469fbfe4a27016a08d8d7c90c8a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637496605944173019%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=mk3pTdy4SCoV8wLSczcWFesbcaS921%2F05lzPIdwv17o%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F23%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-2766.pdf&data=04%7C01%7C%7C1e8d9469fbfe4a27016a08d8d7c90c8a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637496605944173019%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=3v0%2Fx8KDxxfHE%2BTsNVTDgWL0KFB2QZkaTCrNRKIZqqo%3D&reserved=0
https://bon.navarra.es/es/inicio
https://www.boe.es/boe/dias/2021/01/30/pdfs/BOE-A-2021-1354.pdf
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/p43aBOPVWebWar/buscarAvanzada.do?idioma=es&tipoBusqueda=2
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.euskadi.eus%2Fy22-bopv%2Fes%2Fbopv2%2Fdatos%2F2021%2F02%2F2100883a.shtml&data=04%7C01%7C%7Ca27a79a0012248f5d14b08d8d31db81b%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637491472068444313%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=wJbhewdEd%2BGPW3Eo3TpXvoaj%2FeU17C5K7SQF%2FjW4Eug%3D&reserved=0
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2021/02/2100673a.shtml
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.euskadi.eus%2Fy22-bopv%2Fes%2Fbopv2%2Fdatos%2F2021%2F02%2F2100827a.shtml&data=04%7C01%7C%7Cbd1013773b0842b64ae908d8d0091803%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637488085136885520%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=3VG6nQHpajaXgfPx5a9VtXYyONcg%2B7zSa9Ef8Eld1os%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.euskadi.eus%2Fy22-bopv%2Fes%2Fbopv2%2Fdatos%2F2021%2F02%2F2100827a.shtml&data=04%7C01%7C%7Cbd1013773b0842b64ae908d8d0091803%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637488085136885520%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=3VG6nQHpajaXgfPx5a9VtXYyONcg%2B7zSa9Ef8Eld1os%3D&reserved=0
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Valencia
Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 
financiera y de organización de la Generalitat 2021. Ir a texto
 
Ley 4/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 
2021. Ir a texto 

UNIÓN EUROPEA
Reglamento (UE) 2021/177 del Parlamento Europeo y del Consejo de 10 de febre-
ro de 2021 por el que se modifica el Reglamento (UE) n.o 223/2014 en lo que res-
pecta a la introducción de medidas específicas para hacer frente a la crisis ligada 
al brote de COVID-19 Ir a texto

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre la Propuesta de Directi-
va del Parlamento Europeo y del Consejo que modifica la Directiva 2004/37/CE, 
relativa a la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la 
exposición a agentes carcinógenos o mutágenos durante el trabajo [COM(2020) 
0571 final — 2020/0262 COD]. Ir a texto 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F09%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1859.pdf&data=04%7C01%7C%7C0b2d0ffa02de4d70249608d8cccb2561%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637484520443068859%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=GpfrUYfM1HIb6%2BTg58az0QuxK9U0iPsJ6dVQelndTlE%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F02%2F09%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1860.pdf&data=04%7C01%7C%7C0b2d0ffa02de4d70249608d8cccb2561%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637484520443078853%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=3SNe%2BP76WMsbJ1auMT57KYhDpxG4GPMq2Zu9Up9hG6w%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Feur-lex.europa.eu%2Flegal-content%2FES%2FTXT%2F%3Furi%3Duriserv%253AOJ.L_.2021.053.01.0001.01.SPA%26toc%3DOJ%253AL%253A2021%253A053%253ATOC&data=04%7C01%7C%7C83b086973d864f14355f08d8d24ab69a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637490565773444404%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=QLd8DYc2vx4HM6vEec%2BH7HYW9m6WXLnaYUEQ5SR8wws%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Feur-lex.europa.eu%2Flegal-content%2FES%2FTXT%2F%3Furi%3Duriserv%253AOJ.C_.2021.056.01.0063.01.SPA%26toc%3DOJ%253AC%253A2021%253A056%253ATOC&data=04%7C01%7C%7C83b086973d864f14355f08d8d24ab69a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637490565773454398%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=OJxijQGmPUpxKNRf7N%2BlbRk9HQ2yHGlKXmEhIwqyyt8%3D&reserved=0
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ESTATAL
Resolución de 14 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acuerdo de prórroga de ultraactividad del Convenio colec-
tivo del sector de la banca.
Ir al texto

Resolución de 14 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el acuerdo parcial del Convenio colectivo de productores de 
obras audiovisuales y actores que prestan servicios en las mismas.
Ir al texto
 
Resolución de 14 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el acuerdo parcial del Convenio colectivo de servicios de 
prevención ajenos.
Ir al texto

Resolución de 18 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se corrigen errores en la de 15 de diciembre de 2020, por la que se registra y 
publica el III Convenio colectivo de la Corporación de Radio Televisión Española, 
SME, SA.
Ir a texto
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F01%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1163.pdf&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717643870%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=kcHnqsQsblY3i5p%2FH23hEnKXrLbmSoAQCW5Izm8bOFI%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F01%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1163.pdf&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717643870%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=kcHnqsQsblY3i5p%2FH23hEnKXrLbmSoAQCW5Izm8bOFI%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F01%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1171.pdf&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717683851%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=6ZKljZhgxvm7fAYRiAuNybddPI4Nj5FSgaeSgayBRbk%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F01%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1171.pdf&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717683851%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=6ZKljZhgxvm7fAYRiAuNybddPI4Nj5FSgaeSgayBRbk%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F01%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-1172.pdf&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717683851%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=uJ0iToX6y1ex%2Fg6b%2FLJ855r%2FMtY8zrgc1rqz1sKALgQ%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-1334
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Resolución de 18 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se corrigen errores en la de 15 de diciembre de 2020, por la que se registra y 
publica el III Convenio colectivo de la Corporación de Radio Televisión Española, 
SME, SA. 
Ir a texto

Corrección de erratas de la Resolución de 8 de enero de 2021, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del 
VI Convenio colectivo estatal del ciclo integral del agua. 
 Ir a texto

Resolución de 4 de febrero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registran y publican las tablas salariales para el año 2021 del Convenio colecti-
vo de la industria del calzado.
Ir a texto

 
 
 
AUTONÓMICA

Andalucía
Resolución de 22 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo y Bien-
estar Laboral, por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación de la 
Comisión Negociadora del V Convenio Colectivo de la Empresa Pública. de Emer-
gencias Sanitarias
 Ir a texto

Resolución de 22 de enero de 2021, de la Dirección General de Trabajo y Bien-
estar Laboral, por la que se registra y publica el Acuerdo de la Comisión Paritaria 
Negociadora de la Agencia Servicio Andaluz de Empleo para la modificación del 
convenio colectivo del personal de la Fundación Pública Andaluza Fondo de For-
mación y Empleo.
 Ir a texto

Resolución de 28 de enero de 2021, de la Secretaría General para la Administra-
ción Pública, por la que se aprueba y ordena la publicación del Pacto de la Mesa 
General de Negociación Común del Personal Funcionario, Estatutario y Laboral de 
la Administración de la Junta de Andalucía, de 26 de enero de 2021, que modifica 
el apartado quinto del Pacto de 14 de septiembre de 2020, por el que se aprueba el 
protocolo de medidas organizativas para la aplicación temporal del régimen de tra-
bajo no presencial en el marco de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.
Ir al texto 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-1334
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-1334
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-1335
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-2292
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/18/49
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/19/33
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.juntadeandalucia.es%2Fboja%2F2021%2F21%2FBOJA21-021-00002-1399-01_00185335.pdf&data=04%7C01%7C%7C758b4fa47c64483d5ad708d8c74a91b4%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637478470660309383%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=7oA7%2BOuubXpbF4v2xUMvmlL%2BC9CDdcnhlR%2FP9TTQUXA%3D&reserved=0
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Asturias
Resolución de 7 de enero de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo y Promo-
ción Económica, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral provisio-
nal para el año 2021 del Convenio Colectivo del sector de almacenes y almacenes 
mixtos de madera de Asturias, en el Registro de Convenios y Acuerdos colectivos 
de Trabajo de la Dirección General de Empleo y Formación. [Cód. 2021-00207]. 
Ir a texto   

Resolución de 7 de enero de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del acuerdo parcial relativo 
a la revisión salarial para el año 2020 del Convenio Colectivo de la empresa Coo-
perativa Farmacéutica Asturiana (COFAS), en el Registro de Convenios y Acuer-
dos Colectivos de Trabajo de la Dirección General de Empleo y Formación. [Cód. 
2021-00208]. 
Ir a texto 

Resolución de 7 de enero de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral pro-
visional para el año 2021 del Convenio Colectivo del sector de trabajos forestales 
y aserraderos de madera del Principado de Asturias, en el Registro de Convenios 
y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la Dirección General de Empleo y Forma-
ción. [Cód. 2021-00205]. 
Ir a texto

Resolución de 7 de enero de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del acuerdo parcial relativo 
a la revisión salarial para el año 2019 del Convenio Colectivo de la empresa Coo-
perativa Farmacéutica Asturiana (COFAS), en el Registro de Convenios y Acuer-
dos Colectivos de Trabajo de la Dirección General de Empleo y Formación. [Cód. 
2021-00210]. 
Ir a texto 

Resolución de 7 de enero de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral provi-
sional para el año 2021 del Convenio Colectivo del sector de carpintería, ebanistería y 
varios, en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la Dirección 
General de Empleo y Formación. [Cód. 2021-00206]. 
Ir a texto

Cantabria
Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de 
la Comisión Negociadora del VIII Convenio Colectivo del Personal Laboral al Ser-
vicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, de fecha 23 
de diciembre, para la modificación Parcial y de los Anexos. Ir al texto

https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00207&p_r_p_dispositionReference=2021-00207&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00207&p_r_p_dispositionReference=2021-00207&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00208&p_r_p_dispositionReference=2021-00208&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00208&p_r_p_dispositionReference=2021-00208&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00205&p_r_p_dispositionReference=2021-00205&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00205&p_r_p_dispositionReference=2021-00205&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00210&p_r_p_dispositionReference=2021-00210&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00210&p_r_p_dispositionReference=2021-00210&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00206&p_r_p_dispositionReference=2021-00206&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-00206&p_r_p_dispositionReference=2021-00206&p_r_p_dispositionDate=29%2F01%2F2021
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fboc.cantabria.es%2Fboces%2FverAnuncioAction.do%3FidAnuBlob%3D357416&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717693842%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=2wOyZ6cWObAi7ozMv6OQaKKPzmoxYvQNBHSnyrAURc4%3D&reserved=0
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Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de 
la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo del Sector de Detallistas de Ali-
mentación de Cantabria, por el que se aprueban las Tablas Salariales para el año 
2021.
 Ir a texto

Castilla La Mancha
Resolución de 12/02/2021, de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía 
Social, por la que se registra y publica el acuerdo de modificación del III Acuerdo de Solu-
ción Autónoma de Conflictos Laborales de Castilla-La Mancha.
 Ir al texto

Extremadura
Resolución de 11 de febrero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de 
Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación 
del Acta, de fecha 21 de enero de 2021, suscrita por los miembros integrantes de 
la Comisión Negociadora del “Convenio Colectivo para las Industrias Siderometa-
lúrgicas para Cáceres y su provincia” en la que se establece el nuevo calendario 
laboral para el año 2021 aplicable en el ámbito de actuación del citado convenio y 
se deja sin efecto el suscrito en fecha 4 de diciembre de 2020. 
Ir al texto

La Rioja
Resolución de 4 de febrero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Acuerdo sobre complemento retributivo para 2020 del 
personal de administración y servicios de los centros educativos concertados de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, derivado del VI Convenio colectivo de las em-
presas de enseñanza privada sostenidas total o parcialmente con fondos públicos. 
Ir a texto

Murcia
Resolución de la Dirección General de Diálogo Social y Bienestar Laboral, por la que 
se dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de calendario laboral 
de 2021 del convenio colectivo del Sector Derivados del Cemento. 
Ir al texto
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Resolución de la Dirección General de Diálogo Social y Bienestar Laboral, por la 
que se dispone la inscripción en el registro y publicación del III Acuerdo sobre So-
lución Autónoma de Conflictos Laborales de la Región de Murcia (III ASECMUR).
 Ir al texto

Navarra
RESOLUCIÓN 124C/2020, de 21 de diciembre, de la Directora General de Política 
de Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el registro, 
depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Acuerdo de revisión sa-
larial para el año 2020 y de prórroga del Convenio Colectivo del Sector de Ikastolas 
de Navarra. 
Ir al texto 
 

Euskadi
RESOLUCIÓN de 19 de enero de 2021, del Director de Trabajo y Seguridad So-
cial, por la que se dispone el registro, depósito y publicación del «II Acuerdo Marco 
de Hostelería en la Comunidad Autónoma del País Vasco (2021-2023)» (código 
acuerdo 86100015082017).
 Ir a texto
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ASISTENCIA SANITARIA
STS 10-12-2020 Ir al texto

Roj: STS 4460/2020 - ECLI: ES:TS: 2020:4460 
No de Recurso: 1881/2018 No de Resolución: 1106/2020 
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Asistencia sanitaria: no tiene derecho a la prestación pública de asisten-
cia sanitaria una ciudadana de nacionalidad marroquí́, que dispone de permiso de 
residencia temporal en España válido hasta el 7/8/2017, por reagrupación familiar 
con su hijo, también de nacionalidad marroquí.́ En los supuestos en que un familiar 
a cargo de un reagrupante, que no ostenta la condición de beneficiario, ha obteni-
do la residencia legal por tal vía. Dicho familiar tiene cubierta la asistencia sanitaria 
por el reagrupante que debe mantenerla durante todo el tiempo de residencia legal 
como dinámica propia e inescindible del derecho. Y esta cobertura debe ser cali-
ficada de obligatoria en tanto que viene impuesta legalmente y con permanencia 
durante todo el tiempo de residencia del reagrupado en el Estado de acogida. Si 
ello es así, la protección que se pide con cargo a los fondos públicos es innecesa-
ria por estar ya cubierta por otra vía legal, aunque sea a cargo de un tercero que 
se ha obligado a dar cumplimiento a esa exigencia normativa. 

COMPENSACION Y ABSORCION 
STS 20-1-2021 Ir al texto

Roj: STS 176/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:176 
No de Recurso: 2093/2018 
No de Resolución: 66/2021  
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

JURISPRUDENCIA 
TRIBUNAL 
SUPREMO
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Resumen: vicios del consentimiento. Inexistencia. el hecho de que se ponga en co-
nocimiento de la persona trabajadora la existencia de unos hechos graves, que po-
drían comportar una serie de consecuencias legales, laborales y penales, dándole 
la oportunidad de optar por el cese para evitar la adopción de las correspondientes 
medidas, no significa en absoluto que se ejerza coacción sobre él por parte de la 
empleadora, puesto que “para que la conducta de la empresa previa a la toma de 
decisión pueda calificarse de amenaza o intimidación encuadrable en el art. 1267 
del Código Civil, es preciso que la misma revista un matiz antijurídico o ilícito, y no 
hay tal cuando lo que se hace es anunciar el posible ejercicio correcto y no abusivo 
de un derecho, como es el relativo a un posible despido disciplinario y la interposi-
ción de denuncia o querella” 

Reitera doctrina: STS/4a de 6 febrero 2007 -rcud. 5479/2005- y 14 junio 2010 
-rcud. 953/2009-, STS/4a/Pleno de 24 junio 2011 -rcud. 3460/2010- 

DESEMPLEO
STS 10-12-2020 Ir al texto

Roj: STS 4473/2020 - ECLI: ES:TS: 2020:4473 
No de Recurso: 3848/2018 No de Resolución: 1109/2020 
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN 

Resumen: Desempleo: la suspensión del subsidio para mayores de 52 años, debi-
da a la aceptación de una herencia por parte del actor el 10-09-2014, que ascendio ́ 
a 92.108, 09 euros, de los cuales 52.059, 09 fueron dinero en efectivo, no debe 
limitarse al mes de septiembre de 2014, (12 meses), sino debe mantenerse desde 
la fecha indicada hasta que el SPEE le reconoció la reanudación del subsidio con 
efectos de 1-04-2015, momento en que el beneficiario cumple con todos los requi-
sitos. La necesaria solicitud de reanudación por parte del beneficiario va seguida 
de la previa verificación por parte de la Entidad Gestora de cumplimiento de los 
requisitos de aplicación para, en su caso, proceder al nuevo reconocimiento de 
aquél, reanudación que, en ningún caso, podría producirse de forma automática a 
los 12 meses.  

DESPIDO
STS 14-1-2021 Ir al texto

Roj: STS 143/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:143 
No de Recurso: 888/2019 
No de Resolución: 44/2021 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URESTE GARCIA 
Resumen: Despido:  Caducidad de la acción: La parte actora tuvo desde el inicio 
de la prestación de servicios, durante su transcurso y al tiempo del despido, los 
datos necesarios e imprescindibles para articular la demanda frente al empleador 
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real; empero, la formuló contra otra entidad del grupo empresarial, respecto de la 
que no figura elemento fáctico alguno sobre una eventual vinculación de natura-
leza laboral, ni ninguna interposición lícita ni ilícita en el curso de la relación, y ni 
siquiera una apariencia formal de aquella calidad. 

El cauce ampliatorio concedido en la instancia, motivado efectivamente por la ca-
rencia de demanda contra el verdadero empleador, no puede, sin embargo, sub-
sanar una deficiencia asignable de manera exclusiva a la trabajadora, por cuanto 
ésta disponía de un conocimiento suficiente de la posición de su empresario. 

Reitera doctrina: STS IV 5.05.2016, rcud 2346/2014, STS de 15 noviembre 2006 
(rec. 2764/2005).   STS 6.03.2013 (rec. 1870/2012). 

DESPIDO COLECTIVO
STS 21-1-2021 Ir al texto

Roj: STS 159/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:159 
No de Recurso: 118/2020 
No de Resolución: 81/2021  
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Despido colectivo: Demanda de oficio caducada. Cuando la Autoridad 
Laboral presentó la demanda, el 26 de enero de 2017, la acción estaba ya cadu-
cada pues había transcurrido en exceso el plazo legal de veinte días. En efecto, tal 
como consta en la sentencia recurrida, el acta del período de consultas fue notificada 
a la autoridad laboral el 24 de noviembre de 2016. A partir de dicha fecha, la Inspec-
ción de Trabajo dispuso de un plazo de quince días para la emisión del informe; plazo 
que finalizó el 19 de diciembre de 2016. Por tanto, en aplicación de nuestra doctrina, 
a partir de ese día comenzó a correr el plazo de caducidad de veinte días hábiles que 
dio inicio el 20 de diciembre de 2016 y finalizó el 18 de enero de 2017. Habiéndose 
presentado la demanda el 26 de enero de 2017, obvio resulta que en tal fecha la 
acción estaba ya caducada. 

ERTE COVID FM
STS 25-1-2021 Ir al texto 

Roj: STS 59/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:59  
No de Recurso: 125/2020  
No de Resolución: 83/2021    
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 
 
RESUMEN: ERTE COVID-19 FUERZA MAYOR: se declara la existencia de la fuer-
za mayor alegada por la empresa “ANA NAYA GARCÍA, S.L.”, al encontrarse en 
uno de los supuestos de hecho descritos en el artículo 22.1 del Real Decreto-ley 
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8/2020, de 17 de marzo, lo cual determina pérdidas de actividad como consecuen-
cia del COVID-19 y es causa justificativa de la suspensión de relaciones laborales 
de ciento ochenta y siete (187) trabajadores de su plantilla. 

Silencio administrativo positivo: La empresa cumplió con las exigencias del art. 
22.2 del RD-L. 8/2020, por lo que nada impide que opere el silencio administrativo 
positivo. Cierto es que no se refiere a esta figura el RD-Ley 8/2020, de 17 de mar-
zo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, pero así resulta del Real Decreto-Ley 9/2020 de 27 de marzo, 
tanto en el preámbulo con remisión al art. 24 de la Ley 39/2015 de Procedimien-
to Administrativo Común de las Administraciones Públicas, de 1 de octubre (que 
como regla general, otorga al mismo sentido positivo, no encontrándonos ante un 
supuesto en el que se establezca lo contrario), como en el propio articulado en 
relación a la constatación de la fuerza mayor vinculada al COVID-19 para aplicar 
medidas temporales de suspensión de contratos de trabajo o de reducción de la 
jornada laboral , se deben entender estimadas por silencio administrativo positivo 
en el supuesto de que no se dicte una resolución expresa en el plazo de 5 días ( 
artículo 22.2.c del RDL 8/2020).  

En consecuencia, debe entenderse constatada la existencia de fuerza mayor por 
silencio administrativo positivo, aunque posteriormente en el presente caso, reca-
yó resolución expresa en el ERTE por fuerza mayor, que constata su existencia, 
reforzando la calificación y efectos del silencio  

Contratistas de la Administración pública: el ERTE por fuerza mayor es compatible 
con el derecho del concesionario al restablecimiento del equilibrio económico del 
contrato. El contratista que se encuentre en la situación descrita en el art. 34.4 pfo. 
1o del RD-ley 8/2020, como se señala en el mismo, deberá dirigir solicitud al órga-
no de contratación para que pueda adoptarse el pronunciamiento sobre la impo-
sibilidad de ejecución del contrato como consecuencia de dicha situación, cual ha 
sucedido en el presente caso en que se acuerda la suspensión del servicio como 
consecuencia del RD 463/2020, de 14 de marzo, y la suspensión de los contratos 
al declararse expresamente la imposibilidad de ejecución de los contratos de ges-
tión del servicio público de las escuelas infantiles (descriptor no 64).  

JURISDICCION
STS 26-1-2021 Ir al texto

Roj: STS 160/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:160 
No de Recurso: 71/2020 No de Resolución: 96/2021 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URESTE GARCIA 

Resumen: Personal laboral administración pública: se declara que las relaciones 
laborales de la Fundación demandada con el colectivo de trabajadores afectados 
por este conflicto colectivo son de naturaleza indefinida no fija, con las conse-
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cuencias legales inherentes que aquélla refiere, y absolviéndola de la pretensión 
principal de fijeza. 

LICENCIAS Y PERMISOS
STS 9-12-2020 Ir al texto

Roj: STS 4478/2020 - ECLI: ES:TS: 2020:4478 
No de Recurso: 79/2019 
No de Resolución: 1098/2020   
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Licencias y permisos: El permiso de acompañamiento médico de fami-
liares no es retribuido en convenio. El permiso regulado en el art.37.3d) ET está 
vinculado a la existencia de un deber de la persona trabajadora que reúna todas y 
cada una de las siguientes características: a) que sea inexcusable; b) que sea de 
carácter público; y c) que sea de carácter personal. 

Los deberes surgidos de las obligaciones familiares y de cuidados -fruto de las 
relaciones de filiación (ex art. 110 del Código Civil -CC-) o del deber de alimentos 
entre parientes en sentido amplio (ex art. 142 CC)-, a los que cabría ligar la activi-
dad que genera el derecho al permiso aquí controvertido, no sólo no obligan a su 
prestación personalísima e insustituible de los deudores de los mismos, sino que 
difícilmente pueden ser configuradas como obligaciones de carácter público. Por 
el contrario, pertenecen al ámbito privado y familiar y, por ello, estamos ante un 
permiso alejado por completo de la previsión específica del art. 37.3 d) ET. 

PLANES DE IGUALDAD
STS 26-1-2021 Ir al texto 

Roj: STS 350/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:350  
No de Recurso: 50/2020 No de Resolución: 95/2021  
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN  

Resumen. Plan de igualdad: la negociación de los planes de igualdad, dada la 
relevancia de los objetivos perseguidos por el legislador para asegurar la igualdad 
efectiva entre hombres y mujeres, debe acometerse necesariamente por los suje-
tos legitimados para la negociación de los convenios de empresa, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 45 LO 3/2007, de 22 de marzo, en relación con los arts. 
17.5, 85.2, 87, 88 y 89 ET.
  
Consiguientemente, no es factible sustituir a los representantes unitarios o sindica-
les de los trabajadores por una comisión ad hoc, que es una fórmula negociadora 
excepcional, habilitada por el legislador, cuando no hay representación legal de los 
trabajadores, para acometer la negociación de determinadas modalidades de ne-
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61

gociación colectiva, anudadas a medidas de flexibilidad interna y externa, como los 
períodos de consulta de la movilidad geográfica ( art. 40 ET) y las modificaciones 
sustanciales colectivas ( art. 41 ET), la suspensión de contratos y la reducción de 
jornada ( art. 47 ET), el despido colectivo ( art. 51 ET) y la inaplicación de convenio 
( art. 82.3 ET), sin que dicha representación ad hoc pueda utilizarse para la nego-
ciación de los convenios colectivo  

Reitera doctrina: STS 11 de marzo de 2014, rec. 77/2013; 9 de mayo de 2017, rec. 
85/2016; 14 de febrero de 2017, rec. 104/2016 y 13 de septiembre de 2018, rec. 213/2017  

PREVENCION DEL RIESGOS LABORALES
STS 15-12-2020 Ir al texto

Roj: STS 4474/2020 - ECLI: ES:TS: 2020:4474 
No de Recurso: 34/2019 
No de Resolución: 1124/2020   
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Prevención de riesgos laborales: se desestima la pretensión formulada 
por el sindicato accionante en conflicto colectivo consistente en que se condene 
a la empresa a “Garantizar a los trabajadores y trabajadoras que viajan en pasivo 
en los tres AVE y LD el derecho a viajar en condiciones de seguridad mediante la 
asignación de una plaza específica, evitando así los posibles accidentes y/o lesio-
nes que pudieran producirse”. 

No hay ninguna norma legal o convencional que imponga a la empresa la obliga-
ción de facilitar billetes con plazas asignadas.

Desde la perspectiva de la prevención de riesgos, la cuestión debe entenderse sol-
ventada con la admisión por la empresa del derecho del trabajador a desplazarse 
en el siguiente tren en el que haya plazas sentadas disponibles, cuando no hay 
plazas libres en el que le fue originariamente asignado. 

RECURSO DE CASACION  
EN UNIFICACION DE DOCTRINA
STS 21-1-2021 Ir al texto

Roj: STS 190/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:190 
No de Recurso: 3507/2018 
No de Resolución: 80/2021  
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

Resumen: Recurso de casación para la unificación de doctrina: El auto que homo-
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loga un acuerdo transaccional es una forma de conclusión del recurso contra la 
sentencia de suplicación que, al ser sustituido su contenido por el acuerdo alcan-
zado, queda privada de efecto alguno y, por ende, no puede adquirir la condición 
de sentencia firme porque, en definitiva, el proceso en el que se dictó la sentencia 
de suplicación ha concluido con una resolución judicial que la ha sustituido

RETA
STS 16-12-2020 Ir al texto

Roj: STS 4485/2020 - ECLI: ES:TS: 2020:4485 
No de Recurso: 2226/2018 No de Resolución: 1129/2020 
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: RETA: indebida denegación de la jubilación por imputación de pagos de 
las cuotas pendientes efectuada por la TGSS a la que no debió atribuirse efectos 
prestacionales. La deuda que el actor acumulara a la de las cuotas del RETA que 
aquí interesan, no solo no se refiere a cuotas de un régimen por cuenta propia, 
sino que ni siquiera se trata de cuotas a satisfacer en razón de su actividad profe-
sional. Por ello, la atribución del pago a otra deuda distinta, realizada por la TGSS, 
solo tiene efectos recaudatorios, pero no prestacionales. 

Así, se afirma en las STS/4a de 2 diciembre 2008 (rcud. 663/2008), 11 marzo 2013 (rcud. 
1756/2012) -si bien respecto de una prestación de incapacidad permanente-, y 22 noviem-
bre 2013 (rcud. 2514/2012); además de la sentencia referencial. 

SANCIONES ADMINISTRATIVAS
STS 19-1-2021 Ir al texto 

Roj: STS 68/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:68  
No de Recurso: 3070/2018  
No de Resolución: 58/2021  
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: principio non bis in idem:  no se vulnera el non bis in idem cuando se produ-
ce un accidente de trabajo, se condena penalmente al gerente de una mercantil como 
autor de un delito contra los derechos de los trabajadores en concurso con un delito 
de lesiones por imprudencia grave, y se impone posteriormente a aquella persona 
jurídica una sanción administrativa por infracción de las normas sobre prevención de 
riesgos laborales derivada del mismo accidente.  

TRABAJOS DE COLABORACION SOCIAL
STS 26-1-2021 Ir al texto 
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Roj: STS 313/2021 - ECLI: ES:TS:2021:313  
No de Recurso: 2372/2018  
No de Resolución: 87/2021   
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN  

Resumen: Trabajos de colaboración social: interpretación y aplicación de la Disp. 
Final 2a del RDL 17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de sostenibilidad fi-
nanciera de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales y otras de carácter 
económico, respecto de los trabajos de colaboración social.  

La citada disposición permitía la continuidad de la colaboración social celebrada 
antes del establecimiento de dicha doctrina, “cualesquiera que sean las activida-
des” y, por ello, tanto si se realizan actividades de carácter permanente u ordinario, 
como de naturaleza meramente temporal.  

En uso de sus legítimas potestades, el legislador, “ha decidido establecer un régi-
men específico, diferente del que se desprendía de la norma según nuestra recti-
ficada doctrina, para aquellos trabajos de colaboración social que se iniciaron con 
anterioridad a nuestra aludida rectificación, siempre que los mismos continuasen 
vigentes a la fecha de entrada en vigor del reiterado RDL 17/2014. La libertad de 
configuración del legislador, su arbitrio para establecer regulaciones temporales 
diferentes, no ha vulnerado los principios constitucionales que emanan del artículo 
9.3 CE y se ha integrado en el ámbito de su libertad a la hora de formular leyes 
que, como sabemos, son pese a todo, expresión de la voluntad general y no eje-
cución de la Constitución (STC 96/2002, de 25 de abril)”.  

VIUDEDAD
STS 19-1-2021 Ir al texto

Roj: STS 90/2021 - ECLI: ES:TS: 2021:90 
No de Recurso: 2952/2017 
No de Resolución: 51/2021 
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen: Viudedad: La primera cónyuge tiene derecho a la pensión de viudedad, 
pero debe optar entre viudedad y jubilación. Se reclama la pensión de viudedad 
por dos mujeres. Si se confirmara la sentencia recurrida, la pensión de viudedad 
que no se reconoce a la primera esposa, incrementaría la pensión de viudedad de 
la segunda. 

Sin embargo, en los supuestos de separación o cuando el causante divorciado no 
ha contraído segundo matrimonio, ni ha integrado una pareja de hecho, la interpre-
tación de la sentencia recurrida privaría de la pensión de viudedad al cónyuge his-
tórico, sin que ello incrementase la pensión de viudedad de ningún beneficiario. En 
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dichos supuestos, el INSS está reconociendo el derecho del beneficiario a percibir 
la pensión de viudedad, debiendo optar entre ambas pensiones. Si se acogiera 
esa tesis, los beneficiarios no tendrían derecho a la pensión de viudedad. 

2. La interpretación de la disposición transitoria 13a.2 de la LGSS de 2015 tiene 
que ser la misma cuando concurren varios solicitantes de la pensión de viudedad 
que cuando solo hay uno, en aras a la seguridad jurídica. 
Es cierto que el tenor literal de la disposición adicional 3a de la Ley 40/2007 es 
distinto de la disposición transitoria 13a.2 de la LGSS de 2015. Aquella norma hace 
referencia a tener reconocido derecho a una pensión contributiva. Por el contrario, 
el precepto aplicable a este pleito exige no tener derecho a otra pensión pública. 

Pero en ambos preceptos se regula una pensión de viudedad en supuestos espe-
cíficos exigiendo un requisito negativo consistente en que el beneficiario no sea 
titular o no tenga derecho a otra pensión. 

Accede a todas nuestras publicaciones a través nuestra web 

www.juecesdemocracia.es
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JURISPRUDENCIA 
TRIBUNALES 
SUPERIORES  
DE JUSTICIA

SENTENCIA TSJ MADRID 1036/2020

La Sección 5ª Sala de lo Social del TSJ de Madrid analiza en el marco de un des-
pido colectivo si la causa productiva alegada, fundada en la pérdida de una con-
trata, guarda relación directa con los efectos de la pandemia del Covid 19 y si el 
despido está afectado por el artículo 2 del RDL 9/2020. Tras analizar la calificación 
de nulidad o improcedencia que merece tal despido, concluye que los despidos 
fundados en las causas económicas, técnicas, organizativas y de producción en 
las que podrían ampararse las medidas de suspensión de contratos y reducción 
de jornada previstas en los artículos 22 y 23 del Real decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo deben ser calificados como improcedentes sobre la base de considerar que 
en el RDL 9/2020 no prevé la sanción de nulidad no pudiendo distinguir el interpre-
te donde la norma no distingue.

Accede a la sentencia

SENTENCIA TSJ PAÍS VASCO 119/2021
La Sala de lo Social del País Vasco revoca la sentencia del juzgado de lo social 
y declara la nulidad del despido de un trabajador por causas económicas, que 
existiendo en el mes de diciembre de 2019, no es hasta bien entrada la crisis de la 
Covid 19 cuando se efectúa. Considera la Sala que constituye fraude de ley invo-
car causas económicas atendiendo solo a datos previos a la pandemia para evitar 
o esquivar la aplicación de la prohibición de despedir del artículo 2 RDL 9/2020 en 
contra de la voluntad del legislador de priorizar el mantenimiento del empleo a tra-
vés de la utilización de las medidas de flexibilización interna previstas en los artícu-
los 22 y 23 del RDL 8/2020, lo que determina la nulidad de la declaración extintiva.

Accede a la sentencia

https://drive.google.com/file/d/1gCWTVXLzfqHiDJQuVuGF6lFRuMpUfFj5/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/17FrldsFRMMOqn1Cqd3uzqq_wVF0C-nbi/view?usp=sharing
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SENTENCIA TSJ CATALUÑA 66/2020

La Sala declara la procedencia del despido por causas productivas –pérdida de actividad- 
articulado por una empresa como consecuencia de la resolución del contrato de prestación 
de servicios operado por otra empresa directamente afectada por los efectos de la pande-
mia. Realizando una interpretación restrictiva y literal del artículo 22 del RDL 8/2020, ex-
cluye la aplicación del artículo 2 RDL 8/2020 al no tener el despido colectivo causa directa 
en pérdidas de actividad como consecuencia del Covid 19, pese a reconocer que la causa 
última de la resolución del contrato mercantil se encuentra en la pandemia, pues distingue 
tal causa de la directa del despido colectivo que es la resolución del contrato mercantil de 
prestación de servicios por parte de la directamente afectada. La Sentencia cuenta con un 
importante voto particular en el que con base en el artículo 23 RDL 8/2020 concluye que la 
causa está relacionada con la Covid 19 y determina la aplicación de las medidas de flexibi-
lidad laboral, estando afectada por lo dispuesto en el artículo 2 RDL 9/2020. Tras alcanzar 
esta conclusión examina la calificación que merecería el despido efectuado en contraven-
ción a lo fijado en dicho precepto y tras valorar que la norma refuerza y prioriza las medidas 
de flexibilidad interna, considera que las facultades extintivas se mantienen explícitamente 
vigentes, debiendo entenderse injustificados los despidos operados por tales causas, pero 
no descarta la posibilidad de calificarlos como nulos en aquéllos supuestos en los que se 
constate la existencia de fraude de ley ex artículo 6.4 CC. 

Accede a la sentencia

https://drive.google.com/file/d/1wMJzpWUefJ6daBKA7DT0ciH1cJZ9wm_y/view?usp=sharing
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AUTO 29-1-2021, EJEC 1017/2019 JUZGADO DE LO 
SOCIAL 5 DE BARCELONA
Extensión de responsabilidad en trámite de ejecución (art. 240.2 LRJS). Empresa 
ejecutada que es declarada en concurso y vende la unidad productiva a un tercero. 
El ejecutante formula ante el JS ejecutor demanda incidental contra la adquirente 
pretendiendo se declare la responsabilidad solidaria de ésta junto con la de la eje-
cutada. Oposición de la demandada incidental alegando incompetencia de jurisdic-
ción, invocando el art. 221.2 del TRLC (nueva Ley Concursal), aprobado por RD 
Legislativo 1/2020, por considerar que es competente el juez del concurso. Norma 
ultra vires por exceso en el uso de la delegación legislativa. Jurisprudencia del TC 
y del TS. Se aplica la anterior LC 22/2003. Competencia jurisdicción social.
Sucesión de empresa en trámite de ejecución. Requisitos para extensión de res-
ponsabilidad. Carácter del auto como título ejecutivo y orden general de ejecución 
frente a la empresa extensa. Demora de la notificación a la ejecutada y a la extensa 
hasta que se practiquen inmediatamente diligencias de embargo (art. 54.3 LRJS)

Accede a la sentencia

JURISPRUDENCIA 
JUZGADOS  
DE LO SOCIAL

https://drive.google.com/file/d/1uaP1GtNGt7Eq464UnXTJA8hE5f5VXZSh/view?usp=sharing
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JURISPRUDENCIA   
TRIBUNAL 
DE JUSTICIA  
DE LA UNIÓN 
EUROPEA 

CONTRATOS DE DURACION DETERMINADA
STJUE 11-2-2021

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 1999/70/CE — Acuerdo 
Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada — 
Cláusula 5 — Medidas que tienen por objeto prevenir los abusos resultantes de la 
utilización de sucesivos contratos o relaciones de trabajo de duración determinada — 
Contratos de trabajo de duración determinada en el sector público — Contratos 
sucesivos o primer contrato prorrogado — Medida legal equivalente — Prohibición 
constitucional absoluta de convertir contratos de trabajo de duración determinada 
en contratos por tiempo indefinido — Obligación de interpretación conforme»
En el asunto C760/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Monomeles Protodikeio Lasi-
thiou (Juzgado de Primera Instancia de Lasithi, Grecia), mediante resolución de 4 
de diciembre de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 4 de diciembre de 2018, 
en el procedimiento entre M. V. y otros y Organismos Topikis Aftodioikisis (OTA) 
«Dimos Agiou Nikolaou
En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Séptima) declara:

1)      Las cláusulas 1 y 5, apartado 2, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo 
de Duración Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en 
el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, 
relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo 
de Duración Determinada, deben interpretarse en el sentido de que la ex-
presión «sucesivos contratos de trabajo de duración determinada», utilizada 
en ellas, incluye también la prórroga automática de los contratos de trabajo 
de duración determinada de los trabajadores del sector de la limpieza de las 
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entidades territoriales efectuada con arreglo a disposiciones nacionales ex-
presas y a pesar de que no se haya respetado la forma escrita, en principio 
prevista para la celebración de contratos sucesivos.

2)           La cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de 
Duración Determinada debe interpretarse en el sentido de que, cuando se 
haya producido una utilización abusiva de sucesivos contratos de trabajo de 
duración determinada, a efectos de dicha disposición, la obligación del ór-
gano jurisdiccional remitente de efectuar, en la medida de lo posible, una in-
terpretación y aplicación de todas las disposiciones pertinentes del Derecho 
interno que permita sancionar debidamente ese abuso y eliminar las conse-
cuencias de la infracción del Derecho de la Unión incluye la apreciación de 
si pueden aplicarse, en su caso, a efectos de esa interpretación conforme, 
las disposiciones de una normativa nacional anterior, todavía vigente, que 
autoriza la conversión de los sucesivos contratos de trabajo de duración 
determinada en un contrato de trabajo por tiempo indefinido, aunque exis-
tan disposiciones nacionales de naturaleza constitucional que prohíban de 
modo absoluto dicha conversión en el sector público.

 

DISCRIMINACION POR RAZON DE 
DISCAPACIDAD
STJUE 26-1-2020
Ir al texto

Procedimiento prejudicial — Política social — Igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación — Directiva 2000/78/CE — Artículo 2, apartados 1 y 2, letras a) y b) — 
“Concepto de discriminación” — Discriminación directa — Discriminación indirec-
ta  — Discriminación por motivos de discapacidad  — Diferencia de trato dentro 
de un grupo de trabajadores discapacitados  — Concesión de un complemento 
salarial a los trabajadores discapacitados que hayan presentado, después de una 
fecha elegida por el empresario, un certificado de discapacidad — Exclusión de 
los trabajadores discapacitados que hubieran presentado su certificado antes de 
esa fecha»

En el asunto C16/19, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial plan-
teada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Sąd Okręgowy w Krakowie (Tribunal 
Regional de Cracovia, Polonia), mediante resolución de 27 de noviembre de 2018, 
recibida en el Tribunal de Justicia el 2 de enero de 2019, en el procedimiento entre 
VL y Szpital Kliniczny im. dra J. Babińskiego Samodzielny Publiczny Zakład Opieki 
Zdrowotnej w Krakowie,

El Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara:

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=236963&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2190962
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=236963&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2190962
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El artículo 2 de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, 
relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el em-
pleo y la ocupación, debe interpretarse en el sentido de que:

�la práctica de un empresario consistente en abonar un comple-
mento salarial a los trabajadores discapacitados que hayan pre-
sentado su certificado de discapacidad después de una fecha ele-
gida por dicho empresario, y no a los trabajadores discapacitados 
que hubieran presentado dicho certificado antes de esa fecha, 
puede constituir una discriminación directa cuando resulte que di-
cha práctica se basa en un criterio indisolublemente vinculado a la 
discapacidad, en la medida en que puede hacer definitivamente 
imposible que cumpla este requisito temporal un grupo claramente 
identificado de trabajadores, integrado por el conjunto de los traba-
jadores discapacitados cuyo empresario conocía necesariamente 
la situación de discapacidad en el momento en el que estableció 
esa práctica;

 �la citada práctica, aunque aparentemente neutra, puede constituir 
una discriminación indirecta por motivos de discapacidad cuando 
resulte que ocasiona una desventaja particular a trabajadores dis-
capacitados en función de la naturaleza de su discapacidad, en 
particular de su carácter ostensible o de que dicha discapacidad 
requiera ajustes razonables de las condiciones de trabajo, sin es-
tar objetivamente justificada por una finalidad legítima y sin que 
los medios para la consecución de esa finalidad sean adecuados 
y necesarios.
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JURISPRUDENCIA 
TRIBUNAL EUROPEO 
DE DERECHOS 
HUMANOS

DERECHO A UN PROCESO JUSTO
STDH 4-2-2021 (Vorotnikova)

Ir al texto 

Resumen: Derecho a un proceso justo: (art.6.1 CEDH). Art 6 § 1 (administrativo) • 
Audiencia imparcial • No informar al solicitante de las opiniones de las instituciones 
estatales sobre la cuestión central del proceso y con el objetivo de influir en su re-
sultado • Negativa a admitir en el expediente los comentarios del solicitante sobre 
estas opiniones • Garantías que emanan del derecho a un proceso contradictorio 
no limitado a las observaciones presentadas por las partes en el proceso • Falta 
de salvaguardia en la legislación nacional pertinente para garantizar el derecho a 
un proceso contradictorio 

STDH 16-2-2021 (Steenbergen)

Ir al texto 

Art 6 § 1 (civil) • Acceso a los tribunales • Notificación adecuada únicamente por 
medios electrónicos de (proyecto) de decisión administrativa que pueda afectar di-
rectamente a terceros • Sistema coherente que logra un equilibrio justo entre los in-
tereses en juego • Gran cantidad de usuarios domésticos de Internet • Preexistente 
práctica codificada en la legislación nacional publicitada al público • Oportunidad 
clara, práctica y efectiva para comentar y cuestionar la decisión (borrador) • No se 
excedió el margen de apreciación 

DISCRIMINACION POR RAZON DE SEXO
STDH 4-2-2021 (Jurcic)

Ir al texto 

Resumen: Discriminación por razón de género: Art 14 (+ Art 1 P1) • Discriminación 
sexual directa e injustificada al denegar una prestación relacionada con el empleo 
a una mujer embarazada que se sometió a fertilización in vitro poco antes del em-
pleo • Obligaciones financieras impuestas a un Estado durante el embarazo de 
una mujer que no pueden justificar la diferencia de trato en base del sexo • Carác-
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ter problemático de las medidas de verificación de seguros dirigidas con frecuencia 
a mujeres embarazadas y mujeres que habían celebrado un contrato de trabajo 
en una etapa avanzada de su embarazo o con familiares cercanos • La protección 
de la mujer durante el embarazo relacionada con el empleo debe La presencia 
en el trabajo durante la maternidad era esencial para el buen funcionamiento de 
su empleador o si se les impide temporalmente realizar su trabajo • Medidas de 
protección de la maternidad esenciales para defender el principio de igualdad de 
trato de hombres y mujeres en el empleo • La conclusión de las autoridades de 
que la fertilización in vitro hizo la demandante no no fuera médicamente apta para 
aceptar un empleo equivalente a supuso disuadirla de buscar empleo debido a 
un posible embarazo y es revelador de estereotipos de género, en contravención 
directa de las leyes nacionales e internacionales. 

PROPIEDAD
STDH 11-2-2021 (CASARIN)

Ir al texto

Resumen: Derecho de propiedad (art.1 Protocolo 1 CEDH). Violación existente. 

La demandante, Amelia Casarin, es una ciudadana italiana nacida en 1950 y resi-
dente en Turín.

El caso trata sobre una supuesta infracción de los derechos de propiedad de la 
demandante. Sra. Casarin, que se quejó de las consecuencias de una acción para 
la recuperación de pagos indebidos (azione di ripetizione dell’indebito) exigiéndole 
que devolviese a las autoridades administrativas una parte de las sumas pagadas 
a ella en concepto de compensación por una diferencia de salario.

Injerencia desproporcionada por    la acción de las autoridades para reembolsar 
sumas pagadas por error • Margen de apreciación más estrecho cuando el error 
es atribuible únicamente a las autoridades estatales • Principio de “buen gobierno” 
• Error de evaluación que emana del empleador en quien el empleado podría tener 
confianza razonable • Solicitante que tuvo que soportar el error de la administra-
ción Basándose en particular en el artículo 1 del Protocolo n. ° 1 (protección de 
la propiedad) al Convención sobre Derechos Humanos, la demandante alegó que 
la orden de devolución de la suma de 13.288,39 euros al Instituto Nacional de la 
Seguridad Social habían vulnerado sus derechos en virtud de dicho artículo.
Violación Artículo 1 del Protocolo No. 1
Satisfacción justa: 15.318 euros (EUR) por daño material, 8.000 EUR por daño 
moral, y 2.500 euros para gastos y costas.
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO

OIT NEWS
De prisión a una vida mejor. Perspectivas sobre el mundo del trabajo. Voices.
Ir al texto

El sector de la construcción puede contribuir a la recuperación después de la 
pandemia 
Ir a texto

Trabajo infantil. Una canción para que los niños puedan volar.
Ir al texto

Trabajo, libertad y felicidad: Los grandes motores de la antigüedad 
Ir a texto

Paz y resiliencia a través del trabajo decente 
Ir al texto 
 
La pandemia de la COVID-19 ha acentuado la fragilidad de los Estados ya 
afectados por desastres y conflictos. 
Aún antes de esta crisis sanitaria mundial, numerosos países registraban 
tasas elevadas de desempleo y pobreza, dando lugar a un aumento del riesgo 
de inestabilidad social. Estos factores hacen que los países afectados por la 
fragilidad, los conflictos o los desastres estén menos preparados para enfrentar 
futuras crisis. 
El trabajo decente ha demostrado ser el cimiento de sociedades resilientes y 
pacíficas. En el contexto de la pandemia de la COVID-19, es más necesario que 
nunca. 

ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO
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La OIT logra la neutralidad de carbono Los esfuerzos de la OIT forman parte de 
una estrategia más amplia de la ONU – Greening the Blue – para borrar la huella 
de carbono de sus organismos. 
Ir al texto 

La OIT se asocia para promover la salud mundial.
Ir al texto

COVID-19: Proteger a los trabajadores en el lugar de trabajo
Protección de la salud mental de los trabajadores sanitarios durante la pandemia 
de COVID-19
Los trabajadores sanitarios y asistenciales se encuentran en primera línea de 
la lucha contra la pandemia de COVID-19 desde hace más de un año. Ello 
ha ampliado su carga de trabajo y su jornada laboral y les ha impedido tener 
tiempo suficiente para el descanso y la recuperación, y constantemente corren 
el riesgo de contagiarse. Por otro lado, muchos de ellos deben hacer frente a 
casos de violencia, acoso o estigmatización en su trabajo. Todo eso repercute 
adversamente en la salud mental y en el bienestar de los trabajadores sanitarios. 
Ir al texto

¿Cuál es el futuro de la industria del automóvil? 
La industria del automóvil se enfrenta a las perturbaciones derivadas de la 
pandemia del COVID-19, los conflictos comerciales y la revolución digital, 
así como a la preocupación por la huella medioambiental de la industria y 
las condiciones de trabajo en sus complejas cadenas de suministro. Los 
representantes de los gobiernos, los empleadores y los trabajadores de la 
industria del automóvil se reúnen virtualmente esta semana en la OIT para 
debatir los futuros retos y oportunidades, incluyendo las necesidades de 
cualificación y formación. 
Ir al texto 

El rápido crecimiento de la economía digital reclama una respuesta de política 
coherente.
Ir al texto
 
 
¿Las plataformas digitales de trabajo pueden crear una competición leal y 
empleos decentes?
Ir al texto
 
Un apoyo a los ingresos para ayudar a 17.000 trabajadores de la confección 
afectados por la pandemia de COVID-19 de la RDP de Laos.
Ir al texto
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ADMINISTRACIÓN 
DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL

MINISTERIO EMPLEO  
Y SEGURIDAD SOCIAL 
Trabajo constituye la Comisión Asesora que fijará el objetivo de que el SMI alcance 
el 60% del salario medio español 
Ir al texto

La Inspección de Trabajo impulsa un Plan de Actuación para regularizar la situa-
ción laboral del sector de empleadas de hogar 
Ir al texto 
  
España firma el Protocolo Adicional a la Carta Social Europea del Consejo de Eu-
ropa por el que se establece un sistema de reclamaciones colectivas 
-España ha firmado hoy en la sede del Consejo de Europa en Estrasburgo el Pro-
tocolo Adicional a la Carta Social Europea por el que se establece un sistema de 
reclamaciones colectivas 
Ir al texto 

Yolanda Díaz plantea estrategias de empleo de calidad para salir de la crisis y 
avanzar hacia una Europa más social  
Ir al texto 

CALENDARIO ESTADÍSTICO
Índice de Precios Industriales. Base 2015  
Ir al texto 

Noviembre 2020. Datos provisionales  
La variación anual del Índice de Precios Industriales aumenta 
casi un punto y medio, hasta el –2,8%  
La tasa mensual de los precios industriales es del 0,8% JU
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https://prensa.mites.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3938
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Flaboral%2Fdetalle%2F3939&data=04%7C01%7C%7C758b4fa47c64483d5ad708d8c74a91b4%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637478470660339366%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=7t5MhodguXoOeAq%2B7aWcm8hN%2BNI0x7tZ6Z5vZddyriY%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Flaboral%2Fdetalle%2F3941&data=04%7C01%7C%7C802e7a224dce4cb8d45708d8ca8cfc5c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637482054313160597%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=MJUxeaZLvdBtEWQDxbDoYzhNppyy0CmsSiToa2yDErs%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Fministro%2Fdetalle%2F3947&data=04%7C01%7C%7C1e8d9469fbfe4a27016a08d8d7c90c8a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637496605944183012%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=401nH7gSbG4W442L5%2FjP6cPiIMi2Ad6KR7zZdCBfZAU%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Fdaco423%2Fipri1120.pdf&data=04%7C01%7C%7C4e559235d2d74719211f08d8c1cab287%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637472423897781698%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=r4bsNCpyB21Wr2iCId5KYPvvQXWQy1KdVM7khkhfABY%3D&reserved=0
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Estadística de hipotecas. Noviembre de 2020. 
Ir al texto

Encuesta de población activa
Ir a texto

Estadística de flujos de la población activa
Ir a texto

Cifras de población. Datos provisionales
Ir a texto

IPC (Indicador Adelantado)
Ir a texto

IPCA (Indicador Adelantado)
Ir a texto

Movimientos turísticos en fronteras. FRONTUR. Diciembre 2020.
Ir al texto

EGATUR. Encuesta de gasto turístico. Diciembre 2020.
Ir al texto

Índices de precios de exportación y de importación de productos industriales
Ir a texto

Estadística de procedimiento concursal
Ir a texto

Índices de producción industrial
Ir a texto

Índices de cifras de negocios en la industria
Ir a texto	

Indicadores de actividad del sector servicios
Ir a texto

Hoteles: encuesta de ocupación, índice de precios e indicadores de rentabilidad. 
Coyuntura turística hotelera. Enero 2021.
Ir al texto
 
Estadística sobre el uso de la Biotecnología. Año 2018.
Ir al texto

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736170236%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576757&data=04%7C01%7C%7C0305a9c47e834ab9e00708d8c29bf3cb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637473322717703836%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=e2EGVs5zsT8U0x4ds29cdRHlWXhQaiAEec%2Bl%2BCNymDQ%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=ultiDatos&idp=1254735976595
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176907&menu=ultiDatos&idp=1254735976595
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176951&menu=ultiDatos&idp=1254735572981
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
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https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148943&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736177018%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576550&data=04%7C01%7C%7C8f2d1e2c62314fd4819308d8c9a733b9%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481067398217537%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=j40%2FWHUp55ryQHKIH8YRFkvJErQImnZYXl0jYoDQcqI%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736145519&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148782&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176863&menu=ultiDatos&idp=1254735576778
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CULTURA Y TRABAJO   

El rincón de la 
conTraCultura Silvia Ayestarán y 

AG Stakanov

LAS NIÑAS  
(100 min.). 6 
nominaciones. Dir. Pilar 
Palomero (Guionista). 
Producida por Inicia 
films, BTeam Pictures. 
2020. Mejor película en el 
Festival de Málaga (2020) 
y Premio Forqué (2020). 
Disponible  
en Filmin 
Trailer

LA BODA DE ROSA 
(100 min.) 8 
nominaciones. Dir. 
Icíar Bollaín (Guionista 
junto con Alicia Luna). 
Producida por Tandem 
films, Turanga films, 
Setembro cine. 2020. 
Premio Forqué especial 
del jurado (2020). 
Disponible  
en Filmin 
Trailer

ANE
(100 min.)
 5 nominaciones. 
Dirección David P. 
Sañudo. Guionista David 
P. Sañudo, Marina Parés. 
Productora Amania 
Films, Gobierno Vasco, 
ETB, TVE. Disponible en 
Movistar y Filmin. 
Trailer

GOYAS, PRIMERA ENTREGA
CINE

https://www.youtube.com/watch?v=R_PjEmYMxoE
https://www.youtube.com/watch?v=jrAML3wM1ug
https://www.youtube.com/watch?v=lWnBU0xGddY
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Empieza la temporada de grandes 
premios del cine, primero los Goya 
y después -aún no hay fecha-, los 

Oscar. No nos parece mala idea hacer un 
repaso desde esta tribuna a los premios a 
la categoría de la mejor película. Seguro 
que ofrecemos una visión completamente 
distinta a la que puedan ver o escuchar en 
los mass media, y así lo acredita nuestra 
absoluta disconformidad con que la pelí-
cula de Almodóvar/Banderas se llevara el 
máximo galardón. Pero volviendo a este 
año y para comenzar, vamos con dos de 
las películas que aparecen en todas las 
quinielas para ganar el Goya 2021 a la 
mejor película.

Con respecto a Las niñas, nos resulta im-
posible unirnos al aplauso unánime de la 
crítica cinematográfica patria porque, si 
bien la película de la novel Pilar Palo-
mero lleva un notorio palmarés (la Biz-
naga de Oro del Festival de Málaga y el 
Premio Forqué a la mejor película), nos 
aburrimos como una ostra los 100 minu-
tos que dura la película cuya -inexisten-

te-trama queda retratada al completo en 
su tráiler; todo lo que excede de ese mi-
nuto y 35 segundos es una sucesión de 
lentas escenas costumbristas datadas a 
principios de los 90. Cabe decir que nos 
aproximamos a la película con gran cu-
riosidad y morbo ya que quien escribe 
esta columna vivió aquellos años pre-
cisamente en un colegio y ambientes 
parecidos. Aun así, la película fue inca-
paz de despertar el interés sobre lo co-
tidiano de unas niñas preadolescentes 
que asisten a un colegio de monjas, 
con la particularidad de que la prota-
gonista es hija de madre soltera. Mu-
cho silencio, mucho primer plano, poca 
vocalización y echando de menos el 
clásico triplete “introducción-nudo-des-
enlace”. Sobrevalorada.

La boda de Rosa juega en otra línea. 
Esta película es su actriz, Candela Peña, 
que arrebata como huracán y transmite 
emoción por todos los poros de la piel 
-desde aquí ya advertimos que las in-
terpretaciones contenidas y estoicas nos 

El rincón de la 
conTraCultura JURISDICCIÓN SOCIAL FEBRERO 2021
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dejan más fríos que un carámbano-. Tam-
bién es sencilla y un poco previsible, pero 
entretiene ver a esa tremenda actriz inten-
tando huir de la vacuidad y de los gorrones 
de la familia para tomar las riendas de su 
vida, para lo que no le queda más remedio 
que apretar el botón nuclear. Resulta fácil 
meterse en la piel de la protagonista, “chi-
ca para todo” de su padre viudo y de sus 
hermanos, a los que se acaba uniendo la 
hija con dos nietos. En el último tercio de 
la película el guion flojea al concebir que 
todos, pero es que todos los buitres de su 
familia den con tanta facilidad un giro de 
180 grados para resignarse y apoyar a la 
protagonista por lograr su ansiada inde-
pendencia. Menos mal que lo que acaba 
imponiéndose es la frescura y alegría de 
vivir de Candela.

Más provocativa y contundente que Pa-

tria, la película vasca Ane ofrece con buen 
ritmo y con mucha garra, un fresco sobre 
el oprimente mundo abertzale y los miem-
bros de la sociedad vasca. Tan desga-
rradora como amarga, minuto a minuto 
vamos siguiendo a Lide en la búsqueda 
de una hija, quizá perdida para siempre 
en el mundo radical, abortada así en el 
mejor de los casos la posibilidad de ren-
tabilizar unas magníficas calificaciones 
en una Universidad de prestigio. La in-
variable actitud descompuesta e irritable 
de la madre nos empuja a observar la 
película desde un ángulo exterior don-
de, sin embargo, sentimos como un 
mazazo las perturbadas y sucias at-
mósferas de esos barrios deprimidos, 
que discurren paralelas al feísmo y hos-
tilidad de la convivencia social, de donde 
resulta inimaginable que pueda brotar un 
atisbo de belleza o amabilidad.

Este mes: THE WHO  
“Sell out” (Decca, 1967. Rock)

The Who han sobrevivido hasta el nuevo mi-
lenio conservando a sus dos frontman (con-
dición que comparten ex aequo el chico de 
los rizos y el narigudo más famoso del ne-
gocio), pero han dejado en el camino a dos 
músicos excepcionales, auténtica historia del 
rock, entre los que se cuentan el que para 
muchos ha sido el mejor bajista del género 
(John Enwistle, The Ox), y el baterista más 

BLUES/ROCK/SOUL.
LOS TRES COLORES BÁSICOS…

MÚSICA
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excéntrico, destructivo e hiperactivo del 
circuito. A mí me basta con eso para per-
donarles su barroquismo setentero, su 
vandalismo escénico y, sobre todo, sus 
puñeteras operas rock (¿podría concebir 
alguien un oxímoron más clamoroso?).

El bueno de Pete fue uno de los pioneros 
en cerrar cada concierto destrozando 
su set, rajando conos con saña y ha-
ciendo añicos su guitarra tras mandar-
la al cielo. Ese manierismo del destrozo 
minó su presupuesto hasta sacrificar su 
natural inclinación hacia las Gibson les 
Paul para calzarse esas icónicas (y más 
económicas) Stratocaster rojas con que 
se asocia al “Rey del molinete”. Daltrey 
me interesa mucho menos y llevo toda 

la vida confundiéndolo con Robert Plant 
(que me interesa más).

Rescatamos hoy un vinilo de 1967, ex-
traño en la obra del grupo, pero original 
por confirmar un conjunto coherente (no 
una suma de hits), algo novedoso en esa 
época. El conjunto simula la programación 
de una emisora (pirata) como aquellas que 
recreó el divertido film Radio encubier-
ta (2009), homenaje a los barcos que 
emitían música rock para Gran Bretaña 
huyendo de las patrulleras. Por mucho 
que la policía costera amargara la vida 
a estas amables embarcaciones, mucho 
más habrían tenido que temer de haber 
contado entre sus pasajeros con un Keith 
Moon en plena efervescencia hooligan.

Este mes: HENRY PADOVANI “A croi-
re que c’etait pour la vie” (Never say die, 
2007, Alternativa).

El corso Henry Padovani pasará a la gran 
historia de la música pop como la pieza 
que impedía el despegue de The Police. 
El limitado guitarrista, amigo de Stewart 
Copeland, hubo de ceder su rol al meticu-
loso Andy Summers, diez años mayor que 
el resto del grupo y llamado a elaborar el 
ecosistema ideal para que Sting despega-
ra como compositor e intérprete.

Hasta el crudo momento en que sus com-
pañeros le señalaron la puerta de salida, 
Henry fungía de guitarrista rotundo y pe-
drestre al servicio de un Copeland empe-
cinado en mantenerse dentro de la órbita 
punk. Eso hasta que el venerable Andy, 
que ya acreditaba haber trabajado con 

…Y SUS DERIVADOS (COMBINACIONES, 
PERMUTACIONES Y PERVERSIONES)

https://www.youtube.com/watch?v=Lnzl6qkIc_M
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Clapton, Hendrix y Jimmy Page, dijo aque-
llo de o él o y yo.

Este Te pensabas que era para toda la vida 
que hoy presentamos confirma un ramille-
te de temas muy alejados de las primeras 
influencias del artista, aunque algunos de 
sus trabajos más tempranos (Font L’Enfer, 

1982) ya avanzaban esa predisposición a 
tempos moderados y melodías amables. 
En fin, ese “policía secreto”, como se le 
conoce en el mundo del rock, se ha hecho 
tan mayor como los más conocidos, y las 
enormes diferencias técnicas que le sepa-
raban de sus compañeros hoy son menos 
perceptibles. 

Este mes: ESBJÖRN SVENSSON TRIO. 
“Leucocyte” (ACT, 2008; Jazz europeo 
alternativo). 

Obra póstuma de uno de los máximos ex-
ponentes del jazz nórdico, editado poco 
después del fallecimiento de Svensson en 
un accidente de buceo. Leucocyte recoge 
en sus generosos 73 minutos una mues-
tra conclusiva de la obra del grupo, cuyo 
peculiar sonido, abierto incluso al rock y a 
vanguardias alternativas, había permitido 
al trío extender su rango de popularidad 

más allá de las fronteras del jazz.

Quizá su penetración en otras esferas se 
debe a su disposición a incorporar recur-
sos electrónicos, abriéndose a formatos 
propios de la música ambiental. Un des-
criptor este acusado de abastecer a un 
mercado menos melómano, que se con-
forma con disfrutar de un fondo musical 
aislante del ruido ambiente (lo que algu-
nos llaman “música para gente que odia 
la música”, sublimación pop del clásico “la 
música es el ruido que menos me moles-
ta”). Puede que en ocasiones EST haya 
incurrido en esta falta, pero en Leucocyte 
apenas se nota. 

Se dice que el álbum es producto de unas 
sesiones de improvisación encadenadas 
por la banda entre concierto y concier-
to dentro de su gira por Australia (2007), 
posteriormente sometidas a un proceso 
de postproducción y edición. Su parte final 
incorpora una Suite con 4 temas, basados 
en el título del LP, posiblemente etiqueta-
dos tras la muerte del líder del trío, con la 
intención de ofrecer al público lo que po-
siblemente fuera el germen de proyectos 
futuros, ya definitivos y tristemente frustra-
dos.

JAZZ/EXPERIMENTAL
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CARTA SOCIAL 
EUROPEA

ARTÍCULOS Y 
JURISPRUDENCIA 

DEL COMITÉ EUROPEO 
DE DERECHOS SOCIALES 

Traducido por Carlos Hugo PRECIADO DOMÈNECH
Magistrado especialista del Orden Social. Doctor en DerechoSocial

Artículo 15 Derecho de las personas con discapacidad a la autonomía, 
la integración social y la participación en la vida de la comunidad

Toda persona con discapacidad tiene derecho  
a la independencia, la integración social  

y la participación en la vida de la comunidad.

El artículo 15 refleja y continúa la evolución de la política que se ha lle-
vado a cabo respecto de las personas con discapacidad, de forma que 
se ha superado noción de tratar a las personas con discapacidad como un 
grupo destinatario especial, dando paso a un enfoque respetuoso de ellas 
como ciudadanos plenos, un enfoque que el Consejo de Europa ha contri-
buido a promover la adopción por el Comité de Ministros de la Recomen-
dación (92) 6 de 1992 sobre una política coherente para las personas con 
discapacidad. La idea del artículo 15 es que las personas con discapaci-
dad deben gozar de plena ciudadanía y que sus derechos fundamentales 
son, como tales, “la autonomía, la integración social y la participación 
en la vida de la comunidad” 1 .

1.  Asociación Internacional de Autismo de Europa (AIAE) v. Francia, denuncia n ° 13/2002, decisión sobre el fondo de 4 de 
noviembre de 2003, §48.
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En este sentido, el principio de no discriminación desempeña un papel muy impor-
tante en el contexto de la discapacidad.2 

El artículo 15 se aplica a todas las personas con discapacidad, independientemen-
te de la naturaleza y el origen de su discapacidad e independientemente de su 
edad3.  La igualdad de trato debe existir no solo en la ley sino también de hecho 
entre las personas con discapacidad, ciudadanos extranjeros de los Estados Par-
tes en situación regular. Y personas con discapacidad que tengan la nacionalidad 
del Estado de que se trate 4 

15.1 Con el fin de garantizar a las personas con discapacidad, cualquiera que 
sea su edad y la naturaleza y origen de su discapacidad, el ejercicio efectivo 
del derecho a la autonomía, la integración social y la participación en la vida 
de la comunidad, las Partes se comprometen en especial a medidas necesa-
rias para proporcionar a las personas con discapacidad orientación, educa-
ción y formación profesional en el marco del Common Law siempre que sea 
posible o, si no es el caso, por medio de instituciones públicas o privadas 
especializadas.

Según el artículo 15 § 1, toda persona discapacitada tiene derecho a la educación y la 
formación: educación primaria, secundaria general y formación profesional, así como 
otras formas de formación profesional. Como ocurre con el artículo 10 de la Carta, la 
formación profesional, en el sentido del artículo 15, incluye todos los tipos de educa-
ción superior, incluida la universitaria.5 

Garantizar el derecho a la educación de los niños y otras personas con discapacidad 
es una condición para lograr el objetivo de que las personas con discapacidad disfru-
ten plenamente de la ciudadanía y de sus derechos básicos6 .

El artículo 15 § 1 de la Carta establece la obligación de los Estados Partes de ga-
rantizar la educación de las personas con discapacidad, así como la orientación y 
formación profesional, dentro de uno u otro pilar del sistema educativo, es decir, los 
establecimientos de derecho común y Instituciones especializadas. La prioridad al 
apoyo educativo por parte de los establecimientos de derecho común, consagrada 
explícitamente en la disposición, va acompañada de una cláusula de condicionali-

2. Conclusiones 2003, Comentario interpretativo sobre el artículo 15.

3. �Asociación Internacional de Autismo de Europa (AIAE) v. Francia, denuncia n ° 13/2002, decisión sobre el fondo de 4 de 
noviembre de 2003, §48

4. �Conclusiones XIV-2 (1998), Observación interpretativa del artículo 15 § 1.

5. �Conclusiones 2012, Irlanda

6. �Asociación Internacional de Autismo de Europa (AIAE) c. Francia, denuncia n ° 13/2002, decisión sobre el fondo de 4 de 
noviembre de 2003, §48
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dad que, en el sentido ordinario de las palabras y teniendo en cuenta el contexto y 
la finalidad de la disposición, indica a las autoridades públicas que deben tener en 
cuenta, para garantizar la autonomía, la integración social y la participación en la 
vida comunitaria de las personas con discapacidad a través de la escolarización, 
el tipo de discapacidad de que se trate, el grado de su gravedad y la diversidad de 
situaciones individuales encontradas y examinadas caso a caso.

En consecuencia, el artículo 15 § 1 de la Carta no deja un amplio margen de apre-
ciación a los Estados Partes en cuanto a la elección del tipo de escuela en la que 
promoverán la autonomía, integración y participación social de las personas con 
discapacidad, porque debe ser la escuela regular. 7

Por otro lado, la educación de los niños y adolescentes con discapacidad debe ser 
una prioridad en las estructuras ordinarias y los Estados Partes deben proporcio-
nar el personal necesario para su carrera escolar. En efecto, el margen de aprecia-
ción sólo se aplica en la forma que los Estados Parte consideren más adecuada, 
teniendo en cuenta las condiciones culturales, políticas o financieras que rodean 
su sistema educativo para asegurar la prestación de esta asistencia siempre que 
‘’ en todo caso, la opción seleccionada y los medios utilizados no sean de tal natu-
raleza o no se apliquen de tal manera que despojen al derecho establecido de su 
efectividad y lo conviertan en derecho teórico8.

“Integración” e “inclusión” son dos conceptos diferentes y uno no conduce nece-
sariamente al otro. El derecho a la educación inclusiva se refiere al derecho del 
niño a participar en la escuela ordinaria y la obligación de la escuela de aceptar al 
niño teniendo en cuenta el interés superior del niño, así como las capacidades y 
necesidades educativas del alumno.9

La educación y la formación son las bases para el empoderamiento y el acceso 
al empleo en el mercado laboral general. Por definición, los jóvenes con discapa-
cidad que no han continuado su educación más allá de la educación secundaria 
inferior están en desventaja de muchas formas en el mercado laboral. Los Estados 
Partes deben tomar medidas para promover la integración y asegurar que las es-
cuelas regulares y especializadas brinden una educación adecuada. Además, es 
necesario lograr un progreso tangible en la construcción de sistemas educativos 
inclusivos y receptivos.10

Las instituciones especializadas deben asegurar, a través de su organización in-

7. �Acción europea para los discapacitados (AEH) c. Francia, denuncia n ° 81/2012, decisión sobre el fondo del 11 de sep-
tiembre de 2013, §78

8. �Acción europea para los discapacitados (AEH) c. Francia, denuncia n ° 81/2012, decisión sobre el fondo del 11 de sep-
tiembre de 2013, §§ 80-81

9. MDAC c. Bélgica, denuncia No 109/2014, decisión sobre el fondo de 16 de octubre de 2014, §66

10. Conclusiones XX-1 (2012), Austria
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terna y / o métodos de trabajo, el predominio de la orientación, educación y forma-
ción profesional entre las demás funciones y misiones que puedan desempeñar, 
en virtud de la ley nacional11. 

Para poder comentar la realidad de la igualdad de acceso de niños y adultos con 
discapacidad a la educación y la formación profesional, se tienen en cuenta los 
siguientes indicadores:

 número total de personas con discapacidad, incluido el número de niños;

 �número de alumnos con discapacidad que siguen cursos de educación ordinaria y 
especial y de formación profesional, respectivamente;

 �porcentaje de estudiantes con discapacidades que ingresan al mercado laboral 
después de recibir educación y / o capacitación regular o especial12. 

 ��número de personas discapacitadas (adultos y niños) que viven en instituciones;13 

 �jurisprudencia y denuncias presuntamente remitidas a las autoridades competentes 
por discriminación por discapacidad en la educación y la formación14.

wPor lo que respecta al artículo 15 § 1, debe existir una legislación contra la dis-
criminación porque es importante como herramienta que promueve la integración 
de los niños con discapacidad en las redes de educación general o general. Una 
legislación de esta naturaleza debería, como mínimo, exigir que existan razones 
imperiosas que justifiquen la continuación de la educación especial o separada, 
y proporcionar recursos efectivos para quienes se consideren ilegalmente exclui-
dos o separados, o privados de ‘otra forma del derecho efectivo a la educación’. 
Puede ser una ley general contra la discriminación, una ley específica sobre edu-
cación o una combinación de ambas.15

Las personas con discapacidad (niños, adolescentes, adultos) deben encontrar 
un lugar en las instituciones ordinarias; la educación y la formación deberían or-
ganizarse como parte de las corrientes principales y, solo cuando esto no sea po-
sible, en instituciones especiales. Los Estados Partes no tienen un amplio margen 
de apreciación16 y les corresponde demostrar que así es, o al menos que se ha 
realizado un esfuerzo significativo para hacerlo17.

11.  �Action Européenne des Handicapés (AEH) c. Francia, denuncia n ° 81/2012, decisión sobre el fondo del 11 de sep-
tiembre de 2013, §111

12.  Conclusiones 2012, Federación de Rusia

13.  Conclusiones 2008, Lituania

14. Conclusiones 2008, Lituania

15. Conclusiones 2007, Observación interpretativa del artículo 15 §1

16.  �Acción europea para los discapacitados (AEH) c. Francia, denuncia n ° 81/2012, decisión sobre el fondo del 11 de 
septiembre de 2013, §78

17.  Conclusiones 2008, Andorra
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Los cursos impartidos en las escuelas ordinarias y, en su caso, en las escuelas es-
peciales, deben ser de una calidad adecuada18. Esto significa que, para garantizar 
un trato igualitario y no discriminatorio a las personas con discapacidad, tanto en la 
educación ordinaria como en las escuelas especializadas de educación.

Se concede especial importancia a la asistencia escolar como medio de mantener 
a los niños y adolescentes autistas en el marco de la escuela ordinaria19.

Los Estados Partes deben tomar medidas (educación de apoyo y accesibilidad 
de los locales, por ejemplo) para permitir la integración, y deben demostrar que 
la situación está mejorando de manera tangible para poner en marcha sistemas 
educativos que no excluyan a nadie20 .

El artículo 15 § 1 es una de las disposiciones de la Carta, cuya aplicación es ex-
cepcionalmente compleja y onerosa. En consecuencia, las medidas tomadas por 
el Estado para lograr los objetivos de la Carta deben cumplir con los siguientes tres 
criterios: “(i) un plazo razonable, (ii) avances medibles y (iii) financiación, mejoran-
do uso de los recursos disponibles que es posible movilizar ‘’. 21

15.2 Con el fin de garantizar a las personas con discapacidad, cualquiera que 
sea su edad y la naturaleza y origen de su discapacidad, el ejercicio efectivo 
del derecho a la autonomía, la integración social y la participación en la vida 
de la comunidad, las Partes se comprometen en particular a promover su el 
acceso al empleo mediante cualquier medida que pueda alentar a los empre-
sarios a contratar y retener a las personas con discapacidad en el entorno 
laboral ordinario y a adaptar las condiciones laborales a las necesidades 
de estas personas o, en caso de imposibilidad debido a la discapacidad, 
mediante el ajuste o la creación de puestos de trabajo según el grado de in-
capacidad. Estas medidas pueden justificar, en su caso, el uso de servicios 
especializados de colocación y apoyo.

El párrafo 2 del artículo 15 exige que los Estados Partes proporcionen a las per-
sonas con discapacidad un acceso equitativo y efectivo al empleo en el mercado 
laboral ordinario.22 Se aplica a las personas con discapacidades físicas y a las 
personas con discapacidades intelectuales23.

18.  Autism Europe v. Francia, denuncia n ° 13/2002, decisión sobre el fondo de 4 de noviembre de 2003, §48

19. �Acción europea para los discapacitados (AEH) c. Francia, denuncia n ° 81/2012, decisión sobre el fondo del 11 de 
septiembre de 2013, §85

20. Conclusiones 2005, Chipre

21.  Autismo - Europa v. Francia, op cit, §53

22. Conclusiones XX-1 (2012), República Checa

23. Conclusiones I (1969), Observación interpretativa del artículo 15 § 2
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Para evaluar la situación, los indicadores utilizados son: el número total de perso-
nas discapacitadas, incluidas las en edad de trabajar; el número de personas 
con discapacidad que trabajan (en entornos convencionales y protegidos); el 
número de beneficiarios de las medidas de empleo; el número de personas 
en busca de trabajo o desempleadas, así como la tasa general de transfe-
rencia de personas con discapacidades del empleo protegido al mercado 
laboral general.24

A tal efecto, la legislación debería prohibir la discriminación por motivos de 
discapacidad,25  para garantizar la igualdad real de oportunidades en el mer-
cado laboral ordinario26 despidos por motivos de discapacidad y proporcionar 
recursos efectivos para quienes se consideren víctimas de ‘’ discriminación 
abusiva27. Además, en lo que respecta a las condiciones de trabajo, deben 
existir obligaciones para el empleador, de conformidad con la obligación de 
proporcionar ajustes razonables, a fin de garantizar el acceso efectivo al 
empleo y mantenerlo para las personas con discapacidad, en particular las 
que quedaron discapacitadas durante su contrato de trabajo tras un accidente 
de trabajo o enfermedad profesional.  28

Los Estados Partes tienen un margen de apreciación en cuanto a otras medidas 
que deben tomarse para promover el empleo de personas con discapacidad. El 
artículo 15 no requiere la implantación de cuotas sino cuando el derecho interno de 
un Estado prevé cuotas, la eficacia de este sistema se tiene en cuenta al evaluar la 
conformidad de la situación nacional con el artículo 15 §2.29

Las estructuras de empleo protegido deben reservarse para las personas con dis-
capacidad que, debido a su discapacidad, no pueden encontrar un lugar en el mer-
cado laboral ordinario. Deben tener como objetivo ayudar a sus beneficiarios a 
llegar al mercado general.

Las personas que trabajan en estructuras de empleo protegido cuya actividad se 
centra principalmente en la producción deben beneficiarse de las principales dispo-
siciones de la legislación laboral, en particular el derecho a una remuneración justa 
y los derechos sindicales.30

24.  Conclusiones 2012, Chipre

25.  Conclusiones 2003, Eslovenia

26.  Conclusiones 2012, Federación de Rusia

27.  Conclusiones XIX-1 (2008), República Checa

28.  Conclusiones 2007, Observación interpretativa del artículo 15 § 2

29.  Conclusiones XIV-2 (1998), Bélgica

30.  Conclusiones XVII-2 (2005), República Checa
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15.3 Con el fin de garantizar a las personas con discapacidad, cualquiera que 
sea su edad y la naturaleza y origen de su discapacidad, el ejercicio efectivo 
del derecho a la autonomía, la integración social y la participación en la vida 
de la comunidad, las Partes se comprometen en particular a promover su 
plena integración y participación en la vida social, concretamente mediante 
medidas, incluidas ayudas técnicas, destinadas a superar los obstáculos a 
la comunicación y la movilidad y permitirles acceder al transporte, el aloja-
miento, las actividades culturales y el ocio.

El derecho de las personas con discapacidad a la integración social previsto en 
el artículo 15 § 3 implica que se eliminen los obstáculos a la comunicación y la 
movilidad para permitir el acceso al transporte (terrestre, ferroviario, marítimo y 
aéreo), la vivienda (vivienda pública, social y privada), así como las actividades 
culturales y de ocio (actividades sociales y deportivas)31. Con este fin, el artículo 
15§3 requiere32: 

la existencia de una legislación antidiscriminatoria que abarque tanto el 
ámbito público como el privado en áreas como la vivienda, el transporte, las 
telecomunicaciones, la cultura y el ocio, así como recursos efectivos para 
quienes hayan tenido que someterse a un tratamiento contra la ley. Puede 
ser una ley general contra la discriminación, una ley específica o una com-
binación de ambas; 33

adopción de una política de discapacidad coherente: medidas de inter-
vención positiva que se deben implementar para lograr los objetivos de in-
tegración social y participación de las personas con discapacidad. Estas 
medidas deben tener una base jurídica clara y estar coordinadas.

Las personas con discapacidad deben poder participar en la formulación, imple-
mentación y seguimiento de esta política.34

Para dar efecto real a este compromiso:35 

deben establecerse mecanismos para identificar las barreras a la comuni-
cación y la movilidad a las que se enfrentan las personas con discapacidad 
y para definir las medidas de apoyo necesarias para ayudarles a superar 
estas barreras;

 las ayudas técnicas deben ofrecerse, ya sea de forma gratuita o con 
una contribución financiera justa que tenga en cuenta la situación material 

31.  Conclusiones 2005, Noruega

32.  Conclusiones 2007, Eslovenia

33.  Conclusiones 2012, Estonia

34.  Conclusiones 2003, Italia

35.  Conclusiones 2008, Observación interpretativa del artículo 15 § 3
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del beneficiario. Estas ayudas pueden consistir, por ejemplo, en prótesis, 
andadores, sillas de ruedas, perros guía y un alojamiento adecuado de los 
alojamientos ocupados;

deben ofrecerse servicios de apoyo, como ayuda a domicilio o soporte 
vital, ya sea de forma gratuita o con una contribución financiera justa que 
tenga en cuenta la situación material del beneficiario.

Las telecomunicaciones y las nuevas tecnologías de la información deben ser ac-
cesibles36 y la lengua de signos debe tener carácter oficial37.

Todo el transporte público (ferrocarril, carretera, mar y aire), todos los edificios 
e instalaciones públicos recién construidos o renovados, así como los edificios 
abiertos al público, así como las actividades culturales y deportivas, deben ser 
físicamente accesibles38.

Las necesidades de las personas con discapacidad deben tenerse en cuenta en 
las políticas de vivienda, debe haber una oferta suficiente de vivienda adaptada, 
incluida la vivienda social, pública o privada. También deberían proporcionarse 
ayudas para la adecuación de viviendas existentes.39

36.  Conclusiones 2005, Estonia

37.  Conclusiones 2003, Eslovenia

38.  Conclusiones 2003, Italia

39.  Conclusiones 2003, Italia
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